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XI

NUESTROS DERECHOS 
A TRAVÉS DE LA HISTORIA

La primera Declaración Universal de los Derechos del Hombre   
 y del Ciudadano proclamó que todos los hombres nacen libres 

e iguales ante la ley. En la Revolución Francesa de 1789 se exigió al 
Estado el respeto de todas las libertades y la igualdad jurídica, con 
la supresión de fueros y privilegios. Antes, los nobles ingleses habían 
iniciado el proceso de límites a la monarquía con la Carta Magna 
de 1215.

Los derechos de los ciudadanos y sus garantías se establecieron 
desde el Bill of Rights de la Revolución Inglesa de 1689, la Consti-
tución de Virginia de 1776, las enmiendas o adiciones a la Cons-
titución americana de 1787 y las constituciones francesas de 
1791, 1793 y 1795, así como en todas las constituciones que se 
promulgaron a lo largo del siglo xix.

En México, la Constitución de 1814 estableció los derechos 
humanos de carácter individual y señaló que “la felicidad del pue-
blo y de cada uno de los ciudadanos, consiste en el goce de la 
igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La íntegra conserva-
ción de estos derechos es el objeto de la institución de los gobier-
nos y el único fin de las asociaciones políticas”.

El Acta Constitutiva de la Federación de 1824 dispuso que 
“la nación está obligada a proteger por leyes sabias y justas los 
derechos del hombre y del ciudadano”, y a lo largo de la Cons-
titución de 1824 se incluyeron diversos derechos fundamentales. 
Por su parte, la Constitución Federal de 1857 reconoció que “los 
derechos del hombre son la base y el objeto de las instituciones 
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sociales. En consecuencia, declara que todas las leyes y todas las 
autoridades del país deben respetar y sostener las garantías que 
otorga la presente Constitución”.

Fue en la Constitución mexicana de 1917 donde se estableció, 
por primera vez en el mundo, la obligación del Estado de prote-
ger no sólo los derechos individuales, sino también los derechos 
sociales de los trabajadores, del campo y de la ciudad.

Después de la Segunda Guerra Mundial, en la Declaración 
Universal de 1948, se reconocieron no sólo los derechos de los 
hombres, sino también los de las mujeres como seres humanos. 
A partir de entonces se han firmado más de 100 tratados y con-
venciones internacionales para el respeto a los derechos humanos 
universales.

En nuestro país, en 1990 se creó la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y en 2011 se hicieron importantes reformas 
constitucionales en materia de derechos humanos y de amparo,1 
marcando un nuevo paradigma para el respeto y la garantía de 
nuestros derechos. 

El artículo 1o. de nuestra Constitución ahora dice a la letra: 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tra-
tados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece.

También señala que “las normas relativas a los derechos humanos 
se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiem-
po a las personas la protección más amplia”.

Asimismo, la fracción I del artículo 103 señala que los tribu-
nales de la federación resolverán toda controversia que se suscite 
“por normas generales, actos u omisiones de la autoridad que vio-

1  El 6 y 10 de junio de 2011 se publicaron, respectivamente, en el Dia-
rio Oficial de la Federación.
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len los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas 
para su protección por esta Constitución, así como por los tra-
tados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte”.

En el mismo sentido, en 2013, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación2 reiteró que los tratados internacionales en materia de dere-
chos humanos son equiparables a la Constitución.

Ahora, en el marco de la conmemoración del centenario de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, y el Instituto Nacional de Estudios His-
tóricos de las Revoluciones de México, de la Secretaría de Cultura, 
presentan la actualización de la serie Nuestros Derechos3 con el 
propósito de contribuir al conocimiento de nuestra Carta Magna 
y de las leyes que nos rigen, así como de nuestros derechos y 
obligaciones.

El derecho es el conjunto de normas que regula nuestra convi-
vencia y es el medio para acceder a la justicia. Determina asimis-
mo las funciones del Estado, con el objetivo de lograr el bienestar de 
la sociedad. La Constitución es la fuente de las normas jurídicas 
de una sociedad democrática. La cultura de la legalidad garantiza 
la vigencia del Estado de derecho, esencial para la convivencia 
social. 

Uno de los principales objetivos de la conmemoración del cen-
tenario de la Constitución de 1917 es difundir su contenido y 
concientizar sobre la importancia del cumplimiento de las nor-
mas que nos hemos dado, así como reflexionar sobre los mejo-
res mecanismos para hacer efectivos los derechos fundamentales. 
Conociendo nuestra legislación podremos ejercer mejor nuestros 
derechos y exigir su observancia.

La serie Nuestros Derechos busca que todos los sectores de la 
sociedad conozcan los derechos contenidos tanto en la Constitu-
ción como en los instrumentos internacionales que nuestro país 
ha firmado.

2  Resolución de la contradicción de tesis 293/2011.
3  La primera edición fue coordinada por la doctora Marcia Muñoz de 

Alba Medrano y publicada por la LXVIII Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam en el 2000.
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A través de los volúmenes que componen la serie Nuestros De-
rechos el lector podrá conocer la conceptualización del derecho 
y los derechos que otorga nuestro orden jurídico. Entre ellos se 
encuentran los derechos de las niñas y los niños, las mujeres, las 
comunidades indígenas, las familias, la comunidad lgtbi (lesbia-
nas, gays, bisexuales, trans e intersex), las personas divorciadas, 
los inmigrantes, los extranjeros, los trabajadores del campo y de 
la ciudad, los derechos de propiedad intelectual, los de las perso-
nas en reclusión, los detenidos y sujetos a proceso, el derecho al 
medio ambiente, los derechos de los consumidores, de los arren-
datarios, de los usuarios de la banca, de los propietarios y de los 
creyentes.

Los autores de las obras de la presente serie son destacados es-
pecialistas en la rama que abordan. El lector encontrará de forma 
accesible la explicación de sus derechos de acuerdo con el tema 
correspondiente, así como los antecedentes y su situación en la 
legislación nacional e internacional actual. Para identificar cuáles 
son los procedimientos previstos en la ley y, en su caso, saber ante 
qué instancias se puede solicitar el asesoramiento necesario para 
ejercer sus derechos.

Como se establece en el artículo 3o. de la Constitución, la de-
mocracia no solamente es una estructura jurídica y un régimen 
político, sino también “un sistema de vida”.

Patricia Galeana
Instituto Nacional de Estudios Históricos 

de las Revoluciones de México
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XV

PRESENTACIÓN

La serie Nuestros Derechos nació como una iniciativa desde la 
 academia, en coordinación con las instituciones de represen-

tación democrática, para llevar a un público amplio información 
accesible sobre una cuestión medular: los derechos de los que son 
titulares las personas en nuestro país. La edición original, como re-
cuerda Miguel Carbonell en el prólogo que acompaña los diferentes 
volúmenes, se remonta al año 2000 cuando, bajo la dirección de 
Diego Valadés, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México se dio a la tarea de coordi-
nar los textos que la componen. Esos trabajos fueron reeditados en 
2001 y, ahora, han sido objeto de actualizaciones para esta nueva 
edición especial que ve la luz en el contexto de los festejos por el 
centenario de la Constitución de 1917. 

Si bien no se trata de un catálogo exhaustivo que abarque la 
totalidad de derechos de los que somos titulares, la serie ofre-
ce textos sobre derechos emblemáticos y, en cierta medida, poco 
convencionales. Además lo hace centrando la atención en los ti-
tulares de los mismos. Los lectores podrán conocer los derechos 
de los usuarios de la banca, de los autores, artistas e inventores, 
de los propietarios o de los consumidores. Pero también, en pa-
ralelo, tendrán la posibilidad de conocer derechos de grupos es-
pecialmente vulnerables, como es el caso de los migrantes, de las 
niñas y niños, así como el derecho relativo a la diversidad sexual. 
Y, además, podrán adentrarse en el abanico de derechos que co-
rresponden a los internos en el sistema penitenciario mexicano, 
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a los creyentes, a los trabajadores en el sistema de salud o a las 
personas divorciadas.

Así las cosas, se trata de derechos concretos de las personas de 
a pie. De hecho, como puede observarse, en la serie se ofrece una 
selección de temas que no pretende brindar una visión abstracta 
o academicista de los derechos de las personas sino que, por el 
contrario, se propone evidenciar la dimensión práctica y útil de 
un tema tan relevante. Por ello los textos se decantan hacia la re-
construcción de los derechos de sujetos concretos y no hacia la 
reflexión filosófica —sin duda también relevante— sobre lo que 
son e implican estos bienes jurídicos fundamentales. De esta ma-
nera, los libros están destinados a las personas que, en los diferen-
tes roles sociales y circunstancias en los que interactúan con otros, 
se convierten en titulares de diversos derechos. Y esas personas 
somos todos nosotros. 

En el origen de la serie descansan una premisa y una preocupa-
ción que no han perdido vigencia. La premisa es que los derechos 
sólo adquieren un sentido y un valor plenos cuando son ejerci-
dos. La preocupación emerge porque muchas personas descono-
cen cuáles son sus derechos y, por lo mismo, no se encuentran en 
condiciones de ejercerlos. Así las cosas, el desconocimiento im-
pacta de manera directa en la eficacia de esta agenda estratégica. 
Y eso compromete el futuro de nuestro país. Si reconocemos que 
una sociedad civilizada —libre e incluyente— sólo es aquella en 
la que todas las personas ejercen realmente sus derechos, tenemos 
que nuestro país está lejos de esa civilidad. Recordemos la distin-
ción propuesta por Avishai Margalit: “distingo entre una socie-
dad decente y una civilizada. Una sociedad civilizada es aquella 
cuyos miembros no se humillan unos a otros, mientras que una 
sociedad decente es aquella cuyas instituciones no humillan a las 
personas”.1

Para que esa humillación no se verifique, ni en su dimensión 
social ni en su dimensión institucional, resulta fundamental que 
las relaciones de las personas entre sí y las de éstas con el Estado 

1  Cfr. Margalit, A., La sociedad decente, Barcelona, Paidós, 2010, p. 15. 
Retomo la cita del texto “Sobre decencia, desigualdades y consenso socialdemó-
crata”, de Rodolfo Vázquez, al que he tenido acceso en versión preliminar.
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se ejerzan bajo la lógica de los derechos y no bajo la fuerza de 
los privilegios. Porque, como ha sostenido Luis Salazar Carrión, 
sólo así tendremos una sociedad de ciudadanos y no una comu-
nidad de clientelas. Es decir, solamente de esta manera lograre-
mos edificar una sociedad que sea, al mismo tiempo, decente y 
civilizada.

Esta serie de textos —desde el acotado nicho que corresponde 
al pensamiento en la construcción de la cultura— quiere influir 
en esa dirección. Estamos convencidos de que las dinámicas so-
ciales cambian con el tiempo y sabemos que es posible incidir en 
la dirección de esas transformaciones. En el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas estamos comprometidos con la agenda de los 
derechos y, por lo mismo, apostamos por ese parador como ho-
rizonte. Ojalá que estos libros sirvan como un medio para sumar 
aliados para esa causa civilizatoria. 

Como adelanté al inicio de estas páginas, esta edición aparece 
en un momento especial. En febrero de 2017 la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos cumplirá 100 años 
de vigencia, y con ese motivo se han emprendido y se seguirán 
emprendiendo múltiples iniciativas culturales, políticas y acadé-
micas. La finalidad de estos esfuerzos es celebrar al documento 
constitucional que sentó las bases para la modernización política 
y social de nuestro país pero, al mismo tiempo, invitar a una re-
flexión crítica sobre lo que nos falta por hacer. El principal pen-
diente es convertir a nuestra sociedad en una verdadera sociedad 
de derechos. De ahí la relevancia de los textos que usted tiene en 
sus manos. 

La reedición de los trabajos de la serie Nuestros Derechos 
constituye una de las aportaciones del Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, en estrecha coordinación con el Comité para la 
Conmemoración del Centenario de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Nuestros esfuerzos conjuntos, en 
buena medida, han sido posibles por el talento y el profesiona-
lismo de la doctora Patricia Galeana, secretaria técnica de dicho 
comité y directora general del Instituto Nacional de Estudios 
Históricos de las Revoluciones de México, a quien expreso mi 
reconocimiento. Lo mismo vale para su equipo de trabajo y para 
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los autores de los textos y el personal de la Secretaría Técnica del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, a cargo de Raúl Márquez, 
quienes han hecho posible esta publicación. Enhorabuena por el 
esfuerzo y, sobre todo, por el resultado.

Pedro Salazar Ugarte
Director del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas de la unam

México, D. F., a 20 de julio de 2015
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XIX

PRÓLOGO

La Universidad Nacional Autónoma de México tiene tres funcio- 
 nes básicas de acuerdo con lo que señala su Ley Orgánica: ejer-

cer la docencia, realizar investigación y difundir la cultura.
No es exagerado señalar que el libro que el lector tiene entre las 

manos cumple con esos tres propósitos. Sirve a la docencia en la 
medida en que perfectamente puede ser utilizado en un salón de 
clases para formar a futuros abogados o a profesionistas de otras ra-
mas de las ciencias sociales; es un producto de investigación dado 
el alto nivel de su autora, por su calidad de miembro de uno de 
los institutos de investigaciones jurídicas más prestigiosos a nivel 
mundial; y a la vez es un ejercicio de difusión de la cultura, puesto 
que los temas de derechos humanos representan por sí mismos la 
expresión del desarrollo cultural y moral de la humanidad entera.

El origen de la serie Nuestros Derechos, de la que el presente 
texto forma parte, se remonta al año 2000, cuando el doctor Diego 
Valadés, a la sazón director del Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas de la unam, impulsó su primera edición, que alcanzó en poco 
tiempo varias reimpresiones. Esta segunda edición surge por el im-
pulso y la fecunda creatividad del anterior director del Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, el doctor Héctor Fix-Fierro, quien ha 
sabido aquilatar como es debido las cosas positivas que se habían 
hecho en las anteriores administraciones de nuestra institución.

Para esta segunda edición le hemos pedido a los autores que ac-
tualicen y pongan al día sus textos, pero siempre respetando la idea 
original en el sentido de que debía tratarse de textos que no exce-
dieran una determinada extensión, que fueran lo más claros y pe-
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dagógicos posible y que tuvieran una cierta vocación “práctica”, en 
el sentido de que no se incluyeran demasiadas reflexiones teóricas o 
puramente doctrinales, sino que la exposición de cada autor estuvie-
ra dirigida a ofrecer fundamentos aplicados para entender el signifi-
cado y alcance de nuestros derechos en el mundo real. 

Hemos aprovechado esta nueva oportunidad de difusión del 
pensamiento jurídico para incluir temas novedosos, cuyo desarro-
llo le fue encargado a jóvenes juristas muy destacados. El resultado 
queda desde luego a juicio de los lectores.

La tarea realizada a lo largo de más de 70 años por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la unam ha permitido ir generan-
do una más sólida —aunque todavía incipiente y sin duda poco 
robusta— cultura jurídica. Esta colección se propone abonar en 
esa noble tarea: incidir en el conocimiento y difusión cultural de 
los derechos que tenemos todas las personas, o bien que tienen las 
personas que se encuentran en una determinada posición jurídica, 
derivada de sus relaciones familiares, de su ocupación laboral, de 
sus preferencias sexuales, de su creatividad, etcétera.

Tienen razón quienes afirman que la forma más impune en que 
se puede violar un derecho se produce cuando el titular de ese de-
recho lo desconoce. Pero también es cierto que el conocimiento 
de nuestros derechos es un paso indispensable para poder hacerlos 
efectivos en la práctica.

La escuela, en sus niveles de educación básica y media superior, 
es un espacio natural de aprendizaje de la cultura jurídica, pero 
no debemos limitarnos a esa etapa de la vida de las personas. En 
realidad, sobre nuestros derechos se puede (y se debe) seguir apren-
diendo siempre. Es un esfuerzo que debe hacer cada persona y que 
estamos seguros que valdrá la pena.

Los derechos que tenemos todos conforman la columna verte-
bral de cualquier sistema democrático y son un excelente indicador 
del grado de desarrollo de un país. En la medida en que los dere-
chos humanos sean respetados y estén efectivamente garantizados 
de forma universal, estaremos en posibilidad de elevar de manera 
muy significativa el nivel de vida de las personas. Una vida que vale 
la pena vivirse es aquella en la que los derechos más básicos no son 
violados cotidianamente.
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Los derechos humanos nos suministran la posibilidad de alcan-
zar nuestros planes en la vida, lo que equivale a decir que nos per-
miten desarrollar toda nuestra potencialidad como seres humanos. 
En eso consiste la autonomía moral que tenemos las personas, a 
diferencia de otros seres vivos que habitan en la Tierra.

Pero además, los derechos humanos le dan contenido al sistema 
democrático. No es cierto que la democracia se agote o se resuma 
en los procesos electorales y en las campañas políticas. Las elec-
ciones libres y auténticas son, desde luego, un requisito de todo 
sistema democrático, pero no agotan las posibilidades de mani-
festación de la democracia. Para los seres humanos es tan impor-
tante poder votar como tener asegurados el derecho a la salud, a 
la educación, al medio ambiente, al debido proceso legal, a no ser 
discriminados o torturados, etcétera. Un gobierno que no respete 
esos derechos ni haga todo lo que esté a su alcance para realizarlos 
en la práctica no puede llamarse democrático, por más que haya 
accedido al poder a través de comicios transparentes y competidos.

Por lo tanto, existen muchas y muy buenas razones por las que 
debemos esforzarnos entre todos para conocer y hacer efectivos 
nuestros derechos. De esa manera estaremos contribuyendo a ele-
var la calidad de vida de las personas que habitan en nuestro país 
y haremos a éste más democrático. En el fondo, de lo que se trata 
—para decirlo en breve— es de difundir aquello que nos hace me-
jores personas y que nos permite colectivamente construir socie-
dades más justas. Vale la pena poner en ello el mayor de nuestros 
esfuerzos, como lo han hecho todos los autores que han contribui-
do de manera ejemplar y rigurosa a conformar este nuevo proyec-
to editorial de la unam que ahora ve la luz. Ojalá que se difunda 
mucho y alcance todos los objetivos que nos propusimos quienes 
participamos en su creación.

Miguel Carbonell
Coordinador académico de la serie Nuestros Derechos

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam

Ciudad Universitaria, enero de 2015
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A mi hermano Hugo, 
fuente de vida que

 no se extingue.

A mi madre Concepción,
 por ser amor y resistencia 

hasta el último instante 
de su vida.
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3

INTRODUCCIÓN*

L a crisis en materia de seguridad pública en México nos arrebata 
la calma, la respiración; nos cosifica y nos deja a disposición 

de la violencia y la delincuencia organizada, así como frente a in-
tentos del Estado por combatirla, generalmente fracasados y que, inclu-
so, muestran su connivencia con ella, como se aprecia en los altos 
índices de impunidad. Hoy, más que nunca, depende también de 
nosotros y nosotras poner un alto; debemos forzarnos a recuperar el 
aliento mediante la acción y la renovación, pues la 

acción es el momento en el que el hombre desarrolla la capacidad 
que le es más propia: La capacidad de ser libre. Pero la libertad de 
Hannah Arendt no es la mera capacidad de elección, sino la capaci-
dad de trascender lo dado y empezar algo nuevo, y el hombre sólo 
trasciende enteramente la naturaleza cuando actúa.1

Un buen ejemplo de renovación es la reciente construcción de 
ciudadanía durante las elecciones de 2018, en las cuales los y las 
ciudadanas caminamos —nos desplazamos en colectivo de la apa-
tía a la participación— al cuestionar al partido político en el po-
der —pri— y participar —presidencia de la República: 63.4290 
por ciento; Senado: 63.5196; diputados: 63.2091—; así rompi-
mos el fenómeno de las elecciones cerradas con resultados cues-

*Agradezco a Francisco Martínez Cruz, Armando Bravo Salcido y Delia Beatriz 
García Valencia por sus comentarios y correcciones.

1 Manuel Cruz, “Estudio introductorio a Arendt”, p. viii.
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tionados por alguno de los contendientes. Y acerca de ese camino 
es tiempo de recordar y aplicar que “sólo el renacimiento del espí-
ritu crítico puede darnos un poco de luz en la gran oscuridad de 
la historia presente”.2

De modo que el título de este libro, Derechos de los periodistas y 
a la libertad de expresión, es una evocación para examinar uno de 
los grandes retos de la democracia mexicana, la cual se caracteriza 
por la inseguridad pública y los altos índices de impunidad en los 
casos de delitos contra periodistas. El relator de Naciones Unidas 
sobre la Promoción y Protección del Derecho de Opinión y de 
Expresión y el relator especial para la Libertad de Expresión de 
la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos (cidh), 
declaran que esta violencia e inseguridad que rodean el medio 
periodístico buscan sofocar el debate público y la participación 
cívica, a nivel local, estatal y nacional, por medio de asesinatos 
y desapariciones, ataques físicos y psicológicos cuyo propósito es 
afectar las libertades de expresión e información.

Incluso, como señala la Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión (rele), los actos de violencia cometidos contra perio-
distas y trabajadores de medios de comunicación vulneran de 
manera grave su derecho a la vida y su derecho a expresarse li-
bremente, y generan un efecto de autocensura entre los demás 
trabajadores de los medios de comunicación social.3

Actualmente, México cuenta con un elevado índice de impu-
nidad en los casos de delitos contra periodistas que asciende a 
99.6 por ciento.4 Esta impunidad “genera un fuerte efecto inhibi-
torio en el ejercicio de la libertad de expresión y las consecuencias 
negativas para la democracia son particularmente graves, dado 
que afectan el intercambio libre, abierto y dinámico de ideas e 

2 Octavio Paz, El ogro filantrópico, p. 285. 
3 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-

mericana de Derechos Humanos, Zonas silenciadas. Regiones de alta peligrosidad 
para ejercer la libertad de expresión, oea/Ser.L/V/II, cidh/rele/INF.16/17, 16 
de marzo de 2017, p. 11. 

4  Artículo 19, Oficina para México y Centroamérica, Democracia Simula-
da, nada que aplaudir, pp. 31 y 35. 
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información”.5 Igualmente, impacta al pluralismo informati-
vo interno6 y externo,7 el primero mediante la autocensura o el 
desplazamiento forzado interno de los periodistas producto de la 
violencia, hechos que disminuyen la diversidad de opiniones en 
los medios de comunicación; el segundo se desprende del cierre 
de medios de comunicación que propicia la disminución de fuen-
tes de información diversas entre sí. Así, al no garantizar el plu-
ralismo informativo interno y externo, se menoscaba el derecho 
a recibir información plural y veraz, requisito para la formación 
libre de la opinión pública, u opiniones públicas, y la participa-
ción libre de las y los ciudadanos, elementos que conducen a la 
construcción de una ciudadanía democrática. 

Como se desprende de las líneas precedentes, la impunidad 
respecto a los asesinatos, amenazas, secuestros, privación de la li-
bertad y lesiones cometidas contra periodistas tiene como resulta-
do la vulneración de las libertades informativas. Esta vulneración 
se produce en la medida que, como bien advierte Mendonca, la 
impunidad 

constituye, en rigor, una infracción de las obligaciones que tienen 
los Estados de investigar los delitos, de adoptar medidas apropiadas 

5 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, op. cit, nota 3.

6 Por ejemplo, el caso de Javier Valdez se tradujo en el silenciamiento de 
una opinión desde el momento que, “como muchos otros periodistas y personas 
defensoras de derechos humanos en México, estaba expuesto a la misma vio-
lencia que genera el desplazamiento forzado interno de miles de personas. Des-
afortunadamente, las agresiones que sufrió y que tuvieron como consecuencia 
su muerte, hasta el momento, no han sido esclarecidas”, cndh, Recomendación 
núm. 39/2017, sobre el caso de 2,038 personas víctimas de desplazamiento interno 
en el estado de Sinaloa, p. 31. 

7 Ejemplos de la reducción del pluralismo informativo externo son: 1. El 
periódico Norte de Ciudad Juárez, que dio a conocer el cierre definitivo debido 
a que no existen las garantías de seguridad para ejercer el periodismo crítico de 
contrapeso, tras el asesinato de Miroslava Breach, colaboradora de este medio y 
corresponsal de La Jornada en Chihuahua, Rubén Villalpando, “Cierra el diario 
Norte de Juárez”, La Jornada, p. 1. 2. El diario El Mañana de Nuevo Laredo, que 
dejó de circular el domingo 29 y el lunes 30 de enero de 2017 debido a agre-
siones y amenazas del crimen organizado, Juan Alberto Cedillo, “El Mañana de 
Nuevo Laredo suspende publicaciones por amenazas del narco”, Proceso.  
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respecto de sus actores para que las personas sospechosas de res-
ponsabilidad penal sean procesadas y condenadas con penas apro-
piadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación 
de los perjuicios sufridos, de garantizar el derecho y de tomar las 
medidas necesarias para evitar la repetición de tales delitos.8 

Por el contrario, el freno a la impunidad se traduce en el cum-
plimiento de las obligaciones del Estado mediante la garantía 
a las víctimas de recursos eficaces, la protección de la vida y el 
derecho a comunicar y recibir información veraz y plural, y, a 
su vez, en una posibilidad para incentivar la presentación de 
denuncias, principalmente, porque hoy en México el ejercicio 
de las libertades informativas se traduce en amenazas, lesiones 
o, incluso, en la pérdida de la vida por combatir la impunidad 
y promover las libertades informativas. 

Como se aprecia, hay que extirpar la impunidad mediante 
mucha publicidad, y en ello los periodistas y los medios de co-
municación tienen un papel determinante en el ejercicio de las 
libertades informativas, que son un requisito sine qua non para 
avanzar en la denuncia y exigir una respuesta contundente fren-
te a la impunidad. Máxime cuando, de acuerdo con la rele, se 
ha constatado que los periodistas más afectados fueron aquellos 
que cubrían noticias locales sobre corrupción, narcotráfico, delin-
cuencia organizada y seguridad pública.9 

De la agudización de la violencia extrema contra los periodistas, 
de la cooptación del aparato del Estado o de la falta de cumpli-
miento de sus obligaciones surgen las siguientes interrogantes: ¿el 
marco normativo mexicano va en la línea de asegurar o restringir 
las libertades informativas?, ¿se garantizan los derechos de los pe-
riodistas?, ¿los mecanismos de protección de periodistas son una 
respuesta suficiente para asegurar las libertades informativas?

Estas interrogantes llevan a plantear que el ejercicio de las liber-
tades informativas en México ha estado secuestrado por el poder 
constituido y los poderes fácticos. Para verificar esta afirmación 

8  Daniel Mendonca, “Insolente impunidad”, abc color. 
9  Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-

mericana de Derechos Humanos, op. cit., p. 13. 
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iniciaré señalando lo que entendemos por libertad de expresión; 
la diferencia entre libertad de expresión, en sentido estricto, y 
derecho a la información; la relación entre libertad de expresión, 
en sentido amplio, y democracia, y el papel de los periodistas en 
el aseguramiento de las libertades informativas; las restricciones 
de la libertad de expresión a nivel federal y estatal, y por último, 
la eficacia de los mecanismos de protección de los periodistas en 
México.
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CAPITULO PRIMERO

LIBERTAD DE EXPRESIÓN

I. A modo de introducción

Son numerosos los casos en que la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (Corteidh) ha abordado la libertad de expresión 
e información, la mayoría de ellos en relación con restricciones 
ilegítimas por medios directos e indirectos, instrumentada por 
autoridades internas y particulares, aplicada especialmente a pe-
riodistas y, en menor medida, a particulares. Estas restricciones 
van desde medidas directas, como el secuestro de libros, la priva-
ción de la libertad y de la vida, la penalización de delitos contra el 
honor y la restricción del principio de máxima publicidad, hasta 
medidas indirectas como el retiro del título de nacionalidad y la 
vulneración del derecho de integridad personal derivado de actos 
de violencia fomentados por las autoridades, campañas de des-
prestigio, etcétera. Las opiniones consultivas también han sido de 
especial relevancia para la protección de la labor periodística, así 
como para lograr el equilibrio entre las víctimas de la publicación 
inexacta o agraviante y los medios de comunicación. 

Cabe señalar que, hasta el momento, la Corteidh no se ha 
pronunciado en su jurisprudencia sobre la tutela del derecho a 
crear medios de comunicación,10 el cual se desprende de la mani-

10 Aspecto relevante para promover el derecho de los pueblos y comuni-
dades indígenas a crear medios de comunicación que se desprende del artículo 
2o., apartado B, fracción vi y artículo 6o., apartado B, fracción iii, de la cpeum, 
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festación a difundir información. Esto, por el contrario, y como 
apunta Bustos Gisbert, sí lo lleva a cabo el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (tedh).11 

Por su parte, los incisos 2 y 3 del artículo 13 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos (cadh) se refieren, respectiva-
mente, a la legalidad de las restricciones de la libertad de expre-
sión y a la prohibición de restricciones mediante vías y medios 
indirectos. El desarrollo jurisprudencial de la necesidad de las res-
tricciones es sumamente rico, pero excede del objeto de nuestro 
estudio. Basta decir ahora que la Corteidh ha declarado que “las 
sanciones penales como consecuencia de determinadas expresio-
nes podrían ser consideradas en algunos casos como métodos in-
directos de restricción de la libertad de expresión”.12 

Igualmente, el inciso 4 del artículo en cuestión prevé la pro-
hibición de la previa censura, salvo en el caso de los espectáculos 
públicos, con respecto a los cuales se establece una excepción para 
proteger la moral de la infancia y adolescencia.

Especial problemática implican los límites a la libertad de ex-
presión, dispuestos en ese mismo inciso, porque se establecen 
conceptos indeterminados como la moral pública, el orden pú-
blico o la seguridad nacional que, al igual que en el Convenio Eu-
ropeo, como apunta Bustos, pueden ser utilizados para vaciar de 
contenido la libertad de expresión.13 Pese a ello, la Corteidh, en 
torno al concepto de orden público, ha dejado claro que de nin-
guna manera puede ser invocado como “medio para suprimir un 
derecho garantizado por la Convención o para desnaturalizarlo 

principalmente frente a la exigencia de requisitos para presentar la solicitud de 
concesión y, una vez otorgada la concesión frente a las dificultades para cumplir 
los requisitos técnicos para operar, al tiempo de la problemática en materia de 
financiación a la que se enfrentan. Véase Socorro Apreza Salgado, “La crimi-
nalización de las radios comunitarias e indígenas sin concesión”, pp. 283-305.  

11 Rafael Bustos-Gisbert, “Los derechos de libre comunicación en una so-
ciedad democrática (Art. 10 cedh)”, p. 530. En este sentido, véase Teresa Frei-
xes Sanjuán, Libertades informativas e integración en Europa.

12  Corteidh, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, Sentencia del 31 de agosto 
de 2004, Serie C, 111, p. 72. 

13 Rafael Bustos-Gisbert, op. cit., p. 531. 
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o privarlo de contenido real”.14 Incluso, que el mismo concepto 
exige que, “dentro de la sociedad democrática, se garanticen las 
mayores posibilidades de circulación de noticias, ideas y opinio-
nes, así como el más amplio acceso a la información por parte 
de la sociedad en su conjunto”.15 De lo anterior también se des-
prende que al orden público democrático interesa y reclama el 
aseguramiento de la dimensión individual y social de la libertad 
de expresión.

Por último, en el inciso 5 prohíbe la propaganda a favor de la 
guerra y toda apología del odio nacional, racial y religioso que 
constituyan incitaciones a la violencia.

En consecuencia, estamos frente a un precepto que dota de 
garantías a la libertad de expresión en sentido amplio; es decir, 
a la libertad de pensamiento y expresión, y al derecho a la infor-
mación en sus tres manifestaciones: buscar, difundir y recibir 
información. Esta situación tiene particular relevancia para Mé-
xico después de las reformas del 10 de junio de 2011 y del 11 de 
junio de 2013, fechas en las que, respectivamente, se fortalece la 
protección de los derechos humanos y se adicionan, expresamen-
te en el artículo 6o., párrafo segundo, las tres manifestaciones del 
derecho a la información y el pluralismo informativo. 

Ahora bien, como señala Bustos en su análisis del artículo 10 
de Convenio Europeo de Derechos Humanos, éste contiene al-
gunos límites a la libertad de expresión complejos,16 hecho que 
también se da con el artículo 13 de la cadh. La labor de inter-
pretación de la Corte Interamericana ha contribuido a esclarecer 
conceptos. 

Cabe adelantar que el contenido del artículo 13 de la cadh, en 
comparación con el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(artículo 10) y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos (artículo 19), fue diseñado para hacer las garantías de la 

14 Corteidh, Opinión Consultiva 5/85 del 13 de noviembre de 1985, Co-
legiación obligatoria de Periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). 

15  Ibid., párrs. 67 y 69.  
16 Rafael Bustos Gisbert, op. cit., nota 13.
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libertad de expresión más generosas y para reducir al minimum las 
restricciones a la libre circulación de ideas.17

II. Un derecho de naturaleza bifronte: dimensión indivi-
dual y social de la libertad de expresión

El artículo 13, inciso 1, de la cadh establece la libertad de expre-
sión en sentido amplio, pues incluye, por un lado, la libertad de 
pensamiento y expresión y, por el otro, el derecho a buscar, difun-
dir y recibir información. 

La Corteidh declara que la libertad de expresión y el derecho 
a la información tienen un aspecto de derecho-libertad; es decir, 
“un ámbito en el que los demás ciudadanos y poderes públicos 
han de abstenerse y dejar hacer, y otro aspecto de derecho de pres-
tación, es decir un ámbito en el que los poderes públicos han de 
intervenir activamente para optimizar la eficacia del derecho”.18 
Tal cuestión queda muy clara en el caso “La última tentación 
de Cristo”: quienes están bajo la protección de la Convención 
“tienen no sólo el derecho y libertad de expresar su propio pensa-
miento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones e ideas de toda índole”.19

Es por ello que la Corteidh apunta que la libertad de expresión 
tiene dos dimensiones, la individual que requiere que nadie sea 
arbitrariamente menoscabado o impedido a manifestar su pro-
pio pensamiento, pudiendo utilizar cualquier medio apropiado 
para difundir el pensamiento y hacerlo llegar al mayor número 
de destinatarios.20 La social, que se traduce en el derecho a recibir 

17 Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, 
Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 50. 

18 Joaquín Urías, Lecciones de derecho a la información, p. 54.
19  Corteidh, Caso “La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) 

vs. Chile, Sentencia del 5 de febrero de 2001, párr. 64. El énfasis es nuestro.
20 Véase Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 

1985, Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 31. Caso “La última ten-
tación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, párr. 65. Caso Ivcher Brons-
tein vs Perú, Sentencia del 6 de febrero de 2001, Serie C, 84, párr. 147. Caso 
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cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento 
ajeno. De modo que la libertad de expresión, en su dimensión 
colectiva, comprende el “derecho a tratar de comunicar a otros 
sus puntos de vista,21 pero implica también el derecho de todos a 
conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros.22

Nuestra crítica a la jurisprudencia de la Corteidh gira en torno 
al desarrollo de la dimensión social, donde no aborda el derecho 
a buscar o investigar información, sino que lo reduce a las dimen-
siones de comunicar y recibir información. Empero, en el Caso 
Claude Reyes vs. Chile, la corte incluye el derecho de acceso a la 
información en la manifestación de buscar o recibir información, 
sin señalarlo expresamente como parte de su dimensión social. 

Como se desprende de los párrafos precedentes, la Corteidh 
no aborda expresamente la diferenciación de la libertad de expre-
sión y la libertad de información en tanto a su diferente objeto. 
Como apunta Urías, la primera “protege la emisión de juicios de 
valor y opiniones, el otro la transmisión de datos o hechos”. Esta 
situación no es menor, porque de ello depende que compartan 
los mismos límites y requisitos.23 Lo curioso es que, pese a que no 
realiza la diferenciación de las libertades de expresión e informa-
ción por su objeto, sí lo efectúa a la hora de abordar los requisitos 
y límites, al dejar claro que el requisito de veracidad sólo se exige 
a los hechos,24 “de allí que no pueda ser sometida a requisitos 

Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Sentencia del 2 de julio de 2004, Serie C, 107, 
párr. 109. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 78. Caso Kimel vs. Argentina, 
Sentencia 2 de mayo de 2008, Serie C, 177, párr. 53. Caso Carvajal Carvajal vs. 
Colombia, Sentencia del 13 de marzo de 2018, Serie C, 352, párr. 172.

21 Joaquín Urias, op. cit., nota 18, p. 54
22 Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, 

Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 32. Caso “La última tentación de 
Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, párr. 66. Caso Ivcher Bronstein vs. Perú, 
párr. 148. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, párr. 110. Caso Ricardo Canese vs. 
Paraguay, párr. 79. Caso Kimel vs. Argentina, párr. 53. Caso Carvajal Carvajal 
vs. Colombia, párr. 172.

23 Joaquín Urías, op. cit.,  nota 18, p. 51.
24  Véase Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párrs. 79 y 93. Caso Perozo 

y otros vs. Venezuela, párr. 151. Caso Ríos y otros vs. Venezuela, párr. 139. Caso 
Tristán Donoso vs. Panamá, párr. 124. 
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de veracidad la prueba respecto de juicios de valor”.25 De forma 
conjunta, la Corte apunta que “mientras que las opiniones no 
son susceptibles de ser verdaderas o falsas, las expresiones sobre 
hechos sí lo son”.26

A diferencia de la Corteidh, con 27 años de antelación a los 
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), el 
Tribunal Constitucional Español (tce) en su Sentencia 6/1988, 
F.J.5 señala la distinción de estas dos libertades a partir de su di-
ferente objeto. Así, considera que la libertad de expresión tiene 
por objeto pensamientos, ideas, opiniones; objeto amplio en el 
que deben incluirse también las creencias y los juicios de valor. 
El derecho a comunicar y recibir información veraz sobre hechos 
noticiables. 

Hoy por hoy, la scjn distingue entre libertad de expresión y 
derecho a la información a partir de su objeto, declarando los si-
guientes parámetros: 1) el objeto de la libertad de expresión son 
los pensamientos, las ideas y opiniones, apreciaciones y juicios 
de valor; 2) el derecho a la información se refiere a la difusión de 
aquellos hechos considerados noticiables; 3) al derecho a la infor-
mación le es aplicable la posibilidad de verificar la veracidad; 4) 
en el caso de que no sea posible separar los elementos informati-
vos y valorativos, habrá de atenerse al elemento preponderante; 
5) el criterio de veracidad es un mínimo estándar de la diligencia 
en la investigación y la comprobación de hechos.27

Dada la relevancia de la veracidad como requisito de la in-
formación, cabe destacar los criterios declarados por la scjn: 1) 
la información cuya búsqueda, obtención y difusión está cons-
titucionalmente protegida es la veraz; 2) que la veracidad es un 
requisito del derecho a la información; 3) la veracidad encierra 
más una exigencia de que los reportajes, entrevistas y notas perio-

25 Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párr. 93. 
26 Corteidh, Caso Tristán Donoso vs. Panamá, párr. 124. Este párrafo forma 

parte de la publicación de Socorro Apreza Salgado, “El caso Mémoli vs. Argen-
tina…”, p. 375. 

27 scjn, Tesis 1a.XLI/2015, Semanario Judicial de la Federación, Décima 
época, 13 de febrero de 2015.
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dísticas destinadas a influir en la formación de la opinión pública28 
vengan respaldadas por un razonable ejercicio de investigación y 
comprobación; 4) La veracidad es un estándar de diligencia en la 
comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales infor-
ma; 5) la imparcialidad es sugerir con la suficiente claridad que 
existen otros puntos de vista y otras conclusiones posibles sobre 
los hechos o acontecimientos que se relatan; 6) la imparcialidad 
es una barrera contra la tergiversación, contra la difusión inten-
cional de inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de 
informaciones.29 

Desde una perspectiva más amplia que la planteada por la 
scjn, la doctrina jurisprudencial de la Corteidh declara los si-
guientes criterios respecto al requisito de veracidad: 1) se aplica 
a la libertad de información, no a la libertad de expresión; 2) 
con este requisito se busca hacer responsable al periodista por su 
actuación profesional y no por su resultado; 3) se determina por 
la diligencia en la constatación de forma razonable; 4) exige al 
periodista una distancia crítica respecto de sus fuentes y contras-
tarlas con otros datos relevantes; 5) en este requisito tienen un 
mayor deber de diligencia las autoridades estatales, en razón de 
su alta investidura, del amplio alcance y eventuales efectos como 
para evitar que los ciudadanos y otras personas interesadas reci-
ban una versión no manipulada de determinados hechos.30

El último criterio es de suma relevancia, empero, no ha sido 
desarrollado por los tribunales mexicanos, especialmente porque 
el requisito de veracidad se “ve particularmente acentuado en si-
tuaciones de mayor conflictividad social, alteraciones del orden 

28 Es importante destacar que el cumplimiento del requisito de veracidad 
permite no influir, sino generar la formación libre de la opinión pública u opi-
niones públicas. 

29 scjn, Tesis 1a.CCXX/2009, Semanario Judicial de la Federación, Novena 
época, t. xxx, diciembre de 2009, p.284.

30 Corteidh, Caso Perozo y otros vs. Venezuela, Sentencia de 28 de enero de 
2009, Serie C, 195, párr. 151. Caso Ríos y otros vs. Venezuela, Sentencia de 28 
de enero de 2009, Serie C, 194, párr.139. Cfr. Socorro Apreza Salgado, “El caso 
Mémoli vs Argentina…”, pp. 378-379. 
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público o polarización social o política”,31 que es la situación en 
la que se encuentra México.

Como se aprecia, la distinción entre las libertades de expresión 
e información, de acuerdo con su objeto, es más contundente en 
el desarrollo jurisprudencial a nivel interno que interamericano; 
no así respecto al requisito de veracidad, que ha sido abordado 
con mayor contundencia en el sistema interamericano que por 
la scjn. Clarificada la distinción, es momento de abordar otro de 
los ejes centrales de esta publicación: la importancia de garantizar 
y proteger las libertades informativas para fortalecer el sistema 
democrático.

III. Relación entre democracia y libertades de expresión 
e información: garantía de la formación libre de las 
opiniones públicas

Este apartado es de especial interés porque del desarrollo de la 
doctrina científica y jurisprudencial en torno a la relación entre 
democracia y libertad de expresión, entre transparencia y rendi-
ción de cuentas y, finalmente, de las funciones de la opinión u 
opiniones públicas en el sistema democrático representativo, se 
desprende que las libertades informativas son una piedra angular 
de la democracia, y que sin su garantía se desvanece y se debilita 
el sistema democrático.

1.Generalidades

La finalidad de las libertades de expresión e información, como 
apunta Urías, es garantizar el principio de legitimidad democráti-
ca y llenar de contenido a las instituciones democráticas.32 En este 
sentido, el punto de partida en la Jurisprudencia de la Corteidh 
es la OC-5/85, en la que declara que la libertad de expresión, en 
sentido amplio: 1) es una piedra angular en la existencia misma 

31  Corteidh, Caso Perozo y otros vs. Venezuela, párr. 151.
32  Joaquín Urías, op. cit., p. 58.
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de una sociedad democrática,33 2) es indispensable para la forma-
ción de la opinión pública; 3) es una conditio sine qua non para 
que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas 
y culturales, y en general, quienes deseen influir sobre la colec-
tividad, puedan desarrollarse plenamente; y 4) es una condición 
para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté su-
ficientemente informada.34

En la línea de las funciones precedentes, concretamente la ter-
cera, la Corteidh declara que la libertad de expresión en sus dos 
dimensiones —individual y social— pasa a constituirse durante 
los periodos electorales como: a) un bastión fundamental para el 
debate, debido a que se transforma en una herramienta esencial 
para la formación de la opinión pública de los electores; y b) en 
fortalecimiento de la contienda política entre los distintos candi-
datos y partidos que participan en los comicios y se transforman 
en un auténtico instrumento de análisis de las plataformas políti-
cas planteadas por los distintos candidatos.35

De modo que el debate democrático “implica que se permita 
la circulación libre de las ideas e información respecto de los can-
didatos y sus partidos políticos por parte de los medios de comu-
nicación, de los propios candidatos y de cualquier persona que 
desee expresar su opinión o brindar información”.36

Entonces, el debate democrático se dará en la medida que se ase-
gure el pluralismo informativo interno y externo en cada país. Por 
ello, la Corteidh declara que “sin la libertad de expresión, materia-
lizada en todos los términos, la democracia se desvanece, el plura-
lismo y la tolerancia empiezan a quebrantarse, los mecanismos de 
control y denuncia ciudadana se empiezan a tornar inoperantes y, en 

33  Corteidh, Caso “La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) 
vs. Chile, párr. 68.

34  Corteidh, Opinión Consultiva 5/85 del 13 de noviembre de 1985, Co-
legiación Obligatoria de Periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), párr. 70. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 82.

35  Corteidh, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 88.
36  Ibid., párr. 90.
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definitiva, se empieza a crear un campo fértil para que los sistemas 
autoritarios se arraiguen en la sociedad”.37 

Hay que señalar que la Corteidh precisa manejar los requisitos 
necesarios para asegurar la comunicación pública, entre los que 
cabe destacar el pluralismo informativo, para hacer posible una 
decisión electoral libre y para que, en todo momento, exista la 
posibilidad de la formación y manifestación libre de la opinión 
pública u opiniones públicas, con el objeto de que se controlen 
las actividades de los órganos del Estado. 

Opinión pública que, como señalo a continuación, de acuer-
do con la Corteidh, fomenta la transparencia y la rendición de 
cuentas;38 al respecto cabe hacer algunas puntualizaciones, por-
que considero que la opinión pública fomenta la rendición de 
cuentas, no así la transparencia.

Por consiguiente, es de especial interés abrir un breve parénte-
sis para verificar los pronunciamientos de la Corteidh respecto de 
una de las características por excelencia del sistema democrático: 
la formación libre de la opinión pública.

2. Formación y manifestación libre de la opinión pública u opiniones 
públicas

Entre las funciones de la libertad de expresión en relación con el 
sistema democrático, es de interés resaltar que la jurisprudencia 
interamericana en torno a la formación libre de la opinión pú-
blica u opiniones públicas destaca la función de control que la 
sociedad realiza de las actividades estatales; además de subrayar 
los conceptos de transparencia —explícitamente— y rendición 
de cuentas —implícitamente—. Así, declara que 

el control democrático, por parte de la sociedad a través de la opi-
nión pública, fomenta la transparencia de las actividades estatales 

37  Corteidh, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, párr. 116. Caso Ríos y otros 
vs. Venezuela, Sentencia de 28 de enero de 2009, Serie C, 194, párr. 105.

38  Corteidh, Caso Palamara Iribarne vs. Chile, Sentencia de 22 de noviem-
bre de 2005, Serie C, 135, párr. 83.
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y promueve la responsabilidad de los funcionarios sobre la gestión 
pública, razón por la cual debe existir mayor margen de tolerancia 
frente a afirmaciones y apreciaciones vertidas en el curso de los de-
bates políticos o sobre cuestiones de interés público.39

No hay duda de que la formación y manifestación libre de la opi-
nión u opiniones públicas fomenta la rendición de cuentas, siem-
pre que se aseguren las tres manifestaciones del derecho a la infor-
mación; es decir, el derecho a buscar o investigar, el de transmitir 
o difundir  y el de recibir información plural y veraz, porque sólo 
así los ciudadanos contarán con datos y hechos suficientes para 
formarse su opinión autónoma, para después llevar a cabo un de-
bate intersubjetivo que dé lugar a la formación libre de la opinión 
pública. Simultáneamente, es necesario que el Estado ponga a 
disposición la información originada con motivo de su actividad.

De ahí que no coincidimos con la Corte en que la opinión 
pública fomente la transparencia, porque esta última es “un su-
puesto o una fuente de información” para que sea posible la crí-
tica política, de modo que fomenta la formación y manifestación 
libre de la opinión pública, pero no a la inversa, es decir, que la 
opinión pública fomente la transparencia, entendida ésta como 
el acto del Estado en virtud del cual pone a disposición de la so-
ciedad la información originada con motivo de su actividad.40 In-
cluso, si se apura más esta idea, la transparencia es una fase inicial 
del derecho a la información y, a su vez, de la formación libre de 
la opinión pública u opiniones públicas.

La afirmación precedente se confirma en la declaración del Tri-
bunal Constitucional Español de que el medio41 o las premisas42 
de la formación libre de la opinión pública son el derecho a reci-
bir información plural y la libertad de expresión; y como supues-

39  Corteidh, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 97; Caso Palamara 
Iribarne vs. Chile, párr. 83; Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, Sentencia de 29 
de septiembre de 2006, Serie C, 151, párr. 87.

40  En esta definición se tomaron en cuenta elementos aportados en la obra 
El Poder Judicial de la Federación para Jóvenes, 3a. ed., p. 179. 

41  STCE. 165/1987, de 27 de octubre, F.J. 10; 219/1992, F.J. 2.
42  STCE. 12/1982, 31 de marzo, F. J. 3.
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to la publicidad del Estado43 para hacer posible la crítica de los 
ciudadanos.44

Y ello es así porque, como declara el tce, el derecho a recibir 
información veraz es un instrumento esencial de conocimiento de 
los asuntos que cobran importancia en la vida colectiva y, por lo 
mismo, condiciona la participación de todos en el buen funcio-
namiento del sistema de relaciones democráticas auspiciado por 
la Constitución, así como el ejercicio efectivo de otros derechos 
y libertades.45

De este modo, la protección efectiva del derecho a recibir in-
formación veraz y plural equivale a despertar y asegurar la aten-
ción del público o los públicos en cualquier tema y a formar li-
bremente opiniones. Así, además de garantizar la pluralidad de 
fuentes de información que posibiliten la formación del o los pú-
blicos, es necesario asegurar la libre manifestación de la crítica o 
la confirmación del o los públicos.46 Es aquí donde los medios 
de comunicación intervienen nuevamente en la expresión de la 
opinión pública. Respecto a este papel de mediador, la doctrina 
cuestiona la parcialidad de los medios de comunicación en la ex-

43 Hacemos aquí mención de la publicidad del Estado, no como una 
premisa de la opinión pública, sino como una fuente de la información, 
que tiene una especial incidencia en la formación de las convicciones 
de los ciudadanos y en su participación en la discusión de los asuntos 
públicos —sin que esto implique que la información se constriña sólo a 
la información política o ideológica—. 

Para Villaverde “la protección que la Constitución dispensa al derecho 
a recibir información transforma ese principio general de publicidad en 
un deber general (pues hay excepciones particulares) de publicidad” (Ig-
nacio Villaverde Menéndez, Los derechos del público. El derecho a recibir 
información. Información del artículo 20.1.d) de la Constitución Espa-
ñola, pp. 105-108). Véase Francisco José Bastida Freijedo, Libertad de 
antena. El derecho a crear Televisión, pp. 269-275. 

44  Hans Kelsen, Esencia y valor de la democracia, p.120. 
45  STCE. 168/86, F.J.2.
46  En este sentido el Tribunal Constitucional establece que el núcleo esen-

cial de la garantía de la opinión pública reside en “que cualquier persona puede 
manifestar opiniones y hacer la crítica de una situación criticada, pues no nos 
hallamos en el ámbito del derecho de información, y que sean más o menos 
positivas o negativas, justas o injustas y moderadas o acerbas tales opiniones”, 
siempre que se expresen éstas en relación con una materia de indudable interés 
público (STCE. 51/1989, F.J. 3).
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presión y recepción de la opinión pública, especialmente si detrás 
de éstos existen intereses de los propietarios, de los órganos del 
Estado o de las elites.47 

Así las cosas, la formación de la opinión pública será más o 
menos libre en la medida en que se realice la pluralidad de infor-
mación veraz y la libertad de expresión. No obstante, es necesaria 
la implicación de los órganos del Estado en

la formación de la opinión y la voluntad del público desde la pro-
pia perspectiva de éste, en lugar de influir sobre el público desde la 
perspectiva del mantenimiento del propio poder político, no yendo 
a la esfera pública a otra cosa que a extraer de él [ella] la lealtad de 
una población reducida a masa.48 

No hay duda de que las libertades de expresión e información 
son una condición sine qua non de la formación y manifestación 
libre de la opinión pública, y a su vez de la participación de los 
ciudadanos en los asuntos públicos. Pero, al mismo tiempo, la 
participación de los ciudadanos es una condición de la formación 
de la opinión pública. En cambio, la omisión o disminución de 
la información supone la eliminación de la formación libre de la 
opinión pública, porque suprime las ventajas obtenibles por el 
ciudadano de esa información y de la crítica que sobre ella se 

47  C. Monzón Arribas, La opinión pública. Teorías, conceptos y métodos, 
p.149. En este sentido Peces-Barba apunta que “muchos medios de comuni-
cación sirven a los intereses de sus propietarios, promueven las campañas que 
política, económica y culturalmente interesan a quienes pagan. No favorecen la 
presencia en sus páginas, en sus ondas, o en sus acciones televisivas de opiniones 
que no les interesan, propiciando por el contrario presencias personales que 
no deseen promocionar”, G. Peces-Barba Martínez, “Ética, poder y derecho. 
Reflexiones ante el fin de siglo”, p. 340. Según Laporta, “los medios no sólo re-
flejan pasivamente, los medios construyen la realidad social. Los medios deciden 
cómo se percibe la sociedad a sí misma”, F. J. Laporta, “El derecho a informar y 
sus enemigos”, p. 84.

48  Jürgen Habermas, Facticidad y validez, p. 460. En este sentido, el Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Informationsverein Lentia —24 
de noviembre de 1993—, destaca que “para que la libertad de expresión, sobre 
todo a través de la prensa, cumpla con la función de comunicar informaciones o 
ideas de interés general a las que el público tiene derecho, debe existir pluralis-
mo informativo, del cual el Estado es el último garante”. 
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manifestará. Con ello se reduce la participación de los ciudada-
nos, porque la información plural es el instrumento esencial para 
el conocimiento de los asuntos públicos y de la realidad; al mismo 
tiempo, de la influencia de los ciudadanos en la toma de decisio-
nes. Disminuye también el poder del control popular sobre los 
gobernantes. En definitiva, aumenta el margen de maniobra de 
los representantes que se ven libres de su obligación de explicar 
sus propios actos. De este modo, la eliminación de la opinión 
pública conduce a cuestionar la legitimidad del sistema represen-
tativo, pues elimina la libre manifestación de los ciudadanos en el 
ejercicio del poder.

A este respecto, el Tribunal Constitucional, en varias senten-
cias, ha descrito a la opinión pública como una institución polí-
tica fundamental,49 indisolublemente ligada al pluralismo políti-
co50 y, por ello, consustancial al Estado democrático, recayendo 
en los poderes públicos una especial obligación de protegerla.51 
Aquí, el Tribunal Constitucional traslada una idea defendida por 
los filósofos del siglo xviii, donde la opinión pública se concibe 
como una garantía contra cualquier abuso del poder del Estado.52 

El criterio del Tribunal Constitucional sobre la opinión pú-
blica como institución política53 del Estado democrático radica 
en que contribuye y asegura “la realización del proceso de orien-

49 STCE. 12/1982, de 31 de marzo, F. J. 3; 104/1986, de 17 de julio, F.J.5; 
371/1993, F.J.2; 46/1998, de 31 de marzo, F.J.3. 

50  STCE. 107/1988, de 8 de junio, F.J. 2.
51  STCE. 6/1981, de 16 de marzo, F.J.5; 165/1987, F.J. 10.
52  Carl Schmitt, Teoría de la Constitución, p. 242.
53  Lucas Verdú define a la institución política como “entidad jurídico social 

que organiza y asegura, duraderamente, la realización del proceso de orienta-
ción política”, P. Lucas Verdú, Principios de ciencia política, t. ii, p. 127. En la 
doctrina española autores como Solozábal Echavarría, Ruiz Miguel y Modesto 
Saavedra López, consideran a la opinión pública como una institución política 
del Estado democrático J. J. Solozábal Echavarría, “Opinión pública y Estado 
constitucional”, Revista de Derecho privado y Constitución, pp. 406-407; E. Díaz 
y A. Ruiz Miguel, “Presentación”, en E. Díaz y A. Ruiz Miguel (eds.), Enciclo-
pedia iberoamericana de filosofía política II. Teoría del Estado, p. 13; M. Saavedra 
López, La libertad de expresión en el Estado de Derecho. Entre la utopía y la reali-
dad, p.10.
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tación política”,54 donde el público o los públicos —mayoría o 
minoría— se encargarán de vigilar el cumplimiento de las metas 
político-sociales predeterminadas por los órganos del Estado. De 
esta forma se impide la arbitrariedad de estos órganos en la con-
secución de dichas metas, exteriorizando su apoyo o rechazo a las 
políticas seguidas por los gobernantes por medio de las elecciones 
e influyendo en la toma de las decisiones políticas a través de la 
manifestación de las opiniones del o los públicos en todo mo-
mento. 

Llegado este punto, parece aconsejable detenerse brevemente 
en las funciones de la opinión pública en el sistema democrático 
representativo. 

La opinión pública es uno de los pilares de un sistema 
democrático,55 por lo tanto, la existencia de ésta es un parámetro 
de referencia de su salud. 

En el régimen político democrático, la opinión pública tiene 
la función de permitir a todos los ciudadanos una activa parti-
cipación política, poniéndoles en la condición de discutir y de 
manifestar las propias opiniones sobre asuntos de interés público, 
partiendo de la premisa de la existencia real y efectiva del derecho 
a recibir información veraz y plural; es decir, de la posibilidad de 
que los ciudadanos puedan acceder al conocimiento de los temas que 
cobran importancia en la vida colectiva.56 

De esta forma, no sólo sirve de control del arbitrio de las po-
líticas adoptadas por los órganos del Estado, sino también de in-
fluencia en los distintos órganos representativos en la consecu-
ción de los intereses comunes de la colectividad, asegurando de 
esta forma el proceso de orientación política.

El problema planteado en esta función de influencia es que 
es un arma de doble filo. Así como la opinión pública sirve para 
influir al gobierno, no está excluido que los gobernantes no bus-
quen a su vez influir en la opinión pública, desarrollando una 
tarea propia: la de organizar el consenso. Este proceso es posible 

54  P. Lucas Verdú, op. cit., p. 127.
55  STCE. 159/1986, F.J. 6.
56  STCE. 168/1986, F. J. 2.
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construyendo falsas imágenes, manipulando conceptos, usando 
expresamente símbolos, con la publicidad propagandista, la pro-
paganda, la censura, la manipulación o la guerra psicológica,57 así 
como con las noticias falsas a través de las redes sociales. Frente 
a esta situación es imprescindible una información amplia y ade-
cuada que contrarreste la subinformación y la desinformación, 
que pueden llevar a una deformación de la realidad.

Como es posible apreciar, la jurisprudencia de la Corteidh se 
centra en la función de control de la opinión pública u opiniones 
públicas, pero no en la de influencia, ni en la de participación 
política de los individuos.

A modo de conclusión, cabe afirmar que la principal contri-
bución de la Corteidh está en destacar que la opinión pública 
fomenta la rendición de cuentas. Sin embargo, no comparto el 
criterio sostenido por dicho tribunal en cuanto a que la opinión 
pública fomenta la transparencia, pues, como he referido, la 
transparencia es la acción del Estado de poner a disposición de la 
sociedad la información originada con motivo a su actividad, de 
ahí que la transparencia sea un “supuesto o una fuente de infor-
mación” que posibilita la formación de la o las opiniones públi-
cas, pero no a la inversa, es decir, que la opinión pública fomente 
la transparencia. 

Para llenar con vida el debate democrático a través de la for-
mación libre de la opinión u opiniones públicas y la participa-
ción libre de las y los ciudadanos que lleva a la construcción de 
la ciudadanía, se requiere el respeto y la garantía de los derechos 
de los periodistas que permitan asegurar las libertades de expre-
sión e información en México, condiciones fundamentales de la 
democracia. 

57  N. Matteucci, “Opinione pubblica”, p. 429. En la misma línea tenemos 
a W. Phillips Davison, “Opinión pública”, pp. 455-456.
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CAPÍTULO SEGUNDO

DERECHOS Y DEBERES DE LOS PERIODISTAS

La protección, respeto y garantía de las libertades informativas 
de los periodistas se cuestionan en México porque, como apunta 
el relator especial sobre la Promoción y Protección del Derecho a 
la Libertad de Opinión y Expresión de Naciones Unidas, los pe-
riodistas se enfrentan en su ejercicio a los siguientes obstáculos: 
la confiscación de equipo, el robo de información, la vigilancia 
ilegal y el registro ilegal de oficinas; distintas formas de intimida-
ción como las órdenes de comparecencia a comisarías para ser in-
terrogados, el hostigamiento a familiares, las amenazas de muerte, 
la estigmatización y las campañas de injurias para desacreditar a 
los periodistas; lo secuestros, las desapariciones forzadas y el ase-
sinato.58 Frente a estos obstáculos, uno de los mecanismos que 
pueden ayudar a garantizar, proteger y respetar el ejercicio de las 
libertades informativas de los periodistas es la existencia de dere-
chos de los profesionales de la información: la cláusula de con-
ciencia y el secreto profesional.

Antes de abordar los derechos de los periodistas es indispen-
sable dar respuesta a la siguiente interrogante: ¿qué entendemos 
por periodistas? La definición tiene que considerar las posibili-
dades y los retos que traen consigo los blogueros, tuiteros y los y 
las comunicadoras de los medios comunitarios e indígenas, todos 

58 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, Zonas silenciadas: Regiones de alta peligrosidad 
para ejercer la libertad de expresión, p. 14.  
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parte central del contexto mexicano.59 En esta línea, el artículo 
1960 señala que, entre 2014 y 2015, se extendieron las agresiones 
a blogueros, tuiteros y medios independientes de forma significa-
tiva —comunicadores y comunicadoras digitales—;61 al mismo 
tiempo que un incremento en la criminalización de las radios 
comunitarias e indígenas sin concesión y en las agresiones a co-
municadores y comunicadoras indígenas en 2017.

De entrada, cabe señalar que atentar contra los derechos de los 
periodistas es atentar contra las libertades informativas y hacerlo 
es atentar contra la democracia. De suerte que la falta de una de-
finición que no se corresponde con la realidad mexicana es una 
forma de atentar contra los derechos de los periodistas y las liber-
tades informativas, al no proteger a todos y todas aquellas cuya 
actividad consiste en recabar, generar, procesar, editar, comentar, 
opinar, difundir, publicar o proveer información. 

I. Definición de periodista

En la legislación mexicana existen varias definiciones del concep-
to de periodista, algunas más restrictivas que otras, y muy pocas 
garantes, partiendo de las realidades y particularidades existentes 
en el contexto mexicano. En ese tenor, cabe destacar seis grupos 
que nos serán útiles para llegar a una propuesta de definición de 
periodista que dé respuesta a nuestra realidad e integre al mayor 
número de sujetos de protección.

59 La Corte Suprema, en el Caso In Re: Mark Madden; Titan Sports v. Tur-
ner Broadcasting Systems. 1988, señaló “que un individuo es considerado un 
periodista cuando desempeña actividades de periodismo investigativo y recaba 
información; y tiene la intención, desde que comienza con su actividad, de 
difundir esta información entre el público”, Wilma Arellano Toledo y Rodrigo 
Cetina Presuel, “El derecho a la información en México y EE.UU. Desarrollo 
normativo y jurisprudencial”, p. 164.

60 Es una organización independiente que promueve y defiende el avance 
de los derechos de libertad de expresión y acceso a la información de todas las 
personas. 

61 Artículo 19, Oficina para México y Centroamérica, Democracia simula-
da, nada que aplaudir, p. 80.  
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En el primer grupo se ubican 13 entidades federativas que 
incorporan la definición contenida en la Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis-
tas (lppdddhp), publicada el 25 de junio de 2012: Chihuahua, 
Coahuila, Durango, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán 
—iniciativa de 16 de junio de 2017—, Ciudad de México, Oaxa-
ca, Querétaro, San Luis Potosí, Tamaulipas y Tlaxcala. 

En el segundo, son tres las entidades federativas que establecen 
la definición de la Ley del Secreto Profesional del Periodista en el 
Distrito Federal (lsppdf ), publicada el 7 de junio de 2006, sin la 
reforma del 11 de septiembre de 2014: Aguascalientes —iniciati-
va—, Chiapas y Sonora. 

En el tercero, son tres las entidades federativas que contienen 
algunas características de la definición de la lsppdf, publicada el 
7 de junio de 2006, sin la reforma del 11 de septiembre de 2014 
y de la contenida en lppdddhp: Nayarit —incluye actividad per-
manente y, como titulares, personas físicas y medios de comuni-
cación—, Quintana Roo —el ejercicio de manera permanente 
con o sin remuneración y, como titulares, personas físicas y me-
dios de comunicación— y Tabasco —sólo actividad de manera 
permanente y, como titular, sólo personas físicas—. En el cuarto, 
una entidad federativa que tiene ciertas características más pro-
tectoras: Puebla —iniciativa—. 

En el quinto grupo se ubican tres entidades federativas con de-
finiciones de las más restrictivas: Baja California, Colima y Gue-
rrero. 

El último grupo está integrado por ocho entidades federativas 
que no tienen ninguna ley que aborde la definición de periodis-
ta: Baja California Sur, Campeche, Estado de México, Morelos, 
Nuevo León, Sinaloa —iniciativa—, Yucatán y Zacatecas.

Así pues, conviene examinar las definiciones contenidas en la 
lppdddhp y la de la lsppdf, con la reforma del 11 de septiembre 
de 2014, que son el marco de referencia de un gran número de 
entidades federativas. De entrada, cabe apuntar que ambas defini-
ciones tienen elementos similares, salvo algunas particularidades: 
la primera sólo prevé la definición de periodista, sin incluir que 
el ejercicio sea de “manera permanente o esporádica” y “que no 
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se requiere título profesional o registro gremial que acredite su 
ejercicio como lo hace la segunda Ley”, que igualmente distingue 
entre periodista y colaborador de periodista. 

De acuerdo con la lsppdf —reforma del 11 de septiembre de 
2014— se entiende por periodista: 

Las personas físicas, así como medios de comunicación y difusión públi-
cos, comunitarios, privados, independientes, universitarios, experi-
mentales o de cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en reca-
bar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar o 
proveer información a través de cualquier medio de difusión y co-
municación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen, 
de manera permanente, con o sin remuneración y sin que se requiera 
título profesional o registro gremial que acredite su ejercicio (art.2, 
fracción i). 

Y como colaborador periodístico, a toda persona que hace del 
ejercicio de las libertades de expresión y/o información su activi-
dad principal o complementaria, “ya sea de manera esporádica o 
regular”, sin que se requiera registro gremial o acreditación algu-
na para su ejercicio (art. 2o., fracción ii).

En principio, las categorías de periodista y colaborador de pe-
riodista permiten dar respuesta a parte de la realidad mexicana: 
1) porque prevé como sujetos a las personas físicas y a los medios 
de comunicación, más cuando los ataques son también a los me-
dios de comunicación —incluso con explosivos—; 2) porque al 
establecer que el ejercicio puede ser de manera permanente, espo-
rádica o regular, amplía a los sujetos de protección. 

El problema es que incluye el concepto de trabajo, el cual en 
principio es indispensable para el derecho a la cláusula de con-
ciencia, con todo, no para el ejercicio del secreto profesional. Al 
mismo tiempo, deja fuera a los y las comunicadoras indígenas que 
desarrollan su actividad sin tener una jornada laboral, sin recibir 
una remuneración y sin estar subordinados a una persona. En si-
tuación similar se encuentran los blogueros y los tuiteros. Quizá 
sería recomendable sustituir el término “trabajo” por “actividad”, 
pues amplía el universo de sujetos, al no ceñirse sólo a quienes 
tienen una relación laboral.
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La definición contenida en la lppdddhp establece que son pe-
riodistas: 

las personas físicas, así como medios de comunicación y difusión 
públicos, comunitarios, privados, independientes, universitarios, 
experimentales o de cualquier otra índole cuyo trabajo consiste en 
recabar, generar, procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar 
o proveer información, a través de cualquier medio de difusión y co-
municación que puede ser impreso, radioeléctrico, digital o imagen 
(artículo 2o.).

De nueva cuenta, en esta definición es importante sustituir el 
término “trabajo” por “actividad”, porque este concepto permite 
integrar a las y los comunicadores indígenas, a los blogueros y 
a los tuiteros que no necesariamente tienen una relación labo-
ral. Asimismo, el que no incluya que sea su actividad principal o 
complementaria, “de manera esporádica o regular”, que no se re-
quiera registro gremial o acreditación alguna para su ejercicio, no 
afecta la protección de las personas que se integran en el concepto 
de periodista y podría, inclusive, favorecerla.

Por otra parte, la lsppdf de 2006, en su artículo 2o., fracciones 
i y ii, sin la reforma del 11 de septiembre de 2014, disponía las 
siguientes definiciones de periodista y colaborador de periodista: 

Periodista: Toda persona que hace del ejercicio de la libertad de 
expresión y/o información su actividad principal, de manera perma-
nente con o sin remuneración.
Colaborador periodístico: Toda persona que hace del ejercicio de las 
libertades de expresión y/o información su actividad principal o 
complementaria, ya sea de manera esporádica o regular.

Las definiciones precedentes permiten proteger tanto a los sujetos 
de la cláusula de conciencia como del secreto profesional, tal como 
expondré en los siguientes apartados. En el caso de la definición 
de colaborador periodístico, permite integrar a los comunicadores 
indígenas, tuiteros y blogueros. Pese a ello, considero más adecua-
do que exista sólo la categoría de “periodista”, en la que se inclu-
yan las características de “periodista” y “colaborador de periodista”.
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También faltaría incorporar a los medios de comunicación, en 
tanto que el secreto profesional protege a todas las personas que 
participan en el proceso comunicativo, en el cual así mismo esta-
rían los propietarios de los medios de comunicación que tengan 
conocimiento de la identidad de la fuente de información. Esto es 
relevante porque la violencia no sólo se ejerce contra periodistas, 
sino también contra las instalaciones de los medios de comuni-
cación.

Es momento de abordar otras definiciones que tienen rasgos 
cercanos a las precedentes y que, además, incorporan otros ele-
mentos que permiten extender la protección de los sujetos que 
ejercen las libertades informativas, entre las cuales cabe señalar la 
de la entidad federativa de Puebla —iniciativa—. 

La Ley de Protección Social y Legal para los Periodistas del 
Estado de Puebla dispone en su artículo 3o., fracción i, que se 
entiende por periodista:

Toda persona que tiene como actividad principal u ocasional el ejer-
cicio de las libertades de expresión y/o información tendiente a di-
fundir información a la sociedad, de manera permanente y remu-
nerada, o en su caso de manera gratuita a través de los medios de 
comunicación en cualquiera de sus modalidades.

Al igual que la definición contenida en la lsppdf —antes de la 
reforma de 11 de septiembre de 2014—, permite incluir a los 
comunicadores indígenas y a los blogueros, pero deja fuera a 
los medios de comunicación. Inclusive, no distinguir entre las 
categorías de periodistas y colaboradores de periodistas me parece 
más afortunado, en la medida que ambos son sujetos de protec-
ción y de derechos. Además de que el término “medios de co-
municación” permite integrar a medios impresos, radioeléctricos, 
digitales o de imagen.

Del quinto grupo cabe pasar a exponer por qué las definiciones 
de las entidades federativas de Baja California, Colima y Guerre-
ro son las más restrictivas. 

Tratándose de Baja California, la Ley para el Desarrollo y Pro-
tección Social de los Periodistas, artículo 3o., fracción i, establece 
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que son periodistas los que “radiquen en el Estado y que tengan 
una trayectoria mínima de tres años de ejercicio comprobado”, 
con lo cual deja fuera a muchos comunicadores que no tengan 
esas características. Por lo demás, la definición tiene elementos 
muy valiosos, por ejemplo, que no exige una remuneración o re-
lación laboral. 

En el caso del estado de Colima, la Ley para la Protección In-
tegral del Ejercicio Periodístico protege sólo a aquellos(as) que 
lo ejerzan como actividad principal, de manera permanente y re-
munerada, con lo cual excluye a los y las blogueras y a los y las 
comunicadoras indígenas.  

En el estado de Guerrero, en la Ley Núm. 463, para el Bienes-
tar Integral de los Periodistas, artículo 2o., sólo protege a los y las 
que obtengan su principal ingreso de esta actividad; por tanto, no 
son considerados como periodistas los comunicadores indígenas, 
en la medida que prestan su servicio en los medios sin ninguna re-
muneración económica. Situación poco congruente, puesto que 
la Constitución de Guerrero reconoce en su artículo 11, fracción 
i, como derechos de los pueblos indígenas, decidir sus formas in-
ternas de convivencia y de organización social, económica, políti-
ca y cultural. Y, en las formas de organización cultural, se ubica la 
determinación del funcionamiento de sus medios de comunica-
ción indígenas, de acuerdo con sus formas de organización, esto 
en razón de que por cultura se entiende 

la actividad que reafirma, en términos de la singularidad, el modo 
en cada caso propio en que la comunidad determinada —en lo 
étnico, lo geográfico, lo histórico— realiza o lleva a cabo el conjun-
to de funciones vitales; reafirmación de la “identidad” o el “ser sí 
mismo”, de la “mismidad” o “ipseidad” del sujeto concreto, que lo 
es también de la figura propia del mundo de la vida, construido en 
torno a esa realización.62 

Al mismo tiempo, Guerrero es una de las cinco entidades federa-
tivas en las que se concentra el mayor número de homicidios de 

62  Bolívar Echeverria, La modernidad de lo barroco, p. 133.
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periodistas, otro motivo por el que tiene que establecer una defi-
nición que se corresponda con su contexto social. En este último 
sentido, la cidh destaca que “de 2000 al 31 de enero de 2016, casi 
seis de cada diez homicidios de periodistas en el país ocurrieron 
[en Veracruz, Tamaulipas, Guerrero, Chihuahua y Oaxaca]”.63 

El último grupo, como mencioné, lo integran las entidades 
federativas que no tienen un marco normativo específico, entre 
ellas cabe detenerse en Sinaloa, porque en su iniciativa de Ley de 
Periodismo de Alto Riesgo (29 de septiembre de 2011), artículo 
7o., fracciones i, ii y iii, proponía tres categorías: la de periodis-
ta, profesional de la información y periodista de alto riesgo. En 
principio, la última categoría es relevante; sin embargo, en otras 
disposiciones de la iniciativa se restringen sus alcances.

De entrada, la característica que comparten las tres definicio-
nes es su consideración como una actividad permanente. No obs-
tante, en el caso de las dos primeras, el titular es la persona física; 
en cambio, en la última, comprende también a las personas físicas 
y jurídicas. 

Un aspecto destacable es que la definición de “periodista de 
alto riesgo” circunscribe a aquellos que manejen información que 
afecte los intereses de terceros en hechos delictivos, de denuncia 
o relacionados con el crimen organizado y ponga en riesgo su 
integridad física, la de su familia o las instalaciones del medio de 
comunicación. Esta categoría hubiera sido relevante, en la medi-
da que Sinaloa “ha sido el estado menos pacífico de México du-
rante la mitad de la última década” [2010-2015];64 sin embargo, 
como apunté, en otra disposición de la iniciativa (artículo 10, 
fracciones i y v) se desprenden restricciones, al proponer que los 
periodistas se registren ante la Unidad Especial para la Atención 
de Delitos Cometidos contra Periodistas y llevaran una bitácora de 
seguimiento de sus investigaciones, requerimientos que fueron 

63  Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, op. cit., p. 27. 

64 Institute For Economics & Peace, “Índice de paz México 2013. Midien-
do el grado de paz en México a lo largo de la última década” [en línea].
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criticados por poner en peligro la vida y el secreto profesional del 
periodista.65

De las definiciones examinadas hasta aquí se desprende una va-
riedad de respuestas y la necesidad de una definición que permita 
la protección del mayor número de personas, de acuerdo con la 
diversidad del contexto social del país. 

Desde esta perspectiva, considero que es urgente una defini-
ción de periodista a nivel federal y estatal que tome en consi-
deración que “en la función periodística participan una amplia 
variedad de personas, como analistas y reporteros profesionales y 
de dedicación exclusiva, autores de blogs y otros que publican por 
su propia cuenta en medios de prensa, por internet o por otros 
medios”,66 los y las comunicadoras indígenas, etcétera. Máxime 
porque la falta de una definición que no se corresponda con la 
realidad es una forma de atentar contra las libertades informativas 
y de no proteger los derechos de todos quienes ejercen la activi-
dad que consiste en recabar, generar, procesar, editar, comentar, 
opinar, difundir, publicar o proveer información. 

Con esa idea, la siguiente definición de periodista pretende 
dar respuesta a la interrogante de este apartado: periodista es toda 
persona física, así como medios de comunicación y difusión, que 
hacen del ejercicio de las libertades de expresión o información 
su actividad principal o complementaria, ya sea de manera per-
manente o esporádica, con y sin remuneración, a través de cual-
quier medio de difusión y comunicación impreso, radioeléctrico, 
digital o imagen. 

La propuesta anterior permite extender la protección al free-
lance, a los blogueros, tuiteros y comunicadores comunitarios e 
indígenas, aspecto importante a la hora de fijar quién o quiénes 
son sujetos de los derechos de cláusula de conciencia y secreto 
profesional, y para activar los mecanismos de protección; espe-
cialmente cuando la Federación Internacional de Periodistas se-
ñala que hay un crecimiento más rápido de periodistas, de un 56 

65 Véase Jaime Arizmendi, “Derogará Sinaloa Ley de Periodistas de Alto 
Riesgo” [en línea]. 

66 onu, Comité de Derechos Humanos, Observación General Núm. 34, 12 
de septiembre de 2011, en CCPR//GC/34, párr.44. 
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por ciento, en línea; y 10 por ciento en radio (en especial radios 
comunitarias).67

A ello habría que añadir que, para que los periodistas pue-
dan ejercer el derecho a difundir y mantener el disfrute del dere-
cho a recibir información, es necesario establecer los derechos de 
cláusula de conciencia y secreto profesional. Con el primero se 
garantiza el espacio público, es decir, la circulación de informa-
ción; con el segundo, la independencia de los periodistas frente al 
poder de dirección de los medios de comunicación, y a su vez se 
fomenta el pluralismo informativo interno.

De entrada, cabe mencionar que en México ha sido mayor la 
respuesta normativa en materia del secreto profesional informati-
vo, que en el derecho de la cláusula de conciencia. 

II. Cláusula de conciencia informativa

Ahora bien, las leyes estatales que regulan la cláusula de concien-
cia plantean, en su exposición de motivos, que ésta tiene como 
propósito que el periodista pueda ejercer su actividad acorde a su 
propia ideología.68 Así, la pieza clave de la cláusula de conciencia 
es la orientación ideológica. Igualmente, en las exposiciones de 
motivos no se vincula la cláusula de conciencia con el derecho 
a la información, postura que considero limitativa, en tanto el 
Tribunal Constitucional Español ha declarado que la misma en-
laza con el ejercicio de la libertad de información,69 especialmente 
porque “el reconocimiento de la libertad editorial del medio pue-
de suponer un condicionamiento importante para la actividad 
profesional de los periodistas e, indirectamente, para el público 

67 Federación Internacional de Periodistas, “Encuesta mundial de la fip 
(2015)” [en línea]. Respecto a los porcentajes que se manejan, cabe mencionar 
que se conforma de los periodistas que forman parte de un sindicado y sólo de 
aquellos sindicatos que respondieron a la fip.

68 Véanse las exposiciones de motivos de la Ley para la Protección Integral 
del Ejercicio Periodístico del Estado de Colima y la Ley de Protección a Perso-
nas Defensoras de Derechos Humanos y de Salvaguarda de los Derechos para el 
Ejercicio del Periodismo del Estado de Hidalgo, del 27 de agosto de 2012. 

69  STCE 199/1999, de 8 de noviembre, F.J.5.
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destinatario de la información”,70 criterio con el que coincido y 
en el cual profundizaré en el siguiente tópico. 

En mi opinión, respecto a la vinculación de la cláusula de con-
ciencia con la ideología del periodista, es importante tomar en 
cuenta que la ideología “contribuye a la constitución de intere-
ses sociales, en vez de reflejar pasivamente posiciones dadas de 
antemano”.71 

1. Alcances del marco normativo interno

A nivel constitucional se prevé expresamente la cláusula de con-
ciencia, en dos constituciones estatales: la Ciudad de México, ar-
tículo 7o., apartado C, párrafo 2, y la de Durango, artículo 31; 
sin embargo, todavía no se ha expedido la reglamentación res-
pectiva.

A nivel federal no forma parte expresamente de la Constitu-
ción, ni tampoco es admitida en los contratos colectivos de trabajo 
de las empresas informativas. Con todo, la cláusula de conciencia 
está implícita en el artículo 6o. de la cpeum, al establecer que el 
derecho a la información será garantizado por el Estado y que toda 
persona tiene derecho a buscar, recibir y difundir información. 
De modo que la cláusula de conciencia es instrumento del dere-
cho a la información, que permite el disfrute del derecho a difun-
dir y recibir información y, por tanto, los agentes estatales para 
asegurar el disfrute y la mejora del derecho a transmitir y recibir 
información tienen que crear un marco jurídico e institucional 
para prevenir la violación del derecho de cláusula de conciencia. 
En este sentido, el tce declara que el 

reconocimiento de la cláusula de conciencia al profesional de la co-
municación en el ejercicio de su libertad de información no puede 
entenderse exclusivamente como un derecho particular de aquél, 
sino, al tiempo, como garantía de que a su través se preserva igual-
mente la satisfacción del carácter objetivo de dicha libertad, de su pa-

70  J. C. Laguna Paz, Régimen jurídico de la televisión privada, p. 141.
71  Terry Eagleton, Ideología. Una introducción, p. 277.
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pel como pieza básica en el sistema democrático y de su finalidad 
como derecho a transmitir y recibir información libre y plural.72 

Así mismo, cabe señalar que la Ley que crea la Agencia de Noti-
cias del Estado Mexicano (Notimex), en su artículo 5o. fracción 
ii, establece que la cláusula de conciencia es un derecho de los 
periodistas para “negarse”, mediante expresión escrita de sus mo-
tivos, a “participar en la elaboración de informaciones” que, a su 
juicio, son “contrarias a los principios rectores de la agencia”, y 
que tiene por objeto garantizar la independencia en el desempeño 
de su función profesional. 

Igualmente, se dispone que

los periodistas a quienes la Agencia viole su derecho al ejercicio 
de la cláusula de conciencia podrán poner fin unilateralmente a la 
relación contractual que los vincule con aquélla, percibiendo una 
indemnización que, en ningún caso, será inferior a la que corres-
pondería en caso de despido injustificado.73

A nivel estatal, las entidades federativas de Chiapas, Colima, Hi-
dalgo y Quintana Roo —abrogada a inicios de 2017— regulan 
este derecho.74 A su vez, en las entidades federativas de Michoa-
cán y Aguascalientes existen iniciativas que han propuesto la pro-
tección de la cláusula de conciencia.75 Para conocer los alcances 

72 STCE. 199/1999, de 8 de noviembre, F.J. 2. El subrayado es nuestro.
73  Art. 8o., párrafo segundo, de la Ley que crea la Agencia de Noticias del 

Estado Mexicano.
74 Chiapas en la Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículos 

9o. a 11; Colima en la Ley de Protección Integral del Ejercicio Periodístico, en 
los artículos 10 a 12; Hidalgo en la Ley de Protección a Personas Defensoras 
de Derechos Humanos y de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, artículo 12; Quintana Roo en la Ley para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, artículo 14; sin embargo, esta 
ley fue abrogada el 2 de febrero de 2017, teniendo una vigencia sólo de un año 
siete meses.

75 Aguascalientes, iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del Perio-
dismo, del 9 de mayo de 2013, artículos 9o. a 11, y Michoacán en la Iniciativa 
de Ley de Protección Integral para Proteger el periodismo en Michoacán, artí-
culo 11.
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de la regulación de la cláusula de conciencia a nivel estatal, el 
siguiente paso es examinar su objeto y las modalidades previstas 
en los siguientes tópicos. 

Ahora bien, la forma de exigir estos derechos es con funda-
mento en los artículos 13 de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, que establece la libertad de expresión en sentido 
amplio, y el 6o. de la cpeum, ante los tribunales laborales y, en 
caso de no proceder, vía amparo, al vulnerarse el derecho a la 
cláusula de conciencia, además de argumentar que el Estado sí 
tiene la intención de protegerla en tanto se regula para los traba-
jadores de Notimex.

2. Sujetos de la cláusula de conciencia

Respecto a la determinación de los titulares de la cláusula de con-
ciencia, las tres leyes estatales existentes en México establecen una 
asignación específica: periodistas y colaboradores de periodista; 
y apuntan, además, lo que se entiende por estas dos categorías.76

Empero, cabe realizar algunas precisiones con la idea de poder 
incluir otras categorías en la regulación de la cláusula de con-
ciencia. Así como propuse una definición de periodista que no 
limitara indebidamente a determinados sujetos, por ejemplo los 
comunicadores indígenas, en mi opinión, también es necesario 
adaptar y proponer supuestos o modalidades de la cláusula de 
conciencia a las particularidades de los medios de comunicación 

76 En este sentido lo establece Chiapas en la Ley de Derechos para el Ejerci-
cio del Periodismo, artículo 9o.; Colima en la Ley para la Protección Integral del 
Ejercicio Periodístico, artículo 10; Hidalgo en la Ley de Protección a Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y de Salvaguarda de los Derechos para el 
Ejercicio del Periodismo, artículo 12.1. 

De igual manera, lo disponen Michoacán en la iniciativa de Ley de Protec-
ción Integral para Proteger el Periodismo, artículo 11.1; Puebla en la iniciativa 
de Ley de Protección Social y Legal para Periodistas, del 1 de julio de 2010, en 
el artículo 10, no prevé expresamente la cláusula de conciencia; sin embargo, 
incluye un supuesto, al señalar que los periodistas y colaboradores de periodistas 
pueden negarse a participar en la elaboración de informaciones cuando atenten 
contra los principios éticos de la comunicación; Aguascalientes, en la iniciativa 
de Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículo 9. 
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indígena. Aún más, porque el hecho de vivir en comunidad y de 
que los medios de comunicación nazcan desde y para la comuni-
dad no excluye que pueda darse la lesión de convicciones éticas 
de los y las comunicadoras por sus autoridades internas. Abordaré 
este tema en el siguiente apartado. 

3. Objeto de la cláusula de conciencia

La legislación estatal establece como objeto de la cláusula de con-
ciencia garantizar la independencia del desempeño de la función 
profesional,77 cuyo objetivo es contribuir a que el derecho a co-
municar información sea real y efectivo, para así hacer posible el 
derecho a recibir información veraz y plural, en tanto condición 
de la formación libre de la opinión pública u opiniones públicas.

El criterio de legitimación para la invocación de la cláusula de 
conciencia es la afectación, la limitación o el condicionamien-
to del ejercicio de la libertad de información del recurrente —
profesional de la comunicación—, producido por el cambio de 
la orientación ideológica de la empresa de comunicación o por 
presiones para informar en un determinado sentido diferente a 
la línea informativa hasta el momento seguida. Esto impide con-
figurar la cláusula de conciencia como una “mera facultad resolu-
tiva del contrato ante discrepancias con la orientación informa-
tiva del medio cuando no afecta [el] ejercicio [de la libertad de 
información]”.78 

Con este motivo, examinaré si los supuestos previstos en la 
normativa mexicana van en la línea de asegurar que los titulares 
del derecho sigan comunicando información en el medio de co-
municación de acuerdo a sus principios éticos. 

77 Chiapas, Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículo 9o.; 
Colima, Ley para la Protección Integral del Ejercicio Periodístico, artículo 11; 
Quintana Roo, en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas —que fue abrogada el 2 de febrero de 2017—, artículo 
14; Aguascalientes, en la iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 9 de mayo de 2013, artículo 9o.   

78 STCE. 199/1999, del 8 de noviembre, F.J. 5.
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4. Modalidades de la cláusula de conciencia

No hay duda de que es importante la existencia de legislaciones so-
bre la cláusula de conciencia en el ámbito federal y estatal para 
garantizar que los y las comunicadoras puedan ejercer las liber-
tades informativas con independencia. Lamentable, en México, 
la respuesta del Legislativo es casi nula, sólo tres entidades 
federativas y Notimex lo regulan; de ellas reproducen los su-
puestos contenidos en la Ley Orgánica de la cláusula de con-
ciencia española 2/1997 (LOCC 2/1997),79 en virtud de la cual 
sus titulares tienen derecho a solicitar la rescisión de su relación 
jurídica con la empresa de comunicación en que trabajen: 

Cuando en el medio de comunicación con el que estén vinculados 
se produzca un cambio sustancial80 de orientación informativa81 o 
línea ideológica; 

Cuando la empresa los traslade a otro medio del mismo grupo 
que por su género o línea suponga una ruptura patente con la orien-
tación profesional del informador —artículo 2.1 a) y b) LOCC—. 

79  Chiapas, en la Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículo 
10; Colima, en la Ley para la Protección Integral del Ejercicio Periodístico, 
artículo 11.

80  Para Carrillo esto “significa sobre todo que ha de ser objetivo y reiterado; 
es decir que el cambio en la orientación informativa ha de ser evaluada como 
evidente e indubitada no sólo por quién invoque en beneficio propio el derecho 
a la cláusula de conciencia, sino por el conjunto mayoritario de la redacción del 
medio de comunicación”, Marc Carrillo, “La Ley Orgánica de la cláusula de 
Conciencia de los periodistas: una garantía atenuada”, p. 189. De modo com-
plementario a la anterior concepción, Frígola señala que el cambio sustancial 
“implica una modificación operada en las condiciones de trabajo de tal entidad 
que genere una transformación en la actividad, que desdibuje los rasgos y con-
tornos de la misma”, J. Frígola Vallina y J. F. Escudero Moratalla, “La cláusula 
de conciencia de los profesionales de la información. Ley Orgánica 2/1997, de 
19 de junio”, en Honor, secreto profesional y cláusula de conciencia en los medios de 
comunicación. Límites y aspectos jurídicos y penales, Ediciones Revista General de 
Derecho, Valencia, 1998, p. 130.

81  Carrillo considera que se refiere a la política editorial del medio de co-
municación, M. Carrillo, op. cit., p. 189.
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En ambos supuestos, los efectos de la invocación de la cláusula 
por parte del titular se traducen en el derecho de éste a despedirse 
del medio de comunicación con una indemnización, siempre y 
cuando se viesen vulneradas sus convicciones éticas por motivo 
de un cambio de orientación informativa o línea ideológica de 
la empresa de comunicación, la cual afecte su libertad de comu-
nicar información. Pero en ningún momento se traduce en una 
protección del derecho a comunicar información del profesional 
de la comunicación, que es lo que podría conducir a la existen-
cia de un pluralismo interno en el medio de comunicación, por-
que para ello se requeriría que el periodista tuviera el “derecho a 
quedarse”82 en dicho medio.83

Así, los efectos de la invocación de ambas modalidades cho-
can frontalmente con el objeto del derecho a la cláusula de con-
ciencia, pues los efectos se reducen a un “derecho a exigir una 
indemnización por callarse”;84 ello lleva a eliminar una fuente de 
información y un factor de la diversidad de opiniones en los me-
dios de comunicación, vulnerándose el pluralismo informativo 
interno, el derecho a comunicar información del profesional de la 
comunicación y el derecho a recibir información. De este modo, 
difícilmente podemos afirmar que estas modalidades de cláusula 
de conciencia constituyan verdaderos instrumentos tendentes al 
mantenimiento del derecho a comunicar información del perio-
dista en la empresa de comunicación, subsistiendo así el proble-
ma de la garantía de la posición de los profesionales en el seno del 
medio de comunicación.

Además, sin aportar nada nuevo, las dos modalidades indican 
que, en el caso de que la cláusula de conciencia no existiera, el 
profesional de la información ya goza de opciones parecidas. Si 
el empresario lo despidiese por informar de acuerdo con su con-

82 Marc Carrillo, op. cit., p. 183.
83  Esto puede lograrse con la calificación de nulidad de un despido con 

base en la vulneración del artículo 6o. de la cpeum, cuando ante la imposición 
de una determinada línea editorial por parte de la empresa de comunicación 
contraria a las convicciones morales del profesional de la información, éste op-
tase por seguir informando conforme a su conciencia y por ello fuera despedido.

84 Tomás Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, “La cláusula de concien-
cia: un godot constitucional”, Revista Española de Derecho Constitucional, p. 62.
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ciencia, éste podría impugnar el despido como nulo, por vulnerar 
el artículo 20.1. d), CE, en el caso de España y el artículo 6o. 
de la cpeum.85 Tratándose del caso español, si el periodista sigue 
informado de acuerdo a su conciencia y el empresario no publica 
sus informaciones, entonces el periodista podría dimitir con justa 
causa, amparándose en el art. 50.1.a) y 56.1.a) del Estatuto de los 
Trabajadores, obteniendo una indemnización de 45 días de sala-
rio por año trabajado con un máximo de 42 mensualidades,86 o 
bien de 33 días de salario por año trabajado, con un máximo de 
24 mensualidades, si tiene un contrato para el fomento de la con-
tratación indefinida.87 En el caso de México, el periodista podría 
dimitir de igual manera según la Ley Federal del Trabajo, art. 48, 
cuya consecuencia final es la indemnización, que coincide con lo 
previsto en la Ley Orgánica de la cláusula de conciencia española 
y las dos leyes estatales mexicanas.

Por lo tanto, quizá la solución podría ser contemplar, como 
señala Carrillo, la modalidad de cláusula que prevé la legislación 
austriaca del 12 de junio de 1981, donde se contempla el dere-
cho a quedarse en el medio en condiciones coherentes con sus 
principios deontológicos.88 Dicha cláusula “permite al periodista 
oponerla a una decisión de la empresa editora del medio, que 
modifique las condiciones de trabajo ocasionando un perjuicio 

85 Porque aun cuando los órganos de dirección de la empresa de comu-
nicación privada puedan dirigir la búsqueda o la selección de la información, 
Tomás Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, op. cit., p. 83, el profesional de 
la información nunca podrá perder frente a la empresa de comunicación ni sus 
valores éticos ni su libertad de comunicar información veraz. De modo que na-
die puede pretender que al “amparo de una determinada orientación ideológica 
de un órgano informativo, pueda prevalecer el derecho de la empresa a dar una 
información parcial, incompleta y sectaria frente al derecho del periodista a dar 
una información completa y objetiva”, p. 135.

86  Supuesto previsto por el Estatuto de los Trabajadores aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1995, del 24 de marzo.

87  Este contrato fue creado por la Ley 63/1997 y ampliado por Real Decre-
to Ley 5/2001.

88 Marc Carrillo, “Expresión e información: dos derechos entre la sociedad 
y el Estado”, Revista Catalana de Derecho Público, p. 193. Abordado también en 
su artículo “La Ley Orgánica de la cláusula de conciencia de los periodistas”,  
p. 183.
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objetivo y grave para su integridad profesional”.89 También, esta 
regulación sería mucho más coherente con la justificación del re-
conocimiento de la cláusula de conciencia situada en su papel 
como instrumento garante del pluralismo informativo.90

En México, al igual que en la ley austriaca, concretamente en el 
estado de Hidalgo, se establece entre sus supuestos: ejercer accio-
nes legales cuando el medio de comunicación cambie de orientación 
ideológica o “a permanecer en él cuando se niegue a participar en 
informaciones contrarias a los principios éticos”, con pleno res-
peto al ejercicio de este derecho.91 Este supuesto va en la línea del 
objeto de la cláusula de conciencia y del aseguramiento del plura-
lismo informativo interno, a consecuencia de que el titular tiene 
la posibilidad de seguir informando de acuerdo a sus principios 
éticos y, con ello, asegura que exista una pluralidad de opiniones 
en el medio de comunicación.

De igual modo, la LO 2/2007 española y las legislaciones es-
tatales de Chiapas,92 Colima93 y Aguascalientes94 —en una inicia-
tiva—, no sólo se reducen a los dos supuestos mencionados, sino 
que también disponen que los titulares del derecho a la cláusula 
de conciencia podrán negarse, motivadamente, a participar en 
la elaboración de informaciones contrarias a los principios éti-
cos de la comunicación, sin que ello pueda suponer sanción o 
perjuicio.95 Este supuesto se traduce en una garantía para elevar 

89 Marc Carrillo, op. cit, p. 182.
90  STCE 199/1999, del 8 de noviembre, F.J. 3.
91 Hidalgo, en la Ley de Protección a Personas Defensoras de Derechos 

Humanos y de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio Periodístico, artí-
culo 12.1. También, en Michoacán, en la iniciativa de Ley Protección Integral 
para Proteger el Periodismo, de 16 de junio de 2017, artículo 11, se prevé este 
supuesto.  

92  Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo, en el artículo 11.
93  Ley para la Protección Integral del Ejercicio Periodístico, artículo 12.
94  Iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo en el Es-

tado de Aguascalientes, del 9 de mayo de 2013, artículo 11.
95  El Estatuto de Radio Televisión Valenciana (1996) va más allá  de lo es-

tablecido en la LO 2/1997, al configurar este precepto como una expresión más 
de la cláusula de conciencia; así, entiende por ésta “la facultad que tiene cada 
miembro de la redacción para negarse a hacer determinado trabajo que le sea 
encomendado, cuando considere que vulnera los principios del ordenamiento 
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la calidad de la información difundida, porque el profesional de 
la información puede poner en marcha sus propias convicciones 
morales, no las del medio de comunicación. 

Con todo, téngase presente que, aun cuando el supuesto pre-
cedente de cláusula de conciencia no forma parte, stricto sensu, de 
las modalidades de la misma, otorga al profesional de la informa-
ción el “derecho a no hacer” un determinado trabajo que violente 
sus principios éticos, sin originar el “incumplimiento por el pro-
fesional de sus obligaciones normales”.96 

Así, este precepto, como ha puesto de relieve Carrillo, cons-
tituye “una garantía para el ejercicio del derecho a comunicar 
información en la medida que permite establecer límites a formas 
espurias de elaboración del producto”, al mismo tiempo que “co-
adyuva a que las decisiones profesionales sobre contenidos infor-
mativos respondan más a la lógica de la razón colectiva (codeci-
sión) que a la simple decisión jerárquica”.97

Parece claro que este último supuesto de las legislaciones esta-
tales de Chiapas y Colima puede jugar un papel clave en el for-
talecimiento del mandato constitucional de la veracidad, desde 
el momento en que los profesionales de la información pueden 
negarse a elaborar noticias que no constituyen más que medias 
verdades o incluso información falsa, cuyo objeto podría ser la 
protección de intereses económicos, políticos, etcétera, y no el 

constitucional o la Ley de creación de RTVV o violente su conciencia” (art. 
5o.), y donde su invocación no será motivo de traslado o sanción (art. 7o.). 
La inclusión de esta modalidad de cláusula otorga una mayor protección a la 
actividad periodística, lo que incide en la independencia del profesional de la 
comunicación y en la posibilidad de que la información transmitida no respon-
da tanto a criterios mercantilistas, sino a criterios de mayor calidad, además del 
mantenimiento del pluralismo informativo, desde el momento en que esta mo-
dalidad permite al periodista quedarse en el medio y continuar con su trabajo. 
De ahí que sea conveniente que este precepto de la LO 2/1997 pase a ser una 
modalidad más de la cláusula de conciencia.

96  Tomás Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, “La cláusula de conciencia: 
un godot constitucional (II)”, Revista Española de Derecho Constitucional, p. 58.

97  Marc Carrillo, op. cit., p. 191.
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derecho a recibir información verídica y plural, salvaguardándose, 
de este modo, la libertad de comunicar información.98 

De forma complementaria a los supuestos antes mencionados, 
las legislaciones de Hidalgo99 y la iniciativa de ley de Michoa-
cán100 van más allá de lo establecido en la LO 2/1997 de la cláu-
sula de conciencia española, al establecer el derecho del titular de 
la cláusula de conciencia a no firmar un texto del cual es autor(a), 
pero que haya sido modificado por la jefatura, bien a través 
de introducir ideas nuevas o suprimir algún concepto original de 
forma deliberada.101 

Se puede decir así que los dos últimos supuestos expuestos re-
fuerzan la idea de la autonomía del profesional de la información 
en la empresa informativa, además de incidir en la calidad de la 
información. 

A diferencia de España, cuya solución legislativa fue bastan-
te limitada, en la que se inclinó más la balanza hacia los dere-
chos de la propiedad y de la empresa que a los derechos de los 
profesionales de la información, sin lograrse un equilibrio entre 
ellos. Igualmente, sólo consideró la indemnización y dejó fuera 
la posibilidad del profesional de la información de quedarse en 
el medio de comunicación con el respeto a sus principios éticos, 
aspecto que sí se consideró en la legislación de la entidad federati-

98  Pues como apunta Quadra-Salcedo, el núcleo irreductible de la libertad 
de comunicar información tiene que ver con la veracidad de la información 
(Tomás Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, “La cláusula de conciencia: un 
godot constitucional”, p. 53).

99 Ley de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y de 
Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del Periodista, artículo 12.3.

100  Iniciativa de Ley de Protección Integral para Proteger el Periodismo, de 
16 de junio de 2017, artículo 11.

101 Desde esta perspectiva, este supuesto está previsto en el Estatuto de Re-
dacción de Radio Televisión Valenciana, dispone así que “nadie estará obligado 
a firmar aquellos trabajos que hayan registrado alteraciones de fondo que no 
sean resultado de un acuerdo previo” (artículo 8o.). Esta disposición también 
encuentra cobertura en la Ley de Propiedad Intelectual (BOE de 22 del abril 
de 1996), que atribuye “al autor del trabajo informativo el ejercicio exclusivo 
de los derechos de explotación de su obra en cualquier forma —derechos de 
reproducción, distribución, comunicación pública y transformación— que no 
podrán ser realizados sin su autorización, salvo en los casos previstos en la ley”, 
J. Frígola Vallina y J. F. Escudero Moratalla, op. cit., pp. 134-135.
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va de Hidalgo; además de la posibilidad de invocar la cláusula de 
conciencia cuando esté en riesgo la integridad física o moral en 
el ejercicio de la profesión.102 Incluso, en lugar de prever los dos 
supuestos previstos en el artículo 2o. de la LO 2/1997 española, 
sólo dispone que los titulares de la cláusula de conciencia podrán 
ejercer acciones legales cuando el medio de comunicación cambie 
de orientación ideológica.

Todo indica que queda mucho por hacer para disfrutar de un 
marco legislativo suficiente en materia del derecho a la cláusula 
de conciencia a nivel federal y en la mayoría de las entidades fede-
rativas. Aun así, las regulaciones existentes en Hidalgo, Chiapas 
y Colima son un buen punto de partida, y a las que habría que 
incorporar que la cláusula de conciencia proceda además frente 
a presiones al o la comunicadora para que informe en un sentido 
diverso a la línea informativa hasta el momento seguida y que 
vulnere sus principios éticos. Antes de concluir, es importante 
realizar algunas precisiones sobre cómo podría operar la cláusula 
de conciencia en los medios de comunicación indígenas. 

5. La cláusula de conciencia en los medios de comunicación indígenas

Si la idea de la cláusula de conciencia ha sido diseñada para que 
los y las comunicadoras tengan derecho a solicitar la rescisión de 
su relación jurídica con la empresa de comunicación en que tra-
bajen, frente a una limitación o el condicionamiento de su ejerci-
cio de la libertad de información, producido por el cambio de la 
orientación ideológica de la empresa de comunicación, considero 
necesario reflexionar sobre las particularidades de los medios in-
dígenas, los cuales tienen condiciones distintas, sin que ello im-
plique no asegurar el derecho.

Entre las particularidades cabe destacar que: 1) el medio de co-
municación es administrado por la comunidad; 2) los y las comu-
nicadoras no reciben una remuneración económica y su actividad 
responde a una colaboración y contribución para su comunidad; 

102  En la Ley de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículo 12.3.
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3) los sujetos activos que pueden vulnerar la conciencia de los co-
municadores son las autoridades municipales (presidente munici-
pal y cualquier autoridad del cabildo), como parte del órgano de 
gobierno del Estado mexicano; 4) dada la forma de organización 
de la comunidad, la afectación de la ética del o la comunicadora 
se traduce en la afectación de la ética de la comunidad.

Así, de conformidad al artículo 2o., apartado A, de la cpeum se 
reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la auto-
nomía para decidir sus formas internas de convivencia y organi-
zación social, económica, política y cultural (fracción i). En estas 
formas internas de organización cultural se ubica la organización 
de sus propios medios de comunicación; de ahí que ellos pueden 
establecer bajo sus sistemas normativos internos la regulación y 
solución de sus conflictos de cláusula de conciencia (fracción ii).

En este tenor, el objeto de la cláusula de conciencia es garan-
tizar la independencia y la ética delo la comunicadora indígena 
y de la comunidad, frente al cambio de la orientación ideológica 
del medio de comunicación o por las presiones alo la comunica-
dora para que informe en un sentido diverso a la línea informa-
tiva hasta el momento seguida, que vulnere sus principios éticos, 
por el presidente municipal o cualquier autoridad del cabildo.

Así, en virtud de la cláusula de conciencia los y las comuni-
cadoras indígenas tienen derecho a negarse a participar en infor-
maciones contrarias a los principios éticos y a permanecer en el 
medio de comunicación, cuando: 

En el medio de comunicación con el que estén vinculados se pro-
duzca un cambio sustancial de orientación informativa o línea ideo-
lógica;

Esté en riesgo la integridad física o moral en el ejercicio del de-
recho a comunicar información; o bien,

Un texto del que es autor(a) haya sido modificado por las auto-
ridades de la comunidad, bien a través de introducir ideas nuevas, 
o suprimir algún concepto original de forma deliberada. Derecho 
que también implica el derecho a no firmarlo.
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Ahora bien, la restitución del derecho a la cláusula de conciencia 
se presentaría ante la defensoría de las audiencias que estaría con-
formada por tres defensores o defensoras elegidas por la Asamblea 
de la Comunidad.

Junto con el derecho a la cláusula de conciencia, está el secreto 
profesional informativo como derechos de los y las comunicadoras 
para asegurar el derecho a comunicar y recibir información veraz 
y plural.

III. Secreto profesional informativo 

En las exposiciones de motivos de algunas leyes específicas que 
regulan el secreto profesional informativo, se destaca que éstas 
surgen con el propósito de inhibir a cualquier autoridad que pre-
tenda intimidar a un periodista para que revele la identidad de 
su o sus fuentes de información,103 y con el fundamento de ase-
gurar el flujo informativo, mediante el ejercicio libre del derecho 
a comunicar información que da existencia al derecho a recibir 
información,104 lo que lleva a vincular el secreto profesional con 
el derecho a la información; en este sentido lo declara la scjn.

1. Breves consideraciones sobre el secreto profesional informativo en el 
marco normativo interno

Pese a que en la cpeum no se establece expresamente el secreto 
profesional informativo, coincido con la declaración de la scjn 
en que:

los derechos fundamentales de libertad de expresión y a la infor-
mación establecidos en los artículos 6o. y 7o. constitucionales res-
guardan o protegen, entre otros aspectos, el secreto profesional de los 

103 Véase la exposición de motivos de la Ley del Secreto Profesional del Pe-
riodista del Estado de Guanajuato, del 21 de noviembre de 2014.

104 Véase exposición de motivos de la Ley de Protección a Personas Defen-
soras de Derechos Humanos y Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 27 de agosto de 2012.
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periodistas y, por ende, la reserva de sus fuentes de información, ya 
que, reconociendo las dimensiones individuales y colectivas de las 
libertades de expresión, imprenta e información, el ejercicio efecti-
vo de tales libertades requiere o exige la existencia de condiciones 
que lo favorezcan, lo que incluye que los periodistas, en ejercicio de 
tales derechos fundamentales o libertades públicas, no se vean com-
pelidos u obligados a revelar sus fuentes de información.105

Se puede decir así que el derecho al secreto profesional es un ins-
trumento que se desprende de la facultad de transmitir o difundir 
información de los sujetos jurídicos del derecho fundamental a 
la información, porque muchas fuentes no revelarían la informa-
ción sin la promesa del anonimato de su identidad, lo cual tam-
bién reduciría el espacio comunicativo y vulneraría el derecho a 
recibir información.

A más de 100 años desde la promulgación de la cpeum sigue 
sin existir una regulación específica en la mayoría de las entidades 
federativas, salvo en 10: Chiapas, Colima, Durango, Guanajuato, 
Hidalgo, Ciudad de México, Querétaro, Quintana Roo, San Luis 
Potosí y Sonora. Y en cinco entidades existen iniciativas: Aguas-
calientes, Baja California Sur, Puebla, Michoacán y Sinaloa.106

A nivel constitucional son seis las entidades federativas que es-
tablecen el secreto profesional informativo, la Ciudad de México 
en su artículo 7o., apartado C, numeral 2; Chiapas en el artículo 
5o., fracción xi; Chihuahua, en el artículo 4o.; Hidalgo en su ar-
tículo 4o., Morelos en su artículo 2o. y Tamaulipas en su artículo 
17 constitucional.

Igualmente, el Código Federal de Procedimientos Penales 
(cfpp), en la reforma del 6 de junio de 2006, en su artículo 243, 
fracción iii, disponía que no estaban obligados a declarar sobre la 
información que reciban, conozcan o tengan en su poder

105 scjn, 24 de marzo de 2011, “Acción de inconstitucionalidad 66/2009”, 
p. 50 [en línea]. 

106 Cabe aclarar que hay entidades federativas que, aun cuando tienen ini-
ciativas específicas, no pude acceder a las mismas por no estar digitalizadas; este 
es el caso de Baja California, Campeche, Chihuahua, Estado de México, Nuevo 
León, Yucatán y Zacatecas. De ahí que esta afirmación hay que tomarla con sus 
respectivas reservas. 
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los periodistas respecto de los nombres o las grabaciones, registros 
telefónicos, apuntes, archivos documentales y digitales y todo aque-
llo que de manera directa o indirecta pudiera llevar a la identifica-
ción de las personas que, con motivo del ejercicio de su actividad, 
les proporcionen como información de carácter reservada, en la 
cual sustenten cualquier publicación o comunicado. 

Esta reforma se promulgó en el Diario Oficial de la Federación el 
6 de junio de 2006 y estuvo vigente hasta la entrada en vigor, el 29 
de abril de 2016, para unos estados, y 14 de junio para el resto de 
las entidades federativas, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (cnpp). 

La adición del 6 de junio de 2006 al cfpp fue un avance signi-
ficativo en el aseguramiento de los derechos de los profesionales 
de la información, al establecer la parte sustantiva del derecho al 
secreto profesional informativo y, por tanto, de las libertades de 
expresión y de información. Esto es así en tanto que también se 
establecen sanciones a que se harán acreedoras las autoridades que 
violen esta disposición, concretamente en las fracciones xiv del 
artículo 215 —sigue vigente— y xxix del artículo 225 —fue de-
rogado el 23 de enero de 2009— del Código Penal Federal (cpf ). 

Ahora bien, aun cuando existe un mecanismo para aplicar la 
sanción a los servidores públicos que cometen el delito de abuso 
de autoridad cuando vulneren el secreto profesional informativo, 
con la aprobación del cnpp en 2016, los periodistas ahora tienen 
que defender los alcances del contenido del secreto profesional 
informativo, excepto en las entidades federativas que tengan re-
gulado de forma específica el secreto profesional informativo.

Desde luego, no hay duda de que se dio una regresión con la 
aprobación del cnpp, al eliminar la parte sustantiva del derecho 
del secreto profesional informativo y prever en el artículo 362, de 
forma general, el deber de guardar secreto:

Es inadmisible el testimonio de personas que, respecto del objeto de su 
declaración, tengan el deber de guardar secreto con motivo del conoci-
miento que tengan de los hechos en razón del oficio o profesión, tales 
como ministros religiosos, abogados, visitadores de derechos hu-
manos, médicos, psicólogos, farmacéuticos y enfermeros, así como 
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los funcionarios públicos sobre información que no es susceptible 
de divulgación según las leyes de la materia. No obstante, estas per-
sonas no podrán negar su testimonio cuando sean liberadas por el 
interesado del deber de guardar secreto. 

En caso de ser citadas, deberán comparecer y explicar el motivo del 
cual surge la obligación de guardar secreto y de abstenerse de declarar. 

Si bien es cierto que la regulación del secreto profesional, en el ar-
tículo 362 del cnpp, no se traduce en una falta de su protección, 
a mi juicio, la falta de especificación de su contenido del secreto 
profesional informativo implica que el periodista tenga que de-
fender sus alcances, más que ampliar su protección. La misma 
situación se replica en diversas entidades federativas, por ejemplo, 
en Baja California —art. 293, fracción x de su Código Penal—; 
Chiapas —art. 422, fracción xi de su Código Penal—; Oaxaca —
art. 208, fracción xlii y art. 210 de su Código Penal— y Tabasco 
—art. 236, fracción xii de su Código Penal—.

Por su parte, en el Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos (sidh), la rele, en la Declaración de Principios de Liber-
tad de Expresión, principio 8, declara que el secreto profesional 
informativo es un derecho del comunicador a no revelar sus fuen-
tes de información, apuntes y archivos personales,107 que ha reci-
bido en confianza o como labor de investigación.108 

En consecuencia, en el sistema normativo interno son pocas las 
respuestas que prevé la legislación específica sobre el secreto pro-
fesional informativo; son sólo 10 entidades federativas. Además, 
sólo seis lo regulan a nivel constitucional y, en materia penal, se 
da una regresión con la aprobación del cnpp. Por tanto, son mu-
chos los retos que hay esta materia. 

Situados en estos términos, resulta urgente una respuesta del 
legislador a nivel constitucional a nivel federal y estatal, y a ni-
vel normativo específico del secreto profesional informativo que 
garantice las facultades de investigar, transmitir y recibir infor-

107 cidh, “Declaración de Principios de Libertad de Expresión. Washington, 
D.C., octubre, 2000” [en línea]. 

108 cidh, “Razones e interpretación de la Declaración de Principios, párr. 
36, Washington, D.C., octubre, 2000” [en línea]. 

DERECHO libertad expresion •.indd   50 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



51

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

mación de los sujetos jurídicos del derecho a la información y el 
proceso comunicativo en México.

Realizadas las observaciones anteriores, procede, por tanto, 
abordar la definición del secreto profesional informativo, aspecto 
en el que no hay grandes cuestionamientos. Situación diferente se 
constató en el sujeto, el objeto y contenido del secreto profesional 
informativo; estos rubros los expondré de acuerdo con los marcos 
normativos de 10 entidades federativas que disponen de una ley 
específica y cinco iniciativas.

2. Definición

En la doctrina científica se define el secreto profesional “como el 
derecho del periodista a negarse a revelar la identidad del autor 
de la información a su empleador. A terceros o a las autoridades 
públicas o judiciales”.109.

De esta definición se desprenden dos elementos del secreto 
profesional: el objeto, que es el derecho a no revelar la identidad 
de sus fuentes, y su contenido, es decir, las facultades que tiene 
el periodista frente a su empleador, terceros y autoridades públi-
cas y judiciales. Es importante añadir que sin los dos elementos 
mencionados, no es posible el desarrollo de la labor periodística. 

El secreto profesional informativo es el derecho del periodista 
a negarse a revelar la identidad del autor de la información a su 
empleador, a terceros y a las autoridades públicas o judiciales, sin 
el cual no es posible el desarrollo de la labor periodista. Con esta 
última adición dejo claro que, sin la garantía del anonimato de 
las fuentes de información, éstas no revelarían la información, 
reduciéndose el proceso comunicativo.

3. Sujetos y objeto del secreto profesional informativo

En la determinación de los titulares del derecho al secreto profe-
sional informativo es importante revisar el epígrafe 3.1, en tanto 

109 Ignacio Bel Mallen, “El secreto profesional periodístico”, p. 226.
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que las definiciones ahí analizadas determinan quién o quiénes 
son los titulares del secreto profesional informativo.

Hasta el momento, de la respuesta a nivel federal y estatal, he 
podido concluir que hay legislaciones que prevén tres titulares 
del secreto profesional informativo: periodistas, colaboradores de 
periodista y las personas que por razones de relación profesional 
con el periodista o colaborador tengan acceso a la fuente de in-
formación. Entre estas legislaciones cabe señalar: Aguascalientes 
—artículos 5o. y 7o. de la iniciativa de Ley de Derechos para el 
Ejercicio del Periodismo, del 9 de mayo de 2013—; Baja Califor-
nia Sur —artículos 7o. y 9o. de la iniciativa de Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, 
del 13 de mayo de 2017—; Chiapas —artículos 5o. y 6o. de 
la Ley de Ejercicio del Periodismo—; Colima —artículo 16 de la 
Ley para la Protección Integral del Ejercicio Periodístico—; Gua-
najuato —artículo 4o. de la Ley del Secreto Profesional del Perio-
dista—; Hidalgo —artículos 8o. y 10 de la Ley de Protección a 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y de Salvaguarda de 
los Derechos para el Ejercicio Periodístico—; Ciudad de México 
—artículos 3o. y 5o. de la Ley del Secreto Profesional del Perio-
dista del Distrito Federal—; Querétaro —artículo 3o. de la Ley 
del Secreto Profesional Periodístico—; Quintana Roo —artículos 
7o. y 9o. de la Ley para la Protección de Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas—; San Luis Potosí —artículos 
12 y 14 de la Ley de Protección del Ejercicio del Periodismo—; 
Sonora —artículos 3o. y 5o. de la Ley número 158, que establece 
el Secreto Profesional Periodístico—. 

Por su parte, Quintana Roo, San Luis Potosí y Sonora sólo es-
tablecen dos titulares, al no incluir al colaborador del periodista. 
De manera similar, Puebla —artículos 6o. y 9o. de la iniciativa 
de Ley para la Protección Social y Legal de los Periodistas—, Mi-
choacán —artículos 7o. y 8o. de la iniciativa de Ley de Protección 
Integral para Proteger el Periodismo— y Sinaloa —artículos de 
la iniciativa de Ley de Periodismo de Alto Riesgo— prevén dos 
titulares en sus respectivas iniciativas.

En lo particular, considero importante establecer una amplia 
titularidad del derecho del secreto profesional informativo, en 
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tanto tiene una estrecha relación con su objeto. Así, la doctrina 
científica destaca que el objeto del secreto profesional informa-
tivo es “su fuente de información; no sólo las fuentes últimas 
u originales, sino toda la cadena hasta el informador: autor de 
la información, remitente y custodio de la misma”.110 Sin em-
bargo, Soria Saiz considera que el objeto del secreto profesional 
“no sólo hará referencia a las fuentes de los informadores, sino 
también a los documentos, fotos, películas, tomas, grabaciones, 
etc., obtenidos o empleados a lo largo de la información y a las 
circunstancias —personas, lugares y tiempos— que concurrieron 
en su elaboración”.111 En mi opinión, ambas posturas son com-
plementarias; es decir, se debe proteger el anonimato de la fuente 
de información y aquellas personas que tengan contacto con ella 
o todo aquello de lo que se desprenda la identidad de la fuente 
de información. Esto último me lleva a plantear el contenido del 
derecho al secreto profesional. 

4. Contenido del secreto profesional informativo 

Son diversos los contenidos del derecho al secreto profesional in-
formativo establecidos en las leyes estatales —a nivel federal o na-
cional esto es inexistente—; empero, en la mayoría se prevé una 
amplia protección, reconociéndose las siguientes facultades de los 
titulares de este derecho:

a)  Facultad absoluta para reservarse la revelación de fuentes cuan-
do sea citado(a) como testigo en procesos jurisdiccionales del orden 
penal, civil, administrativo, con el propósito de revelar sus fuentes 
de información o ampliar la información consignada en la nota, 
artículo, crónica o reportaje periodístico.112

110 Alfonso Fernández Miranda Campoamor, Secreto profesional de los infor-
madores; Ignacio Bel Mallen, “Derecho de la información y derecho a la infor-
mación”, op. cit., p. 229. 

111 Idem.
112 Aguascalientes, iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del Pe-

riodismo en el Estado de Aguascalientes, del 9 de mayo de 2013, artículo 6o.; 
Baja California Sur, en la iniciativa de Ley para la Protección de Personas De-
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b)  No pueden ser requeridos por autoridades judiciales o admi-
nistrativas para informar sobre los datos y hechos de contexto que 
por cualquier razón no hayan sido publicados o difundidos; pero 
sean parte de la investigación periodística.113

c)  No pueden ser objeto de inspección ni aseguramiento por au-
toridades administrativas o jurisdiccionales de competencia estatal, 
los datos personales relacionados con el quehacer periodístico, con 
el propósito de obtener la identificación de la fuente o fuentes de 
información.114 

fensoras de Derechos Humanos y Periodistas, del 13 de mayo de 2017, artículo 
8o.; Chiapas en la Ley de Derechos para el Ejercicio Periodístico, artículo 6o.; 
Colima, en la Ley para la Protección Integral del Ejercicio Periodístico, artículo 
7o.; Guanajuato, en la Ley del Secreto Profesional del Periodista, artículo 4o.; 
Hidalgo, en la Ley de Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del Periodismo, artículo 11; 
Michoacán, en la iniciativa de Ley de Protección Integral para Proteger el Perio-
dismo, del 16 de junio de 2017, artículo 7o.; Ciudad de México, en la Ley del 
Secreto Profesional del Periodista en el Distrito Federal, artículo 4o.; Puebla, en 
la iniciativa de Ley de Protección Social y Legal para los Periodistas de junio de 
2010, artículo 8o.; Querétaro, en la Ley que establece el Secreto Profesional Pe-
riodístico, artículo 7o.; Quintana Roo, en la Ley para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, artículo 8o.; San Luis Potosí, 
en la Ley de Protección al Ejercicio del Periodismo, artículo 13; Sonora, en la 
Ley número 158, que establece el Secreto Profesional Periodístico, artículo 4o. 

113 Aguascalientes, en la iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 9 de mayo de 2013, artículo 6o.; Baja California Sur, iniciativa 
de Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas, del 13 de mayo de 2017, artículo 8o.; Chiapas, en la Ley de Derechos 
para el Ejercicio Periodístico, artículo 6o.; Colima, en la Ley para la Protección 
Integral del Ejercicio Periodístico, artículo 7o.; Guanajuato, en la Ley del Secre-
to Profesional del Periodista, artículo 4o.; Ciudad de México, en Ley del Secreto 
Profesional del Periodista en el Distrito Federal, artículo 4o.; Querétaro, en la 
Ley que establece el Secreto Profesional Periodístico, artículo 7o.; Quintana 
Roo, en Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y Periodistas, artículo 8o.; San Luis Potosí, en la Ley de Protección al Ejercicio 
del Periodismo, artículo 13, y Sonora en la Ley número 158, que establece el 
Secreto Profesional Periodístico, artículo 4o.    

114 Aguascalientes, en la iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 9 de mayo de 2013, artículo 6o.; Baja California Sur, en la 
iniciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, del 13 de mayo de 2017, artículo 8o.; Chiapas, en la Ley 
de Derechos para el Ejercicio Periodístico, artículo 6o.; Colima, en Ley para la Pro-
tección Integral del Ejercicio Periodístico, articulo 7o.; Guanajuato, en la Ley 
del Secreto Profesional del Periodista, artículo 4o.; Ciudad de México, en Ley del 

DERECHO libertad expresion •.indd   54 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



55

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

d)  No serán objeto de inspección o aseguramiento por autorida-
des administrativas o jurisdiccionales de competencia estatal, las 
notas de apuntes, equipo de grabación y de cómputo, directorios, 
registros telefónicos, archivos personales y profesionales; soportes 
electrónicos y digitales, que pudieran llevar a la identificación de la 
o las fuentes de información.115

e)  Cuando sean citados a declarar en una investigación prejudi-
cial o procedimiento judicial civil, penal o de cualquier índole, po-
drán invocar el secreto profesional y negarse, en consecuencia, a 
identificar a sus fuentes.116

Secreto Profesional del Periodista en el Distrito Federal, artículo 4o.; de forma 
más escueta Puebla lo dispone en su iniciativa de Ley de Protección Social y 
Legal para los Periodistas, de junio de 2010, artículo 9o.; Querétaro, en la Ley 
que establece el Secreto Profesional Periodístico, artículo 7o.; Quintana Roo, 
en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas, artículo 8o.; San Luis Potosí, en la Ley de Protección al Ejercicio 
del Periodismo, artículo 13, y Sonora en la Ley número 158, que establece el 
Secreto Profesional Periodístico, artículo 4o.    

115 Aguascalientes, en la iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 9 de mayo de 2013, artículo 6o.; Baja California Sur, en la ini-
ciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y Periodistas, del 13 de mayo de 2017, artículo 8o.; Colima, en la Ley para la 
Protección Integral del Ejercicio Periodístico, artículo 7o.; Durango, en la Ley 
Estatal para la Protección de Periodistas y Personas Defensoras de Derechos 
Humanos, artículo 14; Guanajuato, en la Ley del Secreto Profesional del Pe-
riodista, artículo 4o.; Hidalgo, en la Ley de Protección de Personas Defensoras 
de Derechos Humanos y de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, artículo 9o.; Michoacán en su iniciativa de Ley de Protección Inte-
gral para Proteger el Periodismo, del 16 de junio de 2017, artículo 7o.; Ciudad 
de México, en Ley del Secreto Profesional del Periodista en el Distrito Federal, 
artículo 4o.; Querétaro, en la Ley que Establece el Secreto Profesional Perio-
dístico, artículo 7o.; Quintana Roo, en la Ley para la Protección de Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, artículo 8o.; San Luis Potosí, 
en la Ley de Protección al Ejercicio del Periodismo, artículo 13; Sinaloa, en la 
iniciativa de Ley de Periodismo de Alto Riesgo, artículo 15, además incluye que 
no podrán ser decomisados policial y judicialmente; Sonora, en la Ley número 
158, que establece el Secreto Profesional Periodístico, artículo 4o.   

116 Aguascalientes, en la iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del 
Periodismo, del 9 de mayo de 2013, artículo 6o.; Baja California Sur, en la 
iniciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, del 13 de mayo de 2017, artículo 11; Querétaro, en la Ley 
que Establece el Secreto Profesional Periodístico, artículo 7o.; Quintana Roo, 
en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas, artículo 11; San Luis Potosí, en la Ley de Protección al Ejercicio del 
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En cuanto a las cinco facultades que tienen las personas titu-
lares del secreto profesional informativo, Durango es una de las 
entidades que dispone un menor reconocimiento de contenido al 
sólo establecer dos. 

Por su parte, Guanajuato, la Ciudad de México, Quintana Roo 
y Baja California Sur —en su iniciativa— abren la posibilidad 
para que el derecho al secreto profesional pueda ser limitado por 
decisión judicial, de manera excepcional. El problema con esta 
disposición es que la excepcionalidad se puede volver todo, al no 
establecer los criterios que la determinen; ello puede traducirse en 
un amplio margen de discrecionalidad y de vaciar de contenido el 
derecho al secreto profesional informativo.

Tras valorar el marco normativo existente en materia de secreto 
profesional informativo, resulta relevante una respuesta del legis-
lador federal y estatal que establezca una definición de periodista 
que atienda el contexto mexicano; que lo regule en las normas 
específicas; que en el objeto del secreto profesional informativo 
abarque el anonimato de la fuente de información y aquellas per-
sonas que tengan contacto con ella, o todo aquello de lo que se 
desprenda la identidad de la fuente de información; que prevea 
un contenido que determine como mínimo las cinco facultades 
previstas en los párrafos precedentes. Esto implica también que 
la parte sustantiva del secreto profesional informativo en mate-
ria penal tiene que garantizarse, para prevenir que los periodistas 
tengan que defender facultad por facultad para hacer efectiva la 
sanción del delito de abuso de autoridad de los servidores públi-
cos que vulneren el derecho al secreto profesional informativo.

Por último, debo reseñar que la situación se agrava en el caso 
de la cláusula de conciencia, cuyos desafíos para su aseguramiento 
son mayores que los del secreto profesional, puesto que es míni-
ma la respuesta a nivel estatal e inexistente a nivel federal; sólo en 
el caso de Notimex se prevé este derecho para sus trabajadores. 
Al mismo tiempo, no existe una propuesta hasta el momento que 
parta de realidad de los medios indígenas y asegure este derecho.  

Periodismo, artículo 15; Sinaloa, en la iniciativa de Ley de Periodismo de Alto 
Riesgo, artículo 14, y Sonora en la Ley número 158, que establece el Secreto 
Profesional Periodístico, artículo 7o.
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IV. Mecanismos de autorregulación117 y los derechos de 
las audiencias

Adicionalmente a los derechos de cláusula de conciencia y secreto 
profesional de los periodistas, como mecanismos que mantienen 
el derecho a comunicar información de los periodistas dentro de 
la empresa y frente a las autoridades del Estado, están los meca-
nismos de autorregulación y los derechos de las audiencias.

1. Mecanismos de autorregulación y los derechos de las audiencias

Los mecanismos de autorregulación, como apunta Carrillo, son 
elementos adicionales de protección del derecho a comunicar in-
formación en condiciones adecuadas que permitan frenar decisio-
nes del medio de comunicación (o autoridades) que vulneren el 
ejercicio del derecho a comunicar información y el derecho a re-
cibir la información;118 los segundos están contenidos en el marco 
normativo y en los códigos de ética, que requieren una actuación 
bidireccional; es decir, el compromiso, por un lado, de los medios 
de comunicación y los periodistas de cumplir los valores y deberes 
y, por el otro, de las audiencias, adoptando un papel decisivo en 
el cumplimiento de los mismos para construir un nuevo modelo 
comunicativo.

Los instrumentos de autorregulación surgen para reforzar las 
libertades de expresión e información,119 al establecer reglas que 
facilitan la compleja relación entre los y las periodistas y la direc-
ción de las concesiones —comerciales, públicas y de uso social, 

117 En este epígrafe se abordaron aspectos ya publicados en mi libro: Veraci-
dad y pluralismo informativo en el medio televisivo: Una tarea pendiente, Edicio-
nes Universidad de Salamanca, 2003. 

118 Marc Carrillo, “La Ley Orgánica de la Cláusula de Conciencia de los 
periodistas”, p.81.

119 Véase Preámbulo del Código Deontológico de Cataluña, Barcelona, oc-
tubre de 1992.
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comunitario e indígena—, valores que pretenden evitar “desde 
dentro los posibles y fáciles desmanes de la comunicación”.120 

De esta forma, los instrumentos de autorregulación son reglas 
propias de actuación complementarias —nunca antagónicas— 
del ordenamiento jurídico vigente,121 para conseguir los valores 
cuyo objetivo es no sólo reforzar las garantías de los y las perio-
distas para el desarrollo libre de su actividad, sino también evitar 
los excesos de éstos y en el ejercicio de las libertades de expresión 
e información.122 Como se aprecia en esta definición, los valores 
y las reglas no pueden ser contrarios al ordenamiento jurídico vi-
gente, frente a ello surge una interrogante: las reformas a la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión (lftr) en mate-
ria de los derechos audiencias de 31 de octubre de 2017 ¿son o no 
contrarias a la cpeum y los tratados internacionales y, por tanto, a 
los derechos de las audiencias?

Antes de dar respuesta a la pregunta cabe apuntar que, de con-
formidad con el artículo 6o., apartado B, fracción iii de la lftr, 
la radiodifusión es un servicio público de interés general, por lo 
que el Estado garantizará que se preserve la pluralidad y la vera-
cidad de la información. De ahí que todas las concesionarias de 
radiodifusión deben prestar este servicio público, salvaguardando 
el disfrute del derecho a la información mediante el aseguramien-
to del pluralismo informativo y la veracidad de la información. 

Hasta el momento, no se ha incluido la definición del servicio 
público de la radiodifusión en la cpeum, ni en la lftr; sin embar-
go, de acuerdo con los contenidos de nuestro marco normativo, 
podemos apoyarnos en la definición de la Ley 17/2006, de la 
Radio y la Televisión de Titularidad Estatal, que lo define como:

120 Senado, Informe de la Comisión Especial sobre Contenidos Televisivos, 
p.123.  

121 Marc Carrillo, “Expresión e información: Dos derechos entre la sociedad 
y el Estado”, p. 185.  

122 El cumplimiento de este objetivo por parte de los medios de comunica-
ción se traduce en la defensa del público ante posibles abusos de los propietarios 
y periodistas y la mayor calidad de la información, lo que para Bel Mallen viene 
a constituir parte de las funciones de autocontrol (Ignacio Bel Mallen., “El au-
tocontrol de la actividad informativa”, p.300). 
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un servicio esencial para la comunidad y la cohesión de las socie-
dades democráticas que tiene por objeto la producción, edición y 
difusión de un conjunto de canales de radio y televisión con pro-
gramaciones diversas y equilibradas para todo tipo de público, cu-
briendo todos los géneros y destinadas a satisfacer necesidades de 
información, cultura, educación y entretenimiento de la sociedad 
[…] [mexicana]; difundir su identidad y diversidad culturales; im-
pulsar la sociedad de la información; promover el pluralismo, la 
participación y los demás valores constitucionales, garantizando el 
acceso de los grupos sociales y políticos significativos.123 

Ergo, se incluyen las tres funciones que deben cumplir los me-
dios de comunicación como servicio público: informar, formar 
y entretener.

Para el cumplimiento de las funciones, la cpeum y la lftr re-
conocen los derechos de las audiencias, derechos que requieren, 
como mencionamos, una actuación bidireccional, es decir, la res-
ponsabilidad de los medios de comunicación y los periodistas de 
mantener su disfrute y la corresponsabilidad de la sociedad mexi-
cana de exigir su cumplimiento por los medios de comunicación 
y periodistas.

 Aun cuando la responsabilidad de asegurar los derechos de 
las audiencias es de todos los medios de comunicación, coincido 
con Solís en que “son los sostenidos con el presupuesto públi-
co los que deberían estar obligados a asumirlos como parte de 
su convicción y sentido público, quienes deberían [tomar] como 
práctica cotidiana la defensa de los derechos de sus audiencias”.124

Para mantener el disfrute de los derechos de las audiencias es 
importante dar respuesta a las siguientes interrogantes: ¿cuáles son 
los derechos de las audiencias?, ¿cómo exigir su cumplimiento?

Los códigos de ética y las defensorías de las audiencias son los 
mecanismos por excelencia para exigir el cumplimiento de los de-
rechos de las audiencias; no obstante, como la radiodifusión es un 
servicio público, también son perfectamente exigibles vía amparo 
indirecto contra las vulneraciones de los medios de comunicación 

123 Ley 24/2001, del 27 de diciembre, disposición adicional decimosexta. 
124 Beatriz Solís Leree, “Derechos de las audiencias”, El Cotidiano, p.34. 
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comerciales (particulares), como públicos (gubernamentales), de 
conformidad con el artículo 103, fracción i, y 107 de la cpeum, 
porque son una concesión que confiere un nuevo derecho al con-
cesionario, el de “prestar un servicio público atribuido al Estado 
y aprovechar un bien del dominio público —el derecho a usar 
privativamente las ondas electromagnéticas se obtiene en virtud 
de la concesión administrativa—”.125

2. Códigos de ética y derechos de las audiencias

Entre los instrumentos de autorregulación están los códigos de 
ética, que contienen valores y deberes de los directivos de los me-
dios de comunicación y de los periodistas. En este sentido, García 
Maynez señala que la ética “aparece dividida en dos sectores: por 
una parte, el problema del deber, por la otra, el de lo valioso”.126 
En atención a lo cual, “la axiología será, pues, la parte de la ética 
que estudia los valores que son parte de la moral, y la deontología 
es la parte de la ética que estudia los deberes y las normas que son 
parte de la moral”.127.

En el ámbito de los derechos de las audiencias coincido con 
Beatriz Solís en que “los medios masivos deberán asumirse vincu-
lados a los intereses de los sujetos sociales de su comunidad frente 
a diferentes realidades y problemas, mostrando la diversidad y la 
pluralidad de los diferentes sectores”.128

A. A modo de introducción

En México, la obligación de elaborar los códigos de ética por los 
medios de comunicación se desprende del reconocimiento, en el 

125 Jorge Fernández Ruiz, “Régimen jurídico de concesiones de radio y tele-
visión”, p. 31.

126 Eduardo García Maynez, Ética. Ética empírica. Ética de bienes. Ética for-
mal. Ética valorativa, p. 15.  

127  Arturo Berumen Campos y Jacqueline Ortiz Andrade, Curso permanente 
de ética, p.10.

128 Idem.
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artículo 6o., apartado B, fracción vi, de la cpeum, 129 de los dere-
chos de las audiencias y sus mecanismos de protección; así como 
del artículo 256, fracción xi, segundo párrafo, de la lftr —14 de 
julio de 2014—, que establece que los concesionarios de radio-
difusión o de televisión o audio restringidos deberán contar con 
un código de ética.

Si bien es cierto que diversos medios de comunicación, antes 
del 14 de julio de 2014, ya contaban con un código de ética, por 
ejemplo, Canal 22 y Canal 11, hoy no es menor el hecho de la 
existencia de un Registro Público de Concesiones en el portal del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift) que contiene 943 
códigos de ética;130 sin embargo, los alcances son diversos en ra-
zón de las reformas introducidas a la lftr en octubre de 2017. 

En virtud de ello, desde la promulgación de la lftr, el 14 de 
julio de 2014, hasta la fecha, se han suscitado diversas resisten-
cias de algunos grupos multimedia respecto a los alcances de 
los derechos de las audiencias, porque los consideran un logro y un 
desprendimiento del derecho a la información que creen suyo; 
olvidan que con los valores y deberes contenidos en los códigos de 
ética lo único que están haciendo es cumplir con los mandatos 
derivados de la cpeum. En la descripción breve que sigue ex-
pondré algunas de estas resistencias.

Con motivo de las competencias atribuidas en la lftr, el ift 
emitió los Lineamientos Generales Sobre los Derechos de las Au-
diencias, el 29 de noviembre de 2016; su vigencia fue muy corta, 
al presentarse dos controversias constitucionales, la 34/2017 y la 
35/2017, ambas del 31 de enero de 2017. Frente a ello, el pleno 

129  Adición del 11 de junio de 2013.
130 Es necesario destacar que son 943 códigos de ética que corresponden a 

los distintos tipos de concesión de radiodifusión —AM, FM y Tv abierta— y 
televisión o audio restringido —Tv por cable y satélite—, el número de registros 
es el contenido hasta el 21 de agosto de 2018 en el Registro de Concesiones 
del ift. Por ejemplo, de estos 943 códigos de ética son 405 de las concesiones 
para instalar, operar y explotar comercialmente una frecuencia de radiodifusión, 
5 de las concesiones para usar y aprovechar bandas de frecuencias del espec-
tro radioeléctrico para uso social comunitario, 2 de las concesiones para usar 
y aprovechar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico para usos social 
indígena, etcétera.       
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del ift acordó diferir la entrada en vigor de los lineamientos, el 
1 de febrero de 2017, hasta que se resolvieran las controversias. 
Por su parte, la scjn resolvió al respecto la improcedencia de las 
controversias, al quedar abrogados los lineamientos por la refor-
ma de los artículos 15, fracción lix; 216, fracción ii; 256, último 
párrafo, y 259, segundo párrafo, de la lftr, el 31 de octubre de 
2017, que facultaba al ift para emitir los lineamientos, vigilar y 
sancionar en materia de los derechos de las audiencias.

En términos generales, la reforma del 31 de octubre de 2017 
viene a: 1) derogar el derecho de las audiencias, que consiste en la 
obligación de diferenciar entre información y opinión de quien 
la presenta —artículo 256, fracción iii—; 2) diluir la obligación 
de los concesionarios de distinguir entre la publicidad y el conte-
nido de un programa —artículo 256, fracción iv—; 3) debilita al 
ift al: a) suprimir la atribución en la que se establecía que la ela-
boración del código de ética debería ajustarse a los lineamientos 
—hoy abrogados— aprobados por el ift. Deja al arbitrio de los 
medios de comunicación elaborar el código de ética, junto con 
el nombramiento de su defensor de las audiencias, al derogar la 
disposición que establece que el código de ética deberá ajustarse a 
los lineamientos que emitió el instituto —artículo 256, fracción 
x—; b) deroga la facultad de ordenar la suspensión precautoria de 
las transmisiones que violen las normas previstas en esta ley —ar-
tículo 15, fracciones lix y lxi—; c) deroga la parte de los requeri-
mientos de los lineamientos emitidos por el ift —último párrafo 
del artículo 256—; d) se deroga la fracción xi del artículo 311, 
que disponía la sanción de multa de 100 a 500 salarios mínimos 
cuando no cumpla con los lineamientos emitidos por el ift; e) 
deja al arbitrio de los medios de comunicación —artículo 259 de 
la lft— la garantía de los derechos de las audiencias, y con ello 
pone en peligro las libertades informativas.131

Así, en la reforma del artículo 256 se sustituye que los códigos 
de ética “tengan por objeto ‘proteger’ los derechos de las audien-
cias” por “informar al público en la que el concesionario se com-
promete a ‘respetar y promover’ todos y cada uno de los derechos 

131 Socorro Apreza Salgado, et al., Derechos Humanos, pp.194-195. 
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de las audiencias”. Cuestiones que no son menores, desde el mo-
mento en que la supresión de la obligación de proteger implica 
que los concesionarios no crearan una maquinaria institucional que 
asegurara la independencia del defensor y con ello prevenir la 
violación de derechos humanos; mientras que las obligaciones de 
respetar y promover sólo implican no interferencia o que no se 
pongan en peligro los derechos de las audiencias, al tiempo de dar 
la información a las personas para asegurar que sean capaces de 
disfrutar de los derechos contenidos en el código de ética. De ahí 
que hubiera sido necesario incluir las tres obligaciones: proteger, 
promover y respetar.

En mi opinión, los efectos de suprimir la obligación de pro-
teger se refuerzan al derogar la parte del artículo 259, que esta-
blecía la competencia del ift de prever las obligaciones mínimas 
del defensor, por la adición de la frase “el defensor se sujetará al 
código de ética del concesionario”. Escenario que se agrava en la 
medida que cada concesionario emitirá libremente su código de 
ética —artículo 256, fracción x, tercer párrafo de la lftr— y con 
ello sus alcances, es decir, los valores y los deberes que incluirán 
de la relación entre concesionarios y comunicadores y los dere-
chos de las audiencias.

De manera complementaria, en la acción de inconstitucionali-
dad de 150/2017 se argumenta que la figura de la defensoría de la 
audiencia se ve debilitada, al reformar los artículos 256, 259, 260 
y 261, que ya no exigen que ésta se ajuste a criterios de imparcia-
lidad e independencia:

a) Los concesionarios elegirán al defensor de manera libre, sin 
requisitos mínimos que eliminen los conflictos de intereses 
(artículos 259 y 260).

b) Las defensorías se regirán únicamente por lo dispuesto en los 
códigos de ética promulgados de manera libre por las concesio-
naras (artículo 259).

c) Los titulares de las defensorías ya no tienen la obligación de 
rendir informe ante el ift, y éste ya no podrá sancionar por el 
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incumplimiento de normas relativas a los derechos de las au-
diencias (artículos 259132 y 261133).

Al suprimir la imparcialidad de los defensores de las audiencias 
no sólo se afectan los derechos de éstas, sino también la forma de 
exigir los derechos correspondientes. Se ve afectada la pluralidad y 
la veracidad de la información transmitida a través de los servicios 
de radiodifusión y se permite la difusión de información parcial y 
falsa. Con esto se violenta no sólo la libertad de expresar el pensa-
miento propio, sino el derecho a buscar, recibir y difundir infor-
mación de toda índole,134 por lo que se contraviene a los derechos 
de libertad de expresión, de imprenta y derecho a la información 
reconocidos en los artículos 6o. y 7o. constitucionales, así como 
en el 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.135

Al derogar la fracción iii del artículo 256, en la que se estable-
cía que se diferenciara con claridad la información noticiosa de la 
opinión de quien la presenta, elimina uno de los derechos de 
las audiencias que protege el valor de la información a través del 
deber de diferenciar entre hechos y opiniones; con ello impulsaba 
el cumplimiento del requisito de veracidad y frenar la desinfor-
mación —distorsión de los hechos— o subinformación —no in-
formar o dar información incompleta— y garantizaba el disfrute 
del derecho a la información y la libertad de expresión, al frenar 
la manipulación.

La reforma del artículo 256, fracción iv, diluye la obligación de 
los concesionarios de distinguir entre la publicidad y el contenido 
de un programa; ello contraviene el principio de progresividad con-

132  Artículo 259. La actuación del defensor de la audiencia se sujetará, 
exclusivamente, al Código de Ética del concesionario, y únicamente 
rendirá cuentas a la audiencia y a las instancias que, en su caso, prevea 
el propio Código de Ética.

133  Art 261. Recibidas las reclamaciones, quejas o sugerencias, el de-
fensor las tramitará en las áreas o departamentos responsables del conce-
sionario, requiriendo las explicaciones que considere pertinentes, cuyas 
respuestas deberán entregarse dentro de los plazos previstos en el Código 
de Ética.

134  Acción de inconstitucionalidad 150/2017, p. 70.
135  Ibid., p. 62.
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tenido en la Constitución, porque se suprimieron dimensiones del 
derecho de las audiencias existentes en el ordenamiento antes de las 
modificaciones; con esta reforma quedan desprotegidas las audien-
cias al quedar constreñida únicamente a la programación informa-
tiva la exigencia de aportar elementos para distinguir la publicidad 
de la información.136 Esta eliminación permite que, libremente, los 
concesionarios pongan a la venta entrevistas o propaganda encubier-
ta que se muestra a las audiencias como información periodística, 
mecanismo que es comúnmente usado para obtener ganancias co-
merciales en tiempos electorales, o para desviar la opinión de deter-
minados temas que no convienen al gobierno.137

Así, la respuesta a la interrogante planteada al inicio del tópico 
3.4, es que las reformas adiciones y derogaciones de las disposi-
ciones de la lftr de octubre de 2017 son regresivas y violatorias 
de los artículos 6o. y 28 de la cpeum, y del artículo 13 de la cadh, 
en materia de los derechos de las audiencias, máxime cuando en-
tre los derechos de éstas se encuentra la defensa de otros derechos 
fundamentales, como la libertad de expresión, el derecho a la in-
formación, el derecho a la vida privada, el derecho al honor, el 
derecho a la propia imagen, el derecho a la réplica o la protección de 
datos personales. Al tiempo que la reducción de los derechos de las 
audiencias implica disminuir la posibilidad de quejarse, denunciar, 
organizarse y alzar la voz y, con ello, el ejercicio de la ciudadanía, 
el cual no es posible en la medida que la sociedad no conozca, 
interiorice y reclame el disfrute del derecho a la información y la 
libertad de expresión a través de los derechos de las audiencias.138 
En este sentido, en la acción de inconstitucionalidad 150/2017, 
promovida por los senadores de la LXIII Legislatura del Congreso 
de la Unión, admitida el 14 de diciembre de 2017, esgrimen que 
el decreto transgrede las facultades reconocidas al ift para prote-
ger los derechos de las audiencias, violando lo dispuesto en los ar-
tículos 6o., apartado B, fracción vii, y 28 constitucionales.139 Esto 
debido a que se reforman las disposiciones donde se articulaba de 

136  Ibid., p. 23.
137  Ibid., p. 15.
138 Socorro Apreza Salgado, et al., op. cit., p.195.
139 Acción de inconstitucionalidad 150/2017, p. 70.
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manera explícita las facultades de vigilancia, de supervisión y de 
sanción. Se elimina, por ejemplo, la facultad del ift de determi-
nar suspensión precautoria de transmisiones en caso de progra-
mas noticiosos (artículo 15).140

Es decisivo que la scjn, en la resolución de dos acciones de in-
constitucionalidad —150/2017, promovida por los senadores de 
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión y la 153/2017 por 
el prd—, vaya en la línea de garantizar las libertades informativas 
en México y no de primar los intereses económicos de los medios 
de comunicación comerciales.

A pesar de los retrocesos que implican las reformas a la lftr 
de octubre de 2017, es imprescindible dar a conocer cuáles son 
los derechos de las audiencias, para que la sociedad los interiorice 
y, en esa medida, exija su aseguramiento a los directivos y perio-
distas de los medios de comunicación. Hoy por hoy, es posible 
exigir los derechos de las audiencias; en este sentido conviene 
enunciarlos y recordar que la eficacia de los códigos de ética pasa 
necesariamente por el compromiso y la convicción de los directi-
vos y los periodistas de los medios de comunicación de asegurar 
los derechos de las audiencias y las libertades informativas; sin 
ello, seguirá la simulación. 

B. Derechos de las audiencias

Toda vez que los valores y deberes previstos en los códigos de éti-
ca de las concesiones de radiodifusión no pueden ser contrarios, 
sino complementarios del marco jurídico vigente, es pertinente 
apuntar que del artículo 6o., apartado B, fracción vi, se despren-
de que en la ley se establecerán los derechos de las audiencias y sus 
mecanismos de protección. Soy de la opinión de que en la misma 
cpeum y la cadh se establecen los fundamentos de los derechos 
de las audiencias. Derechos que están obligados a garantizar los 
directivos y los periodistas de los medios de comunicación en sus 
respectivos medios. Cabe mencionar que, por exceder a los obje-

140 Ibid., p. 17
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tivos de esta investigación, no analizaré el desarrollo de los valores 
y deberes de los 943 códigos de ética inscritos en el Registro de 
Concesiones del portal del ift; con todo, es importante señalar 
que todas las concesionarias tienen la obligación de publicarlo en 
su página de internet.

Antes de proseguir con los derechos de las audiencias, convie-
ne subrayar que a éstas “las forman las personas que acceden a 
contenidos audiovisuales sin importar la plataforma tecnológica 
de que se trate, ni si pagan o no una contraprestación”.141 

Es relevante enunciar los derechos de las audiencias que se des-
prenden de la cpeum y de la lftr. Para ello, propongo integrarlos 
en cinco grandes grupos, que contienen los derechos de las au-
diencias stricto sensu y lato sensu, sin que ello implique una lista 
cerrada, porque falta incluir todos los derechos de las audiencias 
que se desprenden de los distintos tratados internacionales que 
México ha ratificado.

1) Deberes que promueven los valores del pluralismo informati-
vo y la participación libre:

a) Producir contenidos que reflejen el pluralismo ideológi-
co, político, social, cultural y lingüístico (art. 256, frac-
ción i de la lftr).

b) Mantener el disfrute de diversidad y pluralidad de ideas 
y opiniones que fortalezcan la vida democrática de la so-
ciedad (art. 6o., apartado B, fracción v de la cpeum).

2) Deberes que protegen el requisito de la veracidad y el derecho 
al honor:

a) Garantizar el derecho de réplica (art. 6o., primer párrafo 
de la cpeum).

3) Fortalecen el valor de la información y frenan la manipulación: 

a) Garantizar la información veraz y oportuna (art. 6o., 
apartado B, fracción iii de la cpeum)

b) Distinguir entre la publicidad y el contenido del progra-
ma, para ello dispone la regla de prohibir la publicidad 

141  Clara Luz Álvarez, Telecomunicaciones y radiodifusión en México, p.138.
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o propaganda presentada como información periodística o 
noticiosa —art. 6o., apartado B, fracción iv y 256—. 
Con matices, la lftr permite hacerlo siempre que se 
haga del conocimiento de la audiencia —art. 256, frac-
ción iv—.

4) Deberes y valores para garantizar derechos humanos:

a) No discriminar por origen étnico o nacional, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas (art. 256, 
fracción viii de la lftr).

b) Desde la obligación de respeto no pondrán en peligro el 
interés superior de los (las) niños(as) (art. 256, fracción 
ix de la lftr).

c) Desde la obligación de respeto no deberán poner en pe-
ligro la equidad de género (art. 256, fracción ix de la 
lftr).

d) Garantizar a las personas con discapacidad los siguientes 
derechos (art. 258, fracciones i a iv de la lftr): 

I. Servicios de subtitulaje, doblaje al español y lengua 
de señas mexicana para accesibilidad a personas con 
debilidad auditiva. Estos servicios deberán estar dis-
ponibles en al menos uno de los programas noticio-
sos de mayor audiencia a nivel nacional;

II. Promover el reconocimiento de sus capacidades, 
méritos y habilidades, así como la necesidad de su 
atención y respeto;

III. Contar con mecanismos que les den accesibilidad 
para expresar sus reclamaciones, sugerencias y que-
jas a los defensores de las audiencias, siempre y 
cuando no represente una carga desproporcionada 
o indebida al concesionario, y

IV. Acceso a la guía de programación a través de un nú-
mero telefónico o de portales de Internet de los con-
cesionarios en formatos accesibles para personas con 
discapacidad.
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5) Deberes de los defensores de las audiencias:
Deber de recibir, atender las reclamaciones, quejas, suge-

rencias de las personas que componen la audiencia (art. 259, 
párrafo cuarto y 261 de la lftr).

Por todas las consideraciones anteriores, los derechos de las au-
diencias contenidos en nuestro marco normativo y en los códigos de 
ética contribuyen a no interferir o poner en peligro las facultades 
de comunicar y recibir información del derecho fundamental a la 
información, aunque evidentemente no las aseguren por sí mis-
mos de forma total, para ello se requiere el compromiso de los 
propietarios de los medios de comunicación, los periodistas, las 
autoridades y de una exigencia de mejorarlos y restituirlos por 
las audiencias. Hasta aquí, se desprenden avances y retrocesos que 
nos dejan grandes retos para lograr y mantener el disfrute de las 
libertades informativas en México.

En el siguiente tema se examinan las restricciones legales al ejer-
cicio de la libertad de expresión, especialmente si los tipos penales 
de difamación, calumnia e injurias, para la protección de la vida 
privada y el honor, son o no la alternativa menos lesiva para las li-
bertades informativas. Para ello, se exponen los criterios de la Cor-
teidh, del Comité de Derechos Humanos de la unu y de la scjn, 
así como la respuesta normativa en las 32 entidades federativas. 
También se valora si la protección civil de los derechos personalí-
simos y el derecho de rectificación en México constituyen una vía 
más idónea para asegurar el disfrute de las libertades informativas, 
esto con el objeto de activarnos y continuar en el camino de la re-
novación, puesto que, como indiqué en la introducción, 

la acción es el momento en el que el hombre desarrolla la capacidad 
que le es más propia: la capacidad de ser libre. Pero la libertad de 
Hannah Arendt no es la mera capacidad de elección, sino la capa-
cidad para trascender a lo dado y empezar algo nuevo, y el hombre 
sólo trasciende enteramente la naturaleza cuando actúa.142 

142 Manuel Cruz, “Estudio introductorio a Arendt”, p. viii.
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CAPÍTULO TERCERO

RESTRICCIONES LEGALES QUE PONEN 
EN RIESGO EL EJERCICIO 

DE LAS LIBERTADES INFORMATIVAS

La jurisprudencia de la Corteidh declara que la libertad de expre-
sión, en sentido amplio, puede ser objeto de restricciones; pero 
para que la responsabilidad pueda establecerse válidamente, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, es necesario que se reúnan cuatro requisitos:143

a) la existencia de causales de responsabilidad previamente esta-
blecidas;

b) la definición expresa y taxativa de esas causales por ley;
c) la legitimidad de los fines perseguidos al establecerlas, y
d) que esas causales de responsabilidad sean necesarias para asegu-

rar los fines mencionados. 

El requisito de necesidad de la restricción dependerá de que esté 
orientada a satisfacer un interés público imperativo, pero de nin-
guna forma puede limitar, más allá de lo estrictamente necesario, 
el alcance pleno de la libertad de expresión y convertirse en un 
mecanismo directo o indirecto de censura previa. De tal modo, la 
restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y ajus-

143 Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, 
Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 39; Caso Herrera Ulloa vs. Costa 
Rica, Sentencia del 2 de julio de 2004, Serie C, 107, párr. 120; Caso Mémoli vs. 
Argentina, Sentencia del 22 de agosto de 2013, Serie C, 265, párr. 130. 
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tarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo, interfirien-
do en la menor medida posible o sólo lo estrictamente necesario 
en el ejercicio efectivo de la libertad de expresión.144 

No escapa a la Corteidh qué se entiende por necesaria, “es 
decir que no pueda alcanzarse razonablemente por otro medio 
menos restrictivo de un derecho protegido por la Convención”.145

Con la idea de evitar que se limite, más allá de lo necesario, 
el alcance pleno de la libertad de expresión en sentido amplio, 
la Convención, en su artículo 13.3, prohíbe las restricciones a 
la libertad de expresión mediante vías o medios indirectos. Con 
ello no sólo trata de impedir las restricciones gubernamentales 
directas, sino que también prohíbe expresamente controles par-
ticulares que produzcan el mismo resultado. Cabe resaltar que ni 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos, ni el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, contienen una disposición 
comparable a la mencionada en estas líneas.146

Por su parte, el Comité de Derechos Humanos (cddhh)147 de-
clara en su Observación General Núm. 34 que, “cuando un Estado 
parte impone restricciones al ejercicio de la libertad de expresión, 
éstas no pueden poner en peligro el derecho propiamente. El co-
mité recuerda que la relación entre derecho y la restricción, o 
entre la norma y la excepción, no puede invertirse”148 jamás. En 
principio, en mi opinión, las restricciones penales a la libertad 

144 Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, 
Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 46; Caso Paramará Iribarne 
vs. Chile, Sentencia del 22 de noviembre de 2005, Serie C, 135, párr. 85; Caso 
Ricardo Canese vs. Paraguay, Sentencia del 31 de agosto de 2004, Serie C, 111, 
párrs., 95 y 96; Caso Mémoli vs. Argentina, párr. 123. 

145 Corteidh, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, 
Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos), Serie A, 5, párr. 79.

146 Ibid., 46 y 47.
147 El Comité de Derechos Humanos es un órgano adoptado por los Estados 

Partes de la Organización de las Naciones Unidas (onu) para revisar el cumpli-
miento del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos (1966).

148 onu, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp), Comi-
té de Derechos Humanos, Observación General Núm. 34, del 12 de septiembre 
de 2011, en CCPR/C/GC/34, párr.21.
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de expresión en sentido amplio para proteger el honor, existentes 
en México en el ámbito estatal, ponen en peligro las libertades 
informativas. 

I. La vía penal como medio para sancionar conductas 
ilícitas en el ejercicio de la libertad de expresión 
en México

Cabe adelantar que los criterios jurisprudenciales declarados por 
los mecanismos de protección internacional a los derechos huma-
nos respecto a la vía penal como medio para sancionar las con-
ductas ilícitas en el ejercicio de la libertad de expresión van desde 
la despenalización de la difamación, calumnias e injurias, la uti-
lización de medios menos restrictivos como la vía civil y la rec-
tificación, hasta considerar la aplicación del derecho penal sólo 
para los ataques más graves que dañen el honor. Asimismo, en el 
ámbito interno no hay un criterio único en el plano normativo.

1. Sistema Universal de Protección a los derechos humanos

El cddhh declara que “los estados partes deberían considerar la 
posibilidad de despenalizar la difamación y, en todo caso, la nor-
mativa penal debería aplicarse en los casos más graves, y la pena 
de prisión no es nunca adecuada”.149

El criterio precedente se utiliza en el caso de la periodista Lydia 
Cacho,150 en el que se señaló que toda detención con base en 
cargos de difamación no puede considerarse una medida necesa-
ria ni proporcional;151 no es necesaria desde el momento en que 

149 Ibid., párr. 47. En similar sentido, véase el Caso de la periodista Lydia 
Cacho, Dictamen del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Uni-
dad sobre la Comunicación 2767/2016, 17 de julio de 2018, párr. 9.6.

150 onu, pidcp, Caso de la periodista Lydia Cacho, Dictamen del Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Unidad sobre la Comunicación 
2767/2016, 17 de julio de 2018, párr. 10.8.

151 Ibid., párr. 10.9.

DERECHO libertad expresion •.indd   73 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



74
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

hay otros medios menos restrictivos para la libertad de expresión, 
como el derecho de rectificación. 

Para determinar la arbitrariedad de una medida, el cddhh 
señaló que no sólo debe equipararse con que sea contraria a la 
ley, sino que deberá interpretarse de una manera más amplia, 
de modo que incluya consideraciones relacionadas con la inade-
cuación, la injusticia, la imprevisibilidad y las debidas garantías 
procesales, además de criterios de razonabilidad, necesidad y pro-
porcionalidad.152 

Los argumentos anteriores se fortalecieron cuando el cddhh 
reiteró que el Estado parte tiene la obligación de adoptar las me-
didas necesarias para que en el futuro no se vuelvan a cometer 
violaciones, como la detención arbitraria, la reclusión como cas-
tigo; igualmente, incluye como parte de la obligación de garantía 
del Estado para que los defensores y periodistas ejerzan la libertad 
de expresión en sus actividades, “la despenalización de los delitos 
de difamación, calumnia en todos los estados federados”.153 Por 
consiguiente, el cddhh tiene una tendencia a relativizar e incluso 
a abandonar la protección penal del derecho al honor.

Lamentablemente, la despenalización de estos delitos de di-
famación, calumnias e injurias en México no se ha efectuado en 
todos los estados federados, como se verificará en el tema 4.2. 
Esto permite que se siga utilizando la vía penal como una forma 
de criminalizar a los defensores de derechos humanos o silenciar 
a los periodistas, como por ejemplo, el caso de Lucero Circe Ló-
pez Riofrío, activista feminista que fue vinculada a proceso por 
ataques contra el honor de un académico y revocado el auto de 
vinculación en apelación en Michoacán.154 Sin duda, éste es un 
ejemplo en el que la defensora de derechos humanos —Lucero— 
tuvo que defenderse de esa criminalización mediante la apelación, 
porque tal como están regulados los ataques al honor, cualquiera 
puede ser vinculada o vinvulado a proceso, lo que da cabida a la 
criminalización desde la primera etapa del proceso penal. 

152 Ibid., párr. 10.10.
153 Ibid., párr. 11.
154 Véase Redacción Animal Político, “Activista es acusada de delitos contra 

el honor por denunciar acoso de un profesor en Michoacán” [en línea].
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A los criterios anteriores es necesario sumar los de cidh y la 
Corteidh, respectivamente, para después verificar cuáles se han 
incorporado en la jurisprudencia de la scjn y por el legislador en 
los ámbitos federal y estatal.

2. Sistema Interamericano

Como apunta Meza Flores, el Sistema Interamericano de protec-
ción a los derechos humanos se integra por dos órganos, la cidh 
y la Corteidh. Ahora bien, para entender este sistema es necesario 
considerar otros aspectos relevantes, los Estados miembros de la 
Organización de Estados Americanos (oea), las organizaciones 
de la sociedad civil y las víctimas de violaciones de derechos hu-
manos.155

Entre los mecanismos para la protección de los derechos hu-
manos se examinan los casos que son el procedimiento a través 
del cual los órganos anteriores determinan si un Estado incum-
plió con alguna norma establecida en los instrumentos interna-
cionales de los derechos humanos.156

En el Caso Palamara Iribarne vs. Chile, la Corteidh declara 
que el “derecho penal es el medio más restrictivo y severo para 
establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita”.157 
Además de este razonamiento, en el Caso Kimel vs. Argentina se-
ñala que 

la tipificación amplia de los delitos de calumnia e injurias puede 
resultar contraria al principio de intervención mínimo del derecho 
penal. En una sociedad democrática el poder punitivo sólo se ejerce 
en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes jurí-
dicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o los 

155 Socorro Apreza Salgado, et al., Derechos Humanos, p. 284. 
156 Ibid., p. 288.
157 Corteidh, Caso Palamara Iribarne vs. Chile, párr. 79. También, véase 

Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 104.
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pongan en peligro. Lo contrario conduciría a un ejercicio abusivo del 
poder punitivo del Estado.158 

De los casos contenciosos mencionados de la Corteidh se des-
prenden criterios similares al del Comitéddhh, especialmente en 
la aplicación del derecho penal sólo a los ataques más graves que 
dañen el honor, sin llegar a mencionar la despenalización de los 
delitos contra el honor.

Aun cuando la Corteidh no utiliza como prima ratio el dere-
cho penal, no estima contraria a la Convención ninguna sanción 
penal a propósito de la expresión de informaciones u opiniones; 
pero esta posibilidad debe analizarse con especial cautela, pon-
derando, como ya señale, “la extrema gravedad de la conducta” 
desplegada por el emisor de aquéllas, el dolo con que actuó, las 
características del daño causado injustificadamente y otros casos 
que pongan de manifiesto la absoluta necesidad de utilizar, en 
forma verdaderamente excepcional, medidas penales.159

A la par de los criterios de la Corteidh, Sergio García Ramírez 
en su voto razonado se pronuncia sobre el examen de la vía penal 
como medio para sancionar conductas ilícitas en el ejercicio de la 
libertad de expresión. En este sentido, considera que

en general […], prevalece la corriente favorable al denominado 
derecho penal mínimo, es decir, al empleo moderado, restrictivo, 
marginal, del aparato punitivo”. Y esto, porque “una resolución ci-
vil provee las dos especies de reparaciones que revisten mayor in-

158 Corteidh, Caso Kimel Vs Argentina, Sentencia de 4 de mayo de 2008, 
Serie C, 177, párr. 76. 

159 Ibid., párr. 78. En similar sentido, en el Caso Usón la Corteidh declara 
que el “poder punitivo sólo puede ejercerse en la medida estrictamente necesaria 
para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que 
los dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría a un ejercicio abusivo del 
poder punitivo del Estado” (Corteidh, Caso Usón Ramírez vs. Venezuela, Senten-
cia del 20 de noviembre de 2009, Serie C, 207, párr. 73). También, en el Caso 
Mémoli la Corte reitera que no estima contraria a la Convención ninguna me-
dida penal a propósito de la expresión de informaciones u opiniones (Corteidh, 
Caso Mémoli vs. Argentina, párrs. 126 y 139).  
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terés para el sujeto agraviado, y además entraña, para satisfacción 
social, el reproche jurídico que merece una conducta ilícita.160

Por ello coincido con Sergio García Ramírez en que:

La vía penal no es el medio adecuado y admisible. Para afirmarlo 
tomo en cuenta que existen otros medios de control y reacción me-
nos restrictivos o lesivos del derecho que pretende afectar y con los 
que es posible lograr el mismo fin. Si la vía penal no es el medio 
adecuado, su empleo contravendrá la exigencia de necesidad que 
invoca el artículo 13.2, el imperativo del interés general que men-
ciona el artículo 30, y las razones vinculadas a la seguridad de todos 
y a las justas exigencias del bien común que menciona el artículo 
32. Esa vía será, por tanto, incompatible con la Convención ameri-
cana y deberá ser reconsiderada.161

Soy una convencida de que la vía penal no es el medio idóneo 
para proteger el derecho fundamental al honor, sino que más bien 
pone en peligro la libertad de expresión en sentido amplio, en 
tanto puede inhibir a los periodistas o a los defensores de derechos 
humanos, lo que produce autocensura. En sentido análogo, He-
rrero Tejedor apunta que “pensar que los excesos en las libertades 
de expresión han de dar lugar a penas privativas de libertad, o 
inhabilitación para los periodistas supondría no reconocer el va-
lor que para la democracia tiene la libertad de expresión” 162 y la 
formación libre de la opinión pública u opiniones públicas.

Por estas consideraciones, en mi opinión, la Corteidh debe ser 
más enérgica y pronunciarse a favor de la despenalización de la 
difamación y la calumnia como lo realiza el cddhh.

A la par de los criterios de la Corteidh, la cidh considera que el 

Estado tiene otras alternativas de protección de la privacidad y 
la reputación menos restrictivas que la aplicación de una sanción 

160 Voto concurrente del juez Sergio García Ramírez a la sentencia de la 
Corteidh sobre el caso Kimel, 2 de mayo de 2008, Serie C, 177.

161 Idem.
162 Fernando Herrero Tejedor, Honor, intimidad y propia imagen, p. 139.
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penal. En este sentido, la protección a la reputación debe estar 
garantizada sólo a través de sanciones civiles, en los casos en que 
la persona ofendida sea un funcionario público o persona pública 
o particular que se haya involucrado voluntariamente en asuntos 
de interés público y a través de leyes que garanticen, el derecho 
de rectificación o respuesta.163 

Aunado a lo anterior, la cndh apunta en la acción de inconsti-
tucionalidad 116/2015 que tipificar el delito de calumnia es un 
atentado contra la libertad de expresión, así como el principio pro 
persona. 

Con todo, coincido con la Corteidh en que una 

reparación civil sumamente elevada, puede ser a todas luces tan 
o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de la libertad de 
expresión que una sanción penal, en tanto tiene la potencialidad 
de comprometer la vida personal y familiar de quien denuncia a 
un funcionario público, con el resultado evidente y desvalioso de 
la autocensura, tanto para el afectado como para otros potenciales 
críticos de la actuación de un servidor público164

de ahí la necesidad de que los Estados fijen reglas claras que ga-
ranticen una indemnización proporcional al daño causado.

Como puede observarse de los criterios anteriores es funda-
mental dar respuesta también a las siguientes interrogantes: 
¿cuándo estamos frente a informaciones de interés público? ¿exis-
te un umbral diferente de tolerancia a la crítica cuando se trata de 
funcionarios públicos que cuando son particulares? La respuesta 
de estas interrogantes, desde la jurisprudencia de la Corteidh y la 
scjn, permitirá dar a conocer los criterios para que los periodistas 
o defensores de derechos humanos puedan defender el ejercicio de 
las libertades informativas frente a la utilización del uso del derecho 
punitivo en México para acallar las voces.

163 Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párr. 72.
164 Corteidh, Caso Tristan Donoso vs. Panamá, Sentencia 27 de enero de 

2007, Serie C, 193, párr. 129.
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Para verificar los alcances del derecho punitivo respecto a la 
libertad de expresión, se examina si en México existe un matiz 
—sólo para los ataques más graves— en la tipificación de los de-
litos de calumnias, difamación o injurias en la legislación federal 
y estatal, o si, por el contrario, hay una tipificación amplia y con 
conceptos ambiguos que suponen una restricción indebida de la 
libertad de expresión en sentido amplio, además de verificar si el 
legislador en México ha adoptado los estándares internacionales.

3. Los criterios de interés público y de un mayor umbral de tolerancia 
a la crítica por parte de los funcionarios públicos

En la colisión entre los derechos fundamentales de libertad de ex-
presión en sentido amplio y el honor, el desarrollo jurisprudencial 
de la Corteidh y la scjn sobre los criterios de interés público y de 
mayor umbral de tolerancia en la crítica por parte de los funcio-
narios públicos son un elemento central para garantizar y evitar la 
restricción indebida de las libertades informativas, especialmente 
frente a la utilización del derecho punitivo en México.

A. Un mayor umbral de tolerancia a la crítica por parte de los 
funcionarios públicos 

En el caso concreto del derecho al honor —honra o reputación—165 
como límite a la libertad de expresión, la Corteidh distingue cuan-
do las expresiones son concernientes a funcionarios públicos u 
otras personas que ejercen funciones de una naturaleza pública y, 
además, versan sobre asuntos de interés público, las cuales deben 

165 La Corteidh distingue entre honra y reputación; la primera se relaciona 
con la estima y la valía propia, mientras que la reputación se refiere a la opinión 
que otros tienen de una persona (Corteidh, Caso Mémoli vs. Argentina, párr. 
124). Así, la honra es la dimensión subjetiva del derecho al honor, en cuanto a 
la apreciación o estima que tenemos de nosotros y la reputación es la dimensión 
objetiva que constituye la apreciación o estima que tienen otros. 
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gozar de un margen de apertura a un debate amplio, donde la so-
ciedad tiene un legítimo interés de mantenerse informada.166 

Este diferente umbral de protección entre el honor de los funcio-
narios públicos y el de los particulares se explica porque los primeros 
se “han expuesto voluntariamente a un escrutinio y a la crítica del 
público, sus actividades salen del dominio de la esfera privada para 
insertarse en la esfera del debate público”.167 En el primer supuesto, 
las opiniones y críticas se emiten de manera más abierta, intensa y 
dinámica.168 Este umbral no se asienta en la calidad del sujeto, sino 
en el interés público de las actividades que realizan.169

La scjn da un paso más al señalar que el umbral de tolerancia 
seguirá siendo mayor frente a la crítica, aun cuando el servidor 
público concluya sus funciones; 

entonces, el límite a la libertad de expresión y de información se fija 
en torno al tipo de información difundida, y no a su temporalidad, 
pues sería irrazonable y totalmente contrario a los principios que 
rigen el derecho a la libertad de expresión en una sociedad demo-
crática, vedar el escrutinio de las funciones públicas por parte de la 
colectividad respecto de actos o periodos concluidos.170

Ello no significa “que el honor de los funcionarios públicos o de 
las personas públicas no deba ser jurídicamente protegido, sino 
que éste debe serlo de manera acorde con los principios del plu-
ralismo democrático”.171 En este sentido, “en la arena del debate 
sobre temas de alto interés público, no sólo se protege la emisión 
de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión públi-

166 Corteidh, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 98.
167 Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párr. 86. Véase Corteidh, Caso Ri-

cardo Canese vs. Paraguay, párr. 103.
168 Ibid., párr. 105.
169 Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párr. 87.
170 Tesis: 1a. XLIV/2015, Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima época, t. ii, febrero de 2015, p. 1389.
171 Corteidh, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, párr. 100; Caso Herrera 

Ulloa vs Costa Rica, párr. 128.
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ca, sino también aquellas que chocan, irritan o inquietan a los 
funcionarios públicos o a un sector cualquiera de la población”.172

B. Interés publico

La Corteidh señala que son de interés público las “opiniones o 
afirmaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad tiene un in-
terés legítimo de mantenerse informada, de conocer lo que incide 
en el funcionamiento del Estado, o afecta derechos o intereses 
generales o le acarrea consecuencias importantes”.173 Este criterio, 
a partir de la jurisprudencia del tce, constituye el interés público 
por el hecho en sí mismo considerado. 

Igualmente, la Corteidh apunta que es de interés público 
cuando se involucre a funcionarios públicos o figuras públicas o 
verse sobre el funcionamiento de las instituciones del Estado;174 
es decir, el interés público se establece por “la naturaleza pública 
del protagonista”.

Por tanto, la Corteidh y la scjn consideran que el interés pú-
blico se determina por la “naturaleza pública del protagonista de 
la noticia y el hecho en sí mismo considerado”, sin desarrollar el 
criterio según el cual el interés público puede ser determinado 
por “la naturaleza pública de la fuente de información”, criterio 
que, por el contrario, sí ha desarrollado el tce —STC 232/1993, 
F.J.4—.175

Del desarrollo del criterio del interés público por parte de la 
scjn y la Corteidh se desprende la reducción del contenido del 
requisito del interés público respecto al desarrollo del tce, situa-
ción que no es una cuestión menor, porque implica no asegurar 
el disfrute de la libertad de expresión en sentido amplio, tal como 

172 Corteidh, Caso Kimel vs. Argentina, párr. 88. Véanse también los casos 
de “La última tentación de Cristo” vs. Chile; Ivcher Bronstein vs. Perú; Ricardo 
Canese vs. Paraguay.

173 Corteidh, Caso Mémoli vs. Argentina, párr. 146.
174 Idem.
175 Esta afirmación la realicé por primera vez en Socorro Apreza Salgado, 

“Caso Mémoli vs. Argentina: Un ejemplo de la involución en la jurisprudencia 
de la Corteidh en materia de libertad de expresión”, p. 380 
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sucedió en el caso Mémoli176 y el auto de vinculación a proceso 
dictado por el juez de control y enjuiciamiento del sistema de jus-
ticia penal, acusatorio y oral de Lucero Circe López Riofrío,177 sin 
que ello nos haga caer en el error de querer negar en redondo los 
avances en la fijación del contenido del criterio de interés público 
por el órgano jurisdiccional interno y regional.

Así, en el caso Mémoli no se valoró que la información era de 
interés público por el hecho en sí mismo, es decir que se trataba 
de una denuncia de “un ilícito contrato de nichos del Cementerio 
Municipal de tal pueblo de la ciudad”.178 

Por su parte, en el caso de Lucero Circe, el juez de control y 
enjuiciamiento del sistema de justicia penal, acusatorio y oral, 
región Morelia, no llevó a cabo el control de convencionalidad, 
al no analizar los alegatos relativos a la violación de la libertad 
de expresión en sentido amplio, porque no valoró que la infor-
mación difundida por Lucero Circe (imputada) es de interés pú-
blico, “por el hecho en sí mismo y por la naturaleza pública del 
protagonista de la noticia”. En cuanto al primer supuesto, la in-
formación expresada por la imputada en forma oral sobre la exis-
tencia de dos quejas de abuso sexual en contra de Boris G. C. 
(víctima) se presentó en una reunión de trabajo con miembros 
de la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres y el personal de la Universidad Michoacana 
de San Nicolás de Hidalgo, entre otros —grupo de trabajo del 
que formaba parte Boris G. C—, con el objeto de impugnar la 
legitimidad de Boris como miembro de la Comisión de Alerta de 
Género en Michoacán. Y, en relación con “la naturaleza pública 
del protagonista”, el señor Boris G. C. tiene esta naturaleza por 

176 Véase al respecto Socoro Apreza Salgado, “Caso Mémoli vs. Argentina…”.
177 El 8 de febrero de 2018, el juez de control dictó auto mediante el cual 

vinculó a proceso a la imputada Lucero Circe López Riofrío —fundadora de la 
organización “Humanas sin violencia”—, por el delito de ataques al honor, en 
agravio de Boris G. C —académico—; el 28 de febrero de 2018 el magistrado 
Víctor Barragán, de la Séptima Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, revocó el auto de vinculación a proceso.     

178 Voto conjunto parcialmente disidente de los jueces Manuel Ventura Ro-
bles, Eduardo Vio Grossi y Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, en el Caso Mé-
moli vs. Argentina, Sentencia de 22 de agosto de 2013, Serie C, 265. 
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la condición intrínseca del puesto que ocupa en la estructura so-
cial (académico) y el papel que representa en la misma, al formar 
parte de un grupo de trabajo que buscaba que el Estado emitiera 
la alerta de género.

En el caso de Lucero Circe, en mi opinión, incluso se pone 
de manifiesto el desconocimiento de los criterios de la doctrina 
jurisprudencial sobre el requisito de veracidad. Sin embargo, aun-
que esto es un estudio interesante, debido a evidentes razones de 
espacio no puedo abordar en estas páginas el desarrollo jurispru-
dencial de este requisito y sólo mencionaré las principales carac-
terísticas del requisito de veracidad.

La doctrina de jurisprudencia de la Corteidh con relación al 
requisito de veracidad puede resumirse en los siguientes puntos: 

a) El requisito de veracidad se aplica a la libertad de información, 
no a la libertad de expresión. 

b) Con el requisito de veracidad se busca hacer responsable a la 
persona por su actuación profesional —constatar de razonable, 
aunque no necesariamente exhaustiva— y no por el resultado.

c) El requisito de veracidad se determina por la diligencia en la 
contrastación de forma razonable. 

d) El requisito de veracidad exige establecer una distancia crítica 
respecto a sus fuentes y contrastarlas con otros datos relevantes. 

e) En el cumplimiento del requisito de veracidad tienen un ma-
yor deber de diligencia las autoridades estatales, en razón de su 
alta investidura, sobre el amplio alcance y los eventuales efectos, 
para evitar que los ciudadanos y otras personas interesadas reci-
ban una versión manipulada de determinados hechos.

Por su parte, la Corteidh no ha desarrollado dos de los criterios 
formulados por tribunales internos mexicanos, con base en el de-
sarrollo jurisprudencial del tce: 

a) Que se priva de la garantía constitucional al emisor que actúe 
con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado. 
Al respecto, el Tribunal Colegiado de Circuito declara que sólo 
quien actúe con menosprecio de la veracidad o falsedad en lo co-
municado incurre en responsabilidad —Tesis I.3o.C.607 C—;

b) que el ordenamiento constitucional a través del requisito de ve-
racidad presta tutela a la conducta que comunique como hechos 
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simples rumores o, peor aún, meras invenciones o insinuaciones 
insidiosas. Sobre este asunto, el Tribunal Colegiado de Circuito 
señaló que nuestra Constitución no presta tutela a la conducta 
negligente, ni menos aún a la de quien, como hechos, publique 
simples rumores o, peor aún, meras invenciones o insinuaciones 
insidiosas —Tesis I.3o.C.607 C—. 

No puede dejar de recordarse al respecto que los tribunales inter-
nos mexicanos, concretamente los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito, determinaron que la veracidad supone “un específico deber 
de ‘diligencia’ sobre el informador, a quien se le puede y debe exi-
gir que lo que transmita como hecho haya sido objeto de previo 
‘contraste con datos objetivos’ ”.179 Casi tres años después, la scjn 
estableció características similares en torno al requisito de veraci-
dad, al señalar que implica la exigencia de que los reportajes, las 
entrevistas y las notas periodísticas 

vengan respaldados por un ‘razonable’ ejercicio de investigación en-
caminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene suficiente 
asiento en la realidad. El informador debe poder demostrar de al-
gún modo que ha respetado un cierto estándar de ‘diligencia’ en 
la comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales se 
informa.180 

Hasta donde llega nuestro conocimiento, los criterios de la Cor-
teidh que no han sido incorporados expresamente por los tribu-
nales internos de México son: el relativo al deber de tomar cierta 
distancia crítica respecto de sus fuentes y contrastarlas con otros 
datos relevantes, y que la diligencia se incrementa en el caso de 
las autoridades estatales. Ahora bien, con el control de convencio-
nalidad, como apunta Ferrer, los jueces deben realizar un examen 
de compatibilidad entre los actos y normas nacionales, la cadh y 

179 Tesis I.3o.C.607 C, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, No-
vena época, t. xxv, marzo de 2007, p. 1779. 

180 Tesis 1a.CCXX/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena época, t. xxx, diciembre de 2009, p. 284. 
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sus protocolos adicionales y la jurisprudencia de la Corteidh,181 
de ahí que los jueces mexicanos deban incorporar estos criterios.

II. ¿Es La vía penal un medio restrictivo o idóneo para 
sancionar conductas ilícitas en el ejercicio de la 
libertad de expresión?

Como se señaló, mi intención es verificar los alcances del derecho 
punitivo respecto a la libertad de expresión en México, es decir, 
determinar si se aplica sólo para los ataques más graves en la ti-
pificación de los delitos de calumnias, difamación o injurias, en 
la legislación federal y estatal, o si por el contrario, hay una tipi-
ficación amplia y con conceptos ambiguos que suponen una res-
tricción indebida de la libertad de expresión en sentido amplio.

En uno de los casos paradigmáticos de México, el de la pe-
riodista Lydia Cacho,182 el cddhh señaló que la coexistencia de 

181 Eduardo Ferrer MacGregor. “Interpretación conforme y control difuso 
de convencionalidad. El nuevo paradigma para el juez mexicano”, en Eduardo 
Ferrer MacGregor (coord..), El control difuso de convencionalidad. Diálogo entre 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los jueces nacionales, p. 108.

182 Hechos: Lydia Cacho, periodista y defensora de derechos humanos, pu-
blicó en 2005 Los demonios del Edén. El poder que protege la pornografía infantil, 
donde destacaba la existencia de una red de corrupción y explotación infantil en 
la que participaban autoridades públicas y empresarios de alto nivel, incluido el 
empresario textil José Kamel Nacif Borge. Producto de esta publicación, en julio 
de 2005 Nacif presentó una denuncia contra Lydia Cacho en el estado de Puebla 
por difamación y calumnia; se abrió una averiguación previa y se emitió una or-
den de detención en su contra. En diciembre de 2005 Lydia Cacho fue detenida 
por agentes de la Policía Judicial de Puebla y al menos cinco agentes privados de 
Nacif, en Quintana Roo (lugar donde se encontraba); de ahí fue trasladada hasta 
el estado de Puebla, en un viaje que duró 20 horas y en el cual fue víctima de 
tortura psicológica y física, tocamientos e insinuaciones sexuales. En Puebla fue 
puesta en prisión preventiva durante la cual sufrió de nuevo amenazas y actos de 
violencia. La autora interpuso un recurso de declaración de incompetencia ante 
el juzgado de Puebla y argumentó que el tribunal competente para conocer del 
asunto eran los tribunales del D.F., lugar donde se publicó y presentó el libro. 
Al declinarse la competencia a los juzgados del tribunal, se decretó la extin-
ción de la pretensión punitiva, puesto que en la legislación del D.F. no existe el delito 
de difamación. En febrero de 2006 se hicieron públicas las grabaciones donde 
Nacif agradecía al gobernador del estado de Puebla por haberlo apoyado en la 
detención de la autora. Frente a ello, el Congreso de la Unión solicitó a la scjn 
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diversas legislaciones penales en un Estado Federal no era una 
violación del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en sí mismo; 
al respecto, Lydia Cacho señaló que el hecho de que existieran 
estados en los que aún era vigente el tipo penal, el cual podía 
aplicarse extraterritorialmente, impedía la previsibilidad legal.183 
De esta afirmación se desprende la siguiente pregunta: ¿es urgente 
que la despenalización de los delitos contra el honor tenga una 
aplicación general, completa en los ámbitos nacional y estatal? 

1. Penalización y despenalización de los delitos en contra del honor en 
los ámbitos federal y estatal

A. Respuesta del legislador en el ámbito federal

El 13 de abril de 2007 se publicó el decreto por el que se dero-
gaban diversas disposiciones del Código Penal Federal y se aña-
dieron diversas disposiciones al Código Civil. En primer lugar, se 
derogaron los artículos 348, 349, 350, 351, 352, 353, 354, 355, 
356, 357, 358, 359, 360, 361, 362 y 363.

Se adicionaron diversos párrafos al artículo 1916, para quedar 
como sigue:

Artículo 1916.

Estarán sujetos a la reparación del daño moral de acuerdo a lo esta-
blecido por este ordenamiento y, por lo tanto, las conductas descri-
tas se considerarán como hechos ilícitos:

I. El que comunique a una o más personas la imputación que 
se hace a otra persona física o moral, de un hecho cierto o falso, deter-

ejercer la facultad de investigación con respecto a los hechos relacionados con la 
detención y enjuiciamiento de la periodista, por constituir graves violaciones de 
garantías individuales. En noviembre de 2007 la scjn concluyó que tal violación 
no había ocurrido (onu, pidcp, Caso de la periodista Lydia Cacho, Dictamen 
del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Unidad sobre la Comu-
nicación 2767/2016, 17 de julio de 2018). 

183 onu, pidcp, Caso de la periodista Lydia Cacho, op. cit., párr. 9.6.

DERECHO libertad expresion •.indd   86 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



87

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

minado o indeterminado, que pueda causarle deshonra, descrédito, 
perjuicio, o exponerlo al desprecio de alguien;

II. El que impute a otro un hecho determinado y calificado 
como delito por la ley, si este hecho es falso, o es inocente la persona 
a quien se imputa;

III. El que presente denuncias o querellas calumniosas, enten-
diéndose por tales aquellas en que su autor imputa un delito a per-
sona determinada, sabiendo que ésta es inocente o que aquél no se 
ha cometido, y

IV. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen 
propia de una persona.

La reparación del daño moral con relación al párrafo e incisos 
anteriores deberá contener la obligación de la rectificación o respues-
ta de la información difundida en el mismo medio donde fue publi-
cada y con el mismo espacio y la misma circulación o audiencia a 
que fue dirigida la información original, esto sin menoscabo de lo 
establecido en el párrafo quinto del presente artículo.

La reproducción fiel de información no da lugar al daño moral, 
aun en los casos en que la información reproducida no sea correcta 
y pueda dañar el honor de alguna persona, pues no constituye una 
responsabilidad para el que difunde dicha información, siempre y 
cuando se cite la fuente de donde se obtuvo. 

De lo anterior se deduce, entonces, que si bien el legislador fede-
ral atendió la recomendación del Cómiteddhh de despenalizar 
los delitos contra el honor en el ámbito federal, trasladó casi de 
forma literal el tipo penal de difamación a la fracción i del artículo 
1916 del Código Civil y, con ello, sigue sin otorgar un trato di-
ferenciado entre el hecho que es cierto y el hecho que es falso, 
situación que choca frontalmente con lo señalado por la doctrina 
científica184 y jurisprudencial, en el sentido de que, en el honor, la 
veracidad opera como circunstancia legitimadora de lo aseverado. 
Así lo formuló con toda claridad el Tribunal Supremo español, 
al declarar que, si la información es veraz y los hechos tienen re-
levancia pública, no quedan protegidos por el derecho al honor. 
De modo que el tce analiza la relevancia pública y la veracidad 

184 H. Faúndez Ledesma, Los límites de la libertad de expresión, p. 442.

DERECHO libertad expresion •.indd   87 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



88
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

de la información controvertida. Incluso establece que “el requi-
sito de la veracidad no puede, como es obvio, exigirse respecto de 
juicios o evaluaciones personales y subjetivas, por equivocados o 
mal intencionados que sean, sobre hechos históricos”.185 En este 
sentido, el legislador federal lo dispone en el artículo 1916 Bis, 
párrafo tercero. 

Ahora bien, en la fracción iv, párrafo tercero, del artículo 1916 
del Código Civil Federal, se prevé el reportaje neutral. Dicha na-
rrativa incluye, en términos generales, dos de los requisitos que 
la doctrina jurisprudencial del tce considera que deben concurrir 
para que pueda hablarse del reportaje neutral y se exonere de res-
ponsabilidad: 

a) El objeto de la noticia ha de hallarse constituido por declaracio-
nes que imputan hechos lesivos del honor, pero que han de ser 
por sí mismas, esto es, como tales declaraciones, noticia y han 
de ponerse en boca de las personas determinadas responsables de 
ellas. b) El medio informativo ha de ser mero transmisor de tales 
declaraciones, limitándose a narrarlas sin alterar la importancia 
que tengan en el conjunto de la noticia.186 

De ese modo se excluye la responsabilidad en el reportaje neutral 
cuando no se determina quién hizo tales declaraciones o se reela-
bora la noticia.

Pese a los aspectos positivos de la despenalización en el ámbito 
federal, es conveniente que el legislador reforme el artículo 1916, 
fracción i, de forma que sólo prevea “de un hecho falso” y supri-
ma el hecho cierto; en la fracción iv se recomienda eliminar el 
honor, porque las fracciones i, ii y iii ya se refieren a este derecho, 
por lo que no es indispensable mencionarlo nuevamente.

B. Respuesta del legislador en el ámbito de entidades federativas

Sumado a lo anterior, en el ámbito estatal no todas las entidades 
federativas han despenalizado los delitos contra el honor.

185 STCE 43/2004, del 23 de marzo de 2004, F.J. 5.
186 STCE 139/2007, del 4 de junio de 2007, F.J.11. Véase también STCE 

134/1999, del 15 de julio de 1999, F.J. 4 y 1/2005, del 17 de enero de 2005, F.J.4.
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Actualmente, son 21 las entidades federativas que han despe-
nalizado los delitos contra el honor; se incluyen Sonora y Zaca-
tecas, aunque sólo han despenalizado el tipo de difamación, pero 
conservan el de calumnia. La primera entidad en despenalizarlos 
fue Quintana Roo (2002), le siguieron el Distrito Federal (ac-
tual Ciudad de México, en 2006), Guerrero (2007), Chiapas 
(2007), Sinaloa (2007), Sonora (2007/difamación),187 Tamauli-
pas (2007), Morelos (2008), Oaxaca (2009), Veracruz (2010), 
Puebla (2011), Querétaro (2011), Estado de México (2012), 
Zacatecas (2012/difamación),188 Baja California (2014), Baja Ca-
lifornia Sur (2014), Coahuila (2014), San Luis Potosí (2014), 
Tabasco (2014), Tlaxcala (2016) y Chihuahua (2017).

Once entidades federativas no han despenalizado los tres tipos 
de calumnia, difamación e injurias: Aguascalientes, Campeche, 
Colima, Durango, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, 
Nayarit (sólo injurias), Nueva León, Yucatán. Y dos sólo pena-
lizan la calumnia: Sonora y Zacatecas. Esto se suma a que la pu-
nibilidad varía entre una entidad federativa y otra, incluso en el 
mismo tipo penal, como se desprende de los siguientes 13 grupos 
a partir del parámetro que van de menor a mayor punibilidad: 

• Prisión de 15 días a un año: Jalisco (difamación).
• Prisión de tres días a dos años: Yucatán (difamación).
• Prisión de tres meses a seis meses: Durango (injurias). 
• Prisión de tres meses a un año: Campeche (calumnia), Nayarit 

(injurias).
• Prisión de tres meses a dos años: Hidalgo (difamación y calum-

nia) y Nayarit (difamación).
• Prisión de seis meses a dos años: Guanajuato (difamación y ca-

lumnia), Nayarit (calumnia), Yucatán (calumnia).
• Prisión de tres meses a tres años: Durango (injurias).
• Prisión de seis meses a tres años: Nuevo León (difamación).
• Prisión de tres días a cinco años: Sonora (calumnia).
• Prisión de tres meses a cinco años: Zacatecas (calumnia).
• Prisión de dos a cinco años: Colima (calumnia). 

187 Sonora sigue penalizando la calumnia, art. 284. 
188 Zacatecas tiene penalizada la calumnia, art. 274.
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• Prisión de dos a seis años: Nuevo León (calumnia).
• Prisión de tres a cinco años: Michoacán (ataques al honor).

Cabe precisar que, con punibilidades tan diversas como las 
apuntadas, se habilita que se actualicen respuestas para el mismo 
hecho, con consecuencias abismalmente distintas dependiendo 
de la entidad federativa. Ello es contrario a las libertades infor-
mativas, porque coincido en que el simple hecho de que haya una 
posibilidad “de ser privado de la libertad por ejercer tu derecho, 
puede generar un efecto de amedrentamiento para no hablar de 
ciertos temas”.189

La situación anterior se agrava, porque aunque son menos las 
entidades federativas que lo penalizan, la mayoría de éstas aplica 
el principio de extraterritorialidad, sin establecer que los hechos 
delictuosos tengan ese mismo carácter en la entidad que se ejecu-
tan y en el estado que lo tiene tipificado190 —salvo Yucatán, Cam-
peche y Zacatecas—191. Ello permite que los particulares puedan 
denunciar en estas entidades, aun cuando en la entidad en la que 
se ejecutó no tenga ese carácter, principalmente porque pueden 

189 Erendida Aquino, “Difamación, antimemes y los delitos contra la liber-
tad de expresión que siguen vigentes en México”, Animal Político. 

190 Por ejemplo, Colima en su Código Penal, artículo 14, prevé que el prin-
cipio de aplicación extraterritorial de la ley penal establece que este código se 
aplicará, asimismo, por los delitos cometidos en otra entidad federativa cuan-
do: I) produzcan efectos dentro del territorio del estado de Colima; II) sean 
permanentes o continuados y se sigan cometiendo en el territorio del estado 
de Colima. Durango, en el artículo 8o. de su Código Penal, dispone los dos 
supuestos de Colima, además de II, por los delitos cuya ejecución se inicie fuera 
del territorio del estado, si se consuma dentro del mismo. Hidalgo en su Código 
Penal, artículo 5o., establece que este código se aplicará cuando el resultado del 
delito se produzca en el territorio del estado, aunque aquel se haya iniciado fuera 
de él. Igualmente, cuando a efectos del delito se produzca en el territorio del 
estado, aunque se haya cometido en otra entidad federativa, siempre que en ésta 
no se haya ejercitado la acción penal por el mismo hecho, etcétera.   

191 Yucatán en su Código Penal lo dispone en el artículo 1o., párrafo II: se 
aplicará el principio de extraterritorialidad, en delitos iniciados, preparados o 
cometidos fuera del estado, cuando produzcan o se pretenda que tengan efectos 
en el territorio del mismo, siempre que concurran las siguientes circunstancias: 
a) […] b) que la infracción sea considerada delictuosa en el lugar de su comisión y 
en el Estado. En el mismo sentido, se establece en Campeche en el artículo 11.1 
de su Código Penal y en Zacatecas en el artículo 2o. de su Código Penal.
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esgrimir que produce efectos en estas entidades, máxime con la 
convergencia mediática que potencializa los alcances y hace po-
sible la difusión vía internet y en redes sociales de medios de 
comunicación clásicos o de páginas y sitios web, cuyos conteni-
dos se difunden con facilidad en estas entidades federativas. Por 
consiguiente, el principio de extraterritorialidad impide el prin-
cipio de previsibilidad y coloca a cualquier persona que ejerza las 
libertades informativas en una situación de inseguridad jurídica y 
afecta la libertad de expresión en sentido amplio, al inhibir a los 
periodistas o a los defensores de derechos humanos, lo que pro-
duce autocensura.

Aunado lo anterior, se constató la existencia de conceptos am-
biguos que suponen una restricción indebida de la libertad de ex-
presión en sentido amplio, en la que de ningún modo se prevé la 
tipificación sólo para los ataques más graves. Por ejemplo, en Du-
rango el tipo de injurias contiene conceptos ambiguos, tal como 
se desprende de su literalidad: “a quien fuera de una contienda de 
obra y palabra con ánimo de ofender ejecute una acción o profie-
ra una expresión que por su naturaleza, ocasión o circunstancia, 
pueda perjudicar la reputación del agraviado”. Concretamente, la 
voz “pueda” en efecto permite privar de la libertad a la persona 
por sólo una posibilidad y no por una conducta que necesaria-
mente cause un daño efectivo y en la que tampoco se considera 
si se hizo con el propósito de causar perjuicio. Por esta razón es 
contrario al fin del principio de legalidad, al no garantizar la se-
guridad jurídica de las personas en dos dimensiones distintas: “i) 
permitir la previsibilidad de las consecuencias de los actos propios 
y, por lo tanto, la planeación de la vida cotidiana y ii) proscribir 
la arbitrariedad de la autoridad para sancionar a las personas”.192

Otro de los supuestos ambiguos, que estaba previsto en el Có-
digo Penal para el estado de Nayarit, acaba de resolverse por la 
scjn, en la acción de inconstitucionalidad 113/2015 promovida 
por la cndh, por la modificación del artículo 335 del Código Pe-
nal, en la que se declaró la invalidez de los artículos 335 y 341 en 

192 scjn, Acción de inconstitucionalidad 113/2015, promovida por la cndh, 
sesión del 29 de mayo de 2018, con 10 votos a favor y uno sin voto, basado en 
el Problemario.
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la porción normativa “ni de la calumnia”. En el caso del artículo 
335, porque “la formulación normativa del tipo penal [de calum-
nia] resulta violatoria del derecho fundamental, dado que tiene 
un efecto especialmente negativo sobre el ejercicio de la libertad 
de expresión”.193 

Sumado a lo anterior, el artículo 341 del Código Penal de Na-
yarit no permitía valorar los criterios del interés público y repor-
taje neutral como excluyente de responsabilidad, al disponer que 
“no servirá de excusa de la difamación, “ni de la calumnia”, que 
el hecho imputado sea notorio, o que el responsable no haya he-
cho más que reproducir lo ya publicado en la república o en otro 
país”, lo que hace patente que

no satisfaga el requisito de necesidad en una sociedad democráti-
ca. La restricción no está adecuadamente orientada a satisfacer los 
intereses públicos imperativos que se pretenden proteger y entre 
las opciones para alcanzar el objetivo mencionado, la restricción 
en análisis está muy lejos de ser la que restringe en menor escala el 
derecho a la información. Por el contrario, la medida desborda al 
interés que la justifica y no es conducente a obtener el logro de ese 
legítimo objetivo, sino que interfiere de manera sobre inclusiva en 
el efectivo ejercicio del derecho [a la información].194

Frente a estas arenas movedizas en las que nos encontramos, la 
respuesta a la interrogante planteada al iniciar el tema 4.2 es, de-
finitivamente, la urgente e indispensable despenalización de los 
delitos contra el honor en todas las entidades federativas. Para 
afirmarlo tomo en cuenta que el derecho penal es el más restric-
tivo; existen conceptos ambiguos, concurre la falta de claridad de 
los jueces respecto a los requisitos de interés público y veracidad 
en el ámbito interno e interamericano, los tipos penales no están 
previstos sólo para los ataques más graves y el criterio de extrate-
rritorialidad vulnera el principio de previsibilidad. En consecuen-
cia, es la suma de todos estos elementos lo que invierte la relación 
entre el derecho a la libertad de expresión y su restricción, y lleva 

193 Idem.
194 Idem.
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a anular la libertad de expresión en sentido amplio, lo cual es 
contrario a los estándares interamericanos y del sistema universal 
desarrollado en los temas 4.1.2 y 4.1.1, respectivamente.

En este marco y con la reforma de junio de 2011, el legislador 
estatal está incumpliendo su obligación de armonización de la 
legislación secundaría a los estándares internacionales, principal-
mente el primer proceso de armonización legislativa, que 

impone un deber de depuración de leyes existentes —por vía le-
gislativa—, aquellas normas que entran en contradicción con las 
normas de derechos humanos. En concreto se trata de una abroga-
ción o derogación de disposiciones legislativas inconstitucionales o 
inconvencionales por causas supervinientes.195

Asimismo, se recomienda que el legislador en el Código Penal 
Nacional derogue los delitos contra el honor y la fama pública; 
sin embargo, hasta donde llega nuestro conocimiento, el proyec-
to de este código, elaborado por el Inacipe, establece los tipos 
penales de difamación y calumnias, en los artículos 221 y 222, 
respectivamente; luego, esto iría en contra de la depuración le-
gislativa que para Salazar “significa que todas las autoridades 
legislativas —federales y locales— están obligadas a crear leyes: 
a) que no contradigan lo que señala el bloque de derechos huma-
nos; b) que desarrollen los derechos y las garantías de éstos”, 196 
pues no respeta el principio de intervención mínima del derecho 
penal y olvida, como mencioné líneas arriba, que para el cddhh, 
la Corteidh y la cidh el derecho penal es el medio más restrictivo 
y severo para las libertades informativas, que va en contra de los 
estándares internacionales y por lo mismo es inconvencional.

Así, con la despenalización de los delitos contra el honor con 
una aplicación general, completa en los ámbitos nacional y esta-
tal, el legislador contribuirá a mantener el disfrute de las liber-
tades informativas en México y frenar cualquier posibilidad de 
autocensura, que conduzca a la renuncia “por temor a ejercer su 

195 Pedro Salazar (coord.), La reforma constitucional sobre derechos humanos. 
Una guía conceptual, p. 134. 

196  Ibid., p. 135.
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derecho a la libertad de expresión del modo desenvuelto que es 
propio de una democracia consolidada”.197

Ahora bien, la propuesta de despenalización de delitos contra 
el honor en general —y el necesario fortalecimiento de la vía civil 
en el sentido de fijar reglas claras para evitar montos despropor-
cionados en las indemnizaciones de los órganos de la jurisdicción 
civil— me lleva a verificar la regulación del derecho de réplica en 
México, como una vía idónea para la protección del derecho al 
honor y menos restrictiva para la libertad de expresión en sentido 
amplio.

III. Derecho de réplica

Por primera vez, el 12 de noviembre de 2007, en la cpeum se 
incorporó expresamente el derecho de réplica, artículo 6o. Cabe 
aclarar que no es que el derecho de réplica fuera inexistente ante-
riormente, sino que faltaba su reconocimiento expreso. Empero, 
para que se reglamentara tuvieron que pasar casi ocho años; así, 
el 4 de noviembre de 2015 se expide la ley reglamentaria del ar-
tículo 6o., párrafo primero, de la cpeum, en materia de derecho 
de réplica (en adelante Ley reglamentaria del derecho de réplica).

Es necesario hacer notar que la reglamentación del derecho de 
réplica fue un paso importante; sin embargo, contenía diversas 
porciones normativas inconstitucionales que resolvió la scjn en 
las acciones de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 
124/2015 y 125/2015. Puede decirse, entonces, que el poder ju-
dicial tiene una labor significativa en el proceso de armonización 
legislativa, al extremo de contribuir a garantizar el derecho a la 
réplica, a mantener una vía de reparación frente a la vulneración 
del derecho al honor por informaciones inexactas, y a asegurar el 
requisito de veracidad de la información.

En este apartado se explica qué se entiende por derecho de 
réplica y la crítica a la falta de correspondencia entre el nombre 
y el contenido del derecho, quiénes son los titulares y los sujetos 

197 scjn, Acción de inconstitucionalidad 113/2015, op. cit.
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obligados, el plazo para ejercerlo, los requisitos, la procedencia, el 
procedimiento judicial y la resolución, todo a la luz de la acción 
de inconstitucionalidad 22/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015.198

1. Definición 

Se entiende por derecho de réplica el derecho de toda persona a 
que se publiquen o difundan las aclaraciones respecto a datos o 
informaciones transmitidas por los sujetos obligados, frente a he-
chos que le aludan, que sean inexactos o falsos, cuya divulgación 
le cause agravio: político, económico, en su honor, vida privada 
o imagen.199 En esta definición, la expresión “derecho de réplica” 
no corresponde al contenido del derecho, porque este último se 
refiere a rectificar, es decir, a “contradecir algo que se considera 
inexacto”200 y no a la réplica, que es “contestar a una respuesta”201 
o argumento.

Aun así, el problema no se centra únicamente en que el nom-
bre del derecho no concuerde con el contenido, sino en que se 
reducen los derechos de rectificación y réplica a uno solo: el dere-
cho de rectificación, más cuando en la Ley de Delitos de Impren-
ta publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de abril de 
1917, artículo 27, se reconoce tanto el derecho de réplica como 
el de rectificación, al establecer: 

Los periódicos tendrán la obligación de publicar gratuitamente las 
rectificaciones o respuestas que las autoridades, empleados o particula-
res quieren dar a las alusiones que se les hagan en los artículos edi-
toriales, párrafos, reportazgo o entrevistas, siempre que la respuesta 
se dé dentro de los ocho días siguientes a la publicación que no sea 

198 Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015, de la décima época, sustentada por el pleno de la scjn, localizable 
con el número de registro 27879.

199 Artículo 2o., fracción ii, de la Ley reglamentaria del artículo 6o., párrafo 
primero, de la cpeum, en materia de derecho de réplica. 

200 María Moliner, Diccionario de uso del español, p. 886. 
201 Ibid., p. 927.
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mayor su extensión del triple de párrafo o artículo que contenga 
la alusión que se contesta, tratándose de autoridades, o del doble, 
tratándose de particulares.

En cambio, en el sistema interamericano, el nombre “derecho de 
rectificación” sí corresponde a su contenido, al establecer en el 
artículo 14 de la cadh que podrá ejercer el derecho de rectifica-
ción, toda persona afectada por “informaciones inexactas o agra-
viantes” emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión 
legalmente reglamentados.

Pese a que en la definición del derecho de réplica hay una 
reducción, en la Ley reglamentaria de este derecho, en algunas 
de sus disposiciones, se incluye como parte de su contenido la 
rectificación o respuesta, por ejemplo, en el segundo párrafo del 
artículo 10 de la Ley reglamentaria en cuestión.

2. Titulares del derecho de réplica

Son titulares del derecho de réplica: la persona física o moral; los 
partidos políticos, los precandidatos y los candidatos a puestos de 
elección popular, debidamente registrados ante instancias electo-
rales.202 

Ahora bien, en caso de que la persona física se encuentre impo-
sibilitada, el derecho lo puede ejercer el o la cónyuge, concubina, 
conviviente o parientes consanguíneos. Por su parte, las personas 
morales lo ejercerán a través de sus representantes legales.

Aunado a lo anterior, la scjn, en la acción de inconstituciona-
lidad 22/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 125/2015, declaró la 
inconstitucionalidad del artículo 3o., párrafo segundo, en la porción 
normativa “en materia electoral, el derecho de réplica sólo podrá ser 
ejercido por el afectado”, al ser limitativa, principalmente, porque 
permitir que “persona distinta al aludido pueda aclarar la informa-
ción que se aduce inexacta garantiza que las versiones relevantes 
serán publicadas y que, por lo tanto”, las personas conozcamos la ve-

202 Artículo 3o. de la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de 
la cpeum, en materia de derecho de réplica.
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racidad de los hechos difundidos.203 En consecuencia, no se advierte 
razonabilidad detrás de excluir a los precandidatos o candidatos del 
ejercicio del derecho de réplica mediante un sujeto legitimado en los 
casos previstos.204 

3. Sujetos obligados

La Ley reglamentaria del derecho de réplica establece, en su artículo 
4o., como sujetos obligados a: 

a) los medios de comunicación,205

b) las agencias de noticias,206

c) los productores independientes,207

d) cualquier otro emisor de información responsable del contenido 
original.

Respecto al último sujeto obligado, en la acción de inconsti-
tucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 125/2015 
se planteó la invalidez del artículo 4o., párrafo primero, porque 
no precisa quiénes tienen el carácter de emisor de información, 
lo que a decir de la cndh genera incertidumbre e inseguridad 

203 Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015, op. cit., p. 53.

204 Ibid., p. 54.
205 Es la persona, física o moral, que presta servicios de radiodifusión, servi-

cios de televisión o audio restringidos; o que de manera impresa y/o electrónica 
difunde masivamente ideas, pensamientos, opiniones, creencias e informaciones 
de toda índole y que opera con sujeción a las disposiciones legales aplicables 
(artículo 2o., fracción iii, de la Ley reglamentaria del derecho de réplica).

206 Empresa o institución que obtiene información, materiales editoriales o 
fotográficos, para venderlos o ponerlos a disposición de los medios de comuni-
cación, mediante acuerdo o contrato. Es la persona, física o moral, que genere y 
sea responsable de producir contenidos que sean publicados o transmitidos por 
los medios de comunicación (artículo 2o., fracción i, de la Ley reglamentaria del 
derecho de réplica).

207 Es la persona, física o moral, que genere y sea responsable de producir 
contenidos que sean publicados o transmitidos por los medios de comunicación 
(artículo 2o., fracción iv, de la Ley reglamentaria del derecho de réplica).
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de quiénes podrían considerarse sujetos obligados, al extremo de 
que: 

podría arribarse a la conclusión de que todas las personas que di-
fundan información, con independencia del “medio” o el “canal” 
en que difundan, puedan ser consideradas como sujetos obligados. 
Se afirma en la demanda que tal situación de incertidumbre podría 
inhibir o restringir el flujo de información, puesto que las personas 
se podrían ver desalentadas a emitir opiniones o difundir informa-
ción —inclusive en redes sociales— ante la mera posibilidad de que 
se les considere como sujetos obligados y, en consecuencia, se les 
exija publicar la réplica en un espacio personal.208

Sin embargo, la scjn resolvió declarar la constitucionalidad de 
la porción “cualquier otro emisor de información responsable 
del contenido original”, porque esta indeterminación permi-
te una aplicación a casos “novedosos”; aun así, señaló que sólo 
podrá y debe ser considerado “como emisor responsable” aque-
lla persona física o moral que “genere o difunda masivamente 
información”.209 Frente a las dos posturas, la de la cndh y la de la 
scjn, en mi opinión, el criterio de la scjn permite que se obligue 
a personas físicas o morales que tienen medios de comunicación 
digitales —páginas web y sitios web—210 que difunden y generan 
contenidos, además de aquellas que generan o difunden conte-
nidos basados principalmente en hechos, por ejemplo Cultura 
Colectiva, blogs —visitas—211 y las redes sociales como Facebook 
—por el número de veces compartidas y reacciones—, Twitter —
por el número de retuits y respuestas— y YouTube —el número de 
reproducciones y reacciones—. En los blogs y las redes sociales la 
generación y difusión masiva de información se puede demostrar 
con el número de visitas, reproducciones y reacciones.

208 Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015, op. cit., p. 34.

209 Ibid., p. 37.
210  Principalmente, porque las dependencias y diversos medios de comuni-

cación tradicionales tienen páginas web. Igualmente, existen medios digitales, 
por citar un caso: Medio Digital Semanario Playa News de Quintana Roo.

211  Debido a que varios periodistas tienen un blog. 
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Comparto el criterio de la corte, porque, desde mi perspectiva, 
las personas físicas o morales que difunden información —he-
chos— a través de medios de comunicación digitales —páginas 
webs y sitios webs—, un blog o que publican en redes sociales 
deben cumplir con el requisito de veracidad e incluso con la pu-
blicación de réplica, sin que ello, en principio, implique aplicar-
les las sanciones contenidas en los artículo 38, 39 y 40 de la Ley 
reglamentaria del derecho de réplica, como en el caso de los prime-
ros tres sujetos obligados, es decir, los medios de comunicación, 
los operadores independientes y las agencias de noticias. Frente a 
ello, es indispensable que el legislador reforme los artículos 38, 39 
y 40 e incluya a los medios de comunicación digitales como suje-
tos obligados expresamente. En este sentido, Arellano apunta que 
la Corte Suprema, en el asunto Obsidian Finance Group, LLC vs. 
Cox, mencionó que los blogs pueden ser considerados medios de 
comunicación.212 

Además, cabe resaltar que la Ley reglamentaria del derecho 
de réplica contiene una disposición jurídica que contribuye a fo-
mentar la interculturalidad, al disponer —artículo 3o., párrafo 
cuarto— que cuando la réplica se ejerza frente a los medios de 
comunicación operados o administrados por los pueblos y comu-
nidades indígenas, el procedimiento se seguirá de conformidad 
con las condiciones que determinen sus propias formas de orga-
nización.

4. Plazo para ejercer el derecho de réplica

En la Ley reglamentaria del derecho de réplica, del 4 de noviem-
bre de 2015, artículo 10, segundo párrafo, se establecía un plazo 
no mayor de cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente 
al de la publicación.

Sin embargo, con motivo de la acción de inconstitucionalidad 
122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 125/2015, la scjn declaró 

212 Wilma Arellano Toledo y Rodrigo Cetina Presuel, “El derecho a la infor-
mación en México y EE.UU. Desarrollo normativo y jurisprudencial”, 2015, p. 
164.
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inválido el artículo 10, párrafo segundo, de la Ley reglamentaria 
del derecho de réplica, la porción normativa, que se indicó arriba. 
Esto se debe a que la suma de los dos elementos —el plazo de cinco 
días y el hecho de que comience a correr a partir del día siguiente 
de la publicación o transmisión de la información— generaba una 
norma desproporcionada.

Por ello la scjn consideró que el legislador debía “cuidar man-
tener un balance entre el derecho a la seguridad jurídica de los 
medios de comunicación y, por otro, la real oportunidad de 
los sujetos afectados de ejercer el derecho de réplica en los plazos 
que resulten realistas y proporcionales. La norma vigente no logra 
este balance”.213

Por esta razón, el legislador, cumpliendo con su obligación ar-
monizadora, reformó el segundo párrafo del artículo 10 de la Ley 
reglamentaria del derecho de réplica, que quedó como sigue: 

Cuando no se actualice el supuesto previsto en el párrafo anterior, 
la persona que desee ejercer el derecho de réplica deberá presentar 
ante el sujeto obligado, en el plazo no mayor a quince días hábiles, 
contados a partir del día siguiente al de la publicación o transmisión 
de la información que se desea rectificar o responder.214  

5. Casos en los que no procede la publicación o transmisión de la réplica

Después de la ejecutoria de la acción de inconstitucionalidad 
122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 125/2015, de los ocho 
casos previstos en el artículo 19 de la Ley reglamentaria del dere-
cho de réplica, pasaron a ser seis en los que no procede la publi-
cación o transmisión de la réplica; los otros dos fueron declarados 
inconstitucionales.

213 Ibid., p. 112.
214 Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 10 de la 

Ley reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de la cpeum, en materia de 
derecho de réplica, Diario Oficial de la Federación del 30 de mayo de 2018. 
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En efecto, los casos en los que no procede la publicación o 
transmisión de la réplica, de acuerdo con el artículo 19 de la Ley 
reglamentaria del derecho de réplica, son:

I. Cuando se trate de transmisiones en vivo y la réplica ya se 
haya realizado.

II. Cuando no se ejerza en los plazos y términos previstos en la 
Ley.

III. Cuando no se limite a la aclaración de los datos o informa-
ción que aluda a la persona, que sea inexacta y falsa y cuya 
difusión le ocasione un agravio.

VI. Cuando la información previamente haya sido aclarada, 
siempre y cuando se le otorgue la misma relevancia que la 
que le dio origen.

VII. Cuando la réplica verse sobre información oficial que en for-
ma verbal o escrita emita cualquier servidor público y que 
haya sido difundida por una agencia de noticias o medio de 
comunicación.

VIII. Cuando la información publicada o transmitida por el medio 
de comunicación provenga de una agencia de noticias y se 
haya citado a dicha agencia. 

Como declara la scjn, los dos supuestos normativos inconsti-
tucionales del precepto anterior son: iv. “cuando sea ofensiva” 
o contraria a las leyes; v. cuando la persona no tenga “interés 
jurídico” en la información controvertida. El primero, desde la 
perspectiva de que la expresión “cuando sea ofensiva” es un pará-
metro subjetivo que deja a juicio del sujeto obligado la determi-
nación de qué información o expresiones se consideran ofensivas, 
sin que exista ningún parámetro objetivo que le permita orientar 
su decisión. Respecto a la parte normativa, “contrario a las leyes” 
también resulta inconstitucional, puesto que la verificación de si 
cierto contenido resulta o no contrario a una ley requiere de un co-
nocimiento técnico que no puede exigirse a los sujetos obligados, 
sobre todo cuando una interpretación incorrecta de la ley tendría 
como efecto que el interesado no pueda ejercer de inmediato un 
derecho constitucional, al tiempo de acudir a un órgano jurisdiccional 
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para revertir la interpretación del sujeto obligado.215 El segundo su-
puesto es inconstitucional, a juicio de la scjn, porque deja al arbitrio 
de los sujetos obligados determinar si una persona goza o no de interés 
jurídico o legítimo, con lo cual concuerdo.

6. Procedimiento judicial y requisitos

A. Competencia

Serán competentes para conocer los procedimientos judiciales 
que se promuevan en torno al ejercicio del derecho de réplica los 
tribunales de la federación, concretamente, en razón al territorio, 
el juez de distrito del lugar que corresponda al domicilio en que 
resida la parte solicitante; en caso de que no resida un juez de dis-
trito, tendrán la facultad los jueces de primera instancia dentro de 
cuya jurisdicción radique el sujeto obligado.

B. Procedimiento

El procedimiento judicial en materia de derecho de réplica se ini-
cia a petición de parte. La solicitud de inicio del procedimiento 
deberá presentarse dentro del plazo de cinco días hábiles siguien-
tes a la fecha en que la parte legitimada debió haber recibido la 
notificación; en el caso de que no la hubiera recibido o cuando no 
estuviere de acuerdo con el contenido de la réplica, en la fecha en 
la que el sujeto obligado debió haber publicado o transmitido la 
aclaración correspondiente.216

Requisitos y pruebas de la solicitud de inicio del procedimiento:217

 — Nombre y domicilio de la parte solicitante o de quien promueva 
en su nombre.

 — Domicilio para oír o recibir notificaciones.

215  Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015, op. cit., pp. 73 y 74.

216 Artículo 24 de la Ley reglamentaria del derecho de réplica.
217 Artículo 25 de la Ley reglamentaria del derecho de réplica.
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 — Nombre y domicilio de la parte demandada.
 — Descripción de la información, programa o publicación materia 

del derecho de réplica.
 — Pretensión que se deduzca en el procedimiento judicial en mate-

ria del derecho de réplica.
 — Relación sucinta de los hechos que fundamentan su petición.
 — Las pruebas que acrediten la existencia de la información que 

hubiere sido difundida por un medio de comunicación, agencia 
de noticias, operador independiente, y las que demuestren la fal-
sedad o inexactitud de la información publicada.

 — Las consideraciones de derecho que estime pertinentes y nece-
sarias.

 — La firma del solicitante. 

La scjn, en el séptimo requisito, declaró inválida la parte norma-
tiva “o las que demuestren el perjuicio que dicha información le 
hubiere ocasionado”, dado que ninguna de las dos posibles lectu-
ras de esta porción normativa resulta conforme al alcance consti-
tucional que la scjn ha conferido al derecho de réplica: 

la primera exige probar la falsedad o inexactitud de la información 
publicada, y también el perjuicio que dicha información le hubiere 
ocasionado al solicitante. La segunda confiere una opción al solici-
tante de probar disyuntivamente: a) la falsedad o inexactitud de la 
información publicada, o b) el perjuicio que dicha información le 
hubiere ocasionado.218

Una vez admitida la solicitud, el juez emplazará de manera inme-
diata al sujeto obligado, para que dentro del plazo “de cuatro días 
hábiles” antes de que surta efecto el emplazamiento, conteste su 
escrito, y haga valer sus excepciones y defensas. “Dentro de los 
dos días hábiles siguientes” a la contestación de la demanda, el 
juez citará a las partes a audiencia de desahogo de pruebas y ale-
gatos, en la cual podrá dictar sentencia o, en su caso, dentro de 
las 24 horas siguientes.

218 Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumuladas 124/2015 y 
125/2015, op. cit., p. 28.
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En definitiva, el derecho de réplica es un mecanismo garante 
de la libertad de expresión en sentido amplio, que permite garan-
tizar el derecho al honor, dado que sus plazos son razonables para 
el solicitante y los sujetos obligados. La celeridad del procedi-
miento permite que las mismas personas que leyeron, escucharon 
o vieron el contenido de la información inexacta puedan conocer 
la réplica. No obstante, es pertinente que el legislador o el Poder 
Judicial, en el cumplimiento de su obligación de armonización 
legislativa, reconozca expresamente que el derecho de réplica pro-
tege la rectificación y la respuesta; en los sujetos obligados, ex-
presamente, se incluyen los medios de comunicación digitales, 
y además se valora si los blogueros, youtubers y tuiteros, cuando 
difunden contenidos basados en hechos, tienen la obligación de 
cumplir con el requisito de veracidad y publicar la réplica, ser o 
no sujetos a sanciones. 

En los capítulos anteriores de este libro se exponen, a grandes 
rasgos, los retos y las propuestas en el ámbito normativo para ase-
gurar los derechos de los periodistas, que conduzcan a la protec-
ción y garantía del ejercicio de la libertad de expresión y derecho 
a la información, para que, en un futuro próximo, México sea 
un país que tenga un marco normativo con las mayores garantías 
jurídicas, con instituciones eficaces y mecanismos con recursos 
personales y económicos, que garanticen que los periodistas pue-
dan llevar a cabo su actividad en libertad, con seguridad y sin 
autocensura.
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CAPÍTULO CUARTO

LA CRISIS DE LAS LIBERTADES 
INFORMATIVAS EN MÉXICO

No extraña que México sea uno de los países que tienen una si-
tuación difícil en materia de libertad de expresión y derecho a la 
información, cuando de los datos y noticias se desprenden por-
centajes elevados de impunidad en materia de asesinatos, ataques, 
agresiones, amenazas, intimidaciones y detenciones a periodistas, 
tal como se muestra en el mapa.

MÉXICO

CUBA
HAITÍ

TRINIDAD Y TOBAGO

GUAYANA
SURINAM

GUYANA FRANCESA

GUATEMALA
EL SALVADOR

COSTA RICA
PANAMÁ

NICARAGUA

HONDURAS
BELICE

JAMAICA REP. DOMINICANA

BUENA SITUACIÓN

SITUACIÓN MÁS BIEN BUENA

PROBLEMAS SIGNIFICATIVOS

SITUACIÓN DIFÍCIL

SOTUACIÓN MUY GRAVE

ÍNDICE DE POBREZA

ÍNDICE DE IMPUNIDAD

VENEZUELA

COLOMBIA

ECUADOR

PERÚ

BOLIVIA

BRASIL

LA LIBERTAD DE PRENSA
EN AMÉRICA LATINA

CHILE

ARGENTINA

PARAGUAY

URUGUAY

66.57%

67.24%

65.04%

69.21%
53.4%

59.28%
59.28%

38.4%

28.0%

32.1%

Fuente: Elaboración propia con base en información de Clasificación mundial 
de la libertad de prensa 2018, Reporteros sin fronteras e índice global de im-
punidad 2017, Universidad de las Americas Puebla, UDLAP Jenkins Graduate 
School y Centro de Estudios sobre Impunidad y Justicia.
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Cabe señalar que, para realizar la clasificación mundial de la 
libertad de prensa 2018, Reporteros Sin Fronteras219 utilizó los 
siguientes indicadores: 

1) Independencia de los medios de comunicación.
2) Calidad del marco legal.
3) Seguridad de los periodistas.
4) Pluralismo.
5) El ambiente en que los periodistas llevan a cabo su trabajo y la 

autocensura.
6) La transparencia.

Del mapa anterior se desprende que es mayor el número de paí-
ses que se encuentran con problemas significativos: República 
Dominicana, Nicaragua, Panamá, Guayana, Ecuador, Bolivia, 
Argentina, El Salvador y Brasil. Seis países en situación difícil: 
Colombia, México, Guatemala, Honduras, Paraguay, Venezuela 
y uno en situación muy grave: Cuba. Y son menos los países (seis) 
en situación más bien buena: Chile, Surinam, Guayana Francesa, 
Belice, Uruguay, Trinidad y Tobago y, con buena situación, dos: 
Costa Rica y Jamaica. 

Este contexto me lleva a reflexionar, principalmente, sobre el 
Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y periodistas, aunque mencionaré algunos aspectos ge-
nerales de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos cometi-
dos contra la Libertad de Expresión (feadle), para verificar si se 
garantiza la seguridad de los periodistas que les permita desarro-
llar su actividad en libertad y sin autocensura, sobre todo porque, 
como apunta la cidh, la violencia contra periodistas.220

 — Vulnera el derecho de las víctimas a expresar y difundir sus ideas, 
opiniones e información.

219 Es una organización independiente, fundada en 1985, líder en el mundo 
en defensa y promoción de la libertad de información [en línea]. 

220 Fundación para la democracia de Washington, Estándares internacionales 
para la libertad de expresión: Guía básica de operadores de justicia en América 
Latina, p. 12.
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 — Viola los derechos de todas las personas y las sociedades a buscar 
y recibir información.

 — Genera un efecto amedrentador de silenciamiento y autocensura 
de comunicadores y comunicadoras.

I. Situación de México 

De las narrativas existentes en México se desprende un entorno 
en el que los ataques, las amenazas, las agresiones, las detencio-
nes, las desapariciones, las torturas y los asesinatos se ejercen de 
manera particular sobre los periodistas, por el desarrollo del ejer-
cicio de las libertades informativas cuando denuncian e informan 
respecto a temas como el crimen organizado, la corrupción, 
el narcotráfico, etcétera. Ello no excluye que otras personas, sin 
importar su actividad, también sean silenciadas por denunciar ac-
tos de corrupción; especialmente porque la información es herra-
mienta indispensable para despertar y crear el interés que propicia 
el debate entre personas, para después expresar la opinión u opi-
niones públicas libres que controlen y frenen las arbitrariedades 
de las autoridades y particulares en México, que es considerado 
el país más peligroso para la actividad periodística en América, y el 
segundo en el mundo, después de Siria.221

Con el objeto de demostrar la violencia generalizada que su-
fren los periodistas, se elaboraron dos gráficos sobre el tipo de 
agresiones contra ellos y los posibles agresores, que comprenden 
los datos de 2017 y lo que va de 2018, labor que no fue fácil por 
la “inexistencia de un sistema único que recopile datos sobre agre-
siones a periodistas, criterios y metodologías distintas en la reco-
pilación de datos por las instituciones federales y estatales”.222 En 
el tipo de agresiones, en lo que va de 2018, en comparación con 

221 cencos, “Seis asesinatos y casi 200 agresiones a periodistas en 2018; 60 
fueron en contexto electoral” [en línea]. 

222 Informe conjunto del relator especial de Naciones Unidas sobre la Promoción 
y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión y el relator especial 
para la Libertad de Expresión de la cidh sobre la misión México, 7 de noviembre 
al 4 de diciembre de 2017 [en línea].
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2017, se han incrementado el secuestro y privación de la libertad, 
y la amenaza sigue siendo una modalidad de agresión e intimida-
ción para generar zonas de silencio en el país, como se despren-
de de los siguientes gráficos. Los principales agresores continúan 
siendo, en lo que va de 2018, los funcionarios públicos.

Tipos de agresiones contra periodistas

0

20

40

60

80

100

120

Secuestro/Privación
de la libertad

Agresión física Amenaza Privación de la vida

2017

2018 (Enero-Julio)

Fuente: Elaboración propia con datos del Mecanismo de Protección para 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodístas, Informe estadístico 
2018 Julio, disponible en https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/
file/358977/Informe_Estadistico_Julio_2018.pdf y de Reporteros sin Fronteras, 
Clasificación mundial 2108 de la libertad de prensa, http://rsf.org/es/mexico 
(consultado 17 de septiembre de 2018).

Ana Cristina Ruelas destacó que, desde 2000, han sido asesina-
dos 116 periodistas y se han cometido más de 507 agresiones en 
2017.223 De los 12 periodistas asesinados en 2017, varios abor-
daban noticias sobre el crimen organizado y corrupción: Cecilio 
Pineda, Máximo Rodríguez Palacio, Miroslava Breach Velducea, 
Javier Valdez Cárdenas, Luciano Rivera; dos de ellos —Cecilio 
Pineda Brito (quien en un primer momento había aceptado) y el 
fotógrafo Édgar Daniel Esqueda— decidieron no aceptar el Me-
canismo Federal para la Protección de Defensores de los Derechos 
Humanos y Periodistas (el Mecanismo de Protección).

223 cencos, op. cit., nota 221.
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Posibles agresiones a periodistas 
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Fuente: Elaboración propia con datos del Mecanismo de Protección para 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodístas, Informe estadístico 
2018 Julio, disponible en https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/
file/358977/Informe_Estadistico_Julio_2018.pdf (consultado 17 de septiembre 
de 2018).

Cabe destacar que, entre las agresiones y amenazas contra perio-
distas en 2017, 11 fueron realizadas contra mujeres periodistas; 
algunas de ellas fueron hostigadas, acosadas y amenazadas de vio-
lación en redes sociales: Violeta Santiago, en Veracruz; Alfonsina 
Ávila, en Guanajuato; Abigail Soraya Arias, en Oaxaca; Alejandra 
Marina Martínez, en Michoacán; Susana Leticia Arellano, en 
Veracruz; Tamara de Anda, quien fue objeto de acoso y hostiga-
miento en redes sociales; Verónica Villalvazo, quien igualmente fue 
hostigada a través de redes sociales; San Juana Martínez, quien su-
frió amenazas  de muerte y de violación por redes sociales; Lydia 
Cacho; Cynthia Caballero; y una de ellas es indígena: Marcela de 
Jesús Natalia, en Guerrero.224 

La importancia de la violencia de género contra periodistas es 
indudable; de ahí la necesidad de brindar capacitación a los fun-
cionarios e implantar un enfoque de género en el Mecanismos de 
Protección —en el análisis de riesgo y en las medidas—, así como 

224 Estos datos de las periodistas fueron obtenidos de la cidh, Informe Anual 
de la Relatoría Especial para la Libertad de expresión 2017, oea/Ser.L/V/II, 
Doc.210/17, 31 de diciembre de 2017, pp. 292-302.
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en la feadle. Incluso, los relatores de la onu y la cidh declararon 
que “es urgente solucionar la falta de perspectiva de género en el 
Mecanismo”, además de tomar en cuenta las particularidades de 
los y las periodistas indígenas en el Mecanismo.225 

A las adversas condiciones ya descritas se une que los medios 
de comunicación también son objeto de amenazas de bomba 
—Semanario Zeta y Diario Quintana Roo— y robo de publicacio-
nes —Semanario Reporte Jalisco—; o los periodistas son despoja-
dos de sus equipos de trabajo, se les borra registros fotográficos y 
de video, o les roban computadoras, celulares, cámaras, etcétera.

Frente a las maneras para restringir las libertades informativas 
señaladas en las líneas anteriores, se han creado diversos mecanis-
mos de protección de los periodistas en los países que enfrentan 
una situación difícil en materia de libertad de prensa: Colombia, 
Honduras y México. 

En México, a la par del Mecanismo de Protección está la feadle, 
que es la autoridad encargada de dirigir, coordinar y supervisar las 
investigaciones y, en su caso, perseguir los delitos cometidos en 
contra de quienes ejercen la actividad periodística, o se cometan 
en razón del ejercicio del derecho a la información. 

La feadle ha sido objeto de diversos cuestionamientos, por-
que: 1) se han realizado nulos avances en la erradicación de la 
impunidad, 99.6 por ciento de delitos contra periodistas no han 
sido esclarecidos; 2) se ha reducido drásticamente su presupuesto, 
mientras que en 2014 era de 39 013 77, en 2018 es de 17 989 
700;226 3) se pone en entredicho su independencia después de 
la adquisición del software Pegasus, puesto que la Procuraduría 
General de la República (pgr), de la que forma parte la feadle, 
fue señalada  como uno de los compradores de dicho software; 4) 
carece de planes de investigación eficaces, no agota todas la líneas 

225 Informe conjunto del relator especial de Naciones Unidas sobre la Promoción 
y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión y el relator especial 
para la Libertad de Expresión de la cidh sobre la misión México… nota 255.

226  Véase “Presupuesto de Egresos de la Federación” [en línea] y “Presupues-
to total asignado a la Fiscalía [feadle]” [en línea].
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de investigación, no identifica a todas las personas responsables de 
los delitos, no analiza los contextos de éstos.227

Si bien es cierto que el Mecanismo de Protección también 
adolece de deficiencias y ha sido objeto de las mismas recomen-
daciones por parte de la rele que la feadle respecto a dotarlas 
de recursos suficientes para cumplir su labor, considero que es 
necesario conocer las medidas que se pueden solicitar al Mecanis-
mo de Protección, en la medida en que fortalece las obligaciones 
del Estado de crear un maquinaria institucional para prevenir las 
violaciones de las libertades informativas y la obligación de man-
tener su disfrute. Asimismo, en la Ley para la Protección de Per-
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas —25 de 
junio de 2012—, en el artículo 1o. se dispone que se crea el Me-
canismo de Protección para que el Estado atienda las obligaciones 
de protección, promoción y garantía de los derechos humanos. 

II. Mecanismos de protección de periodistas

Con la idea de contribuir con la obligación de promoción, a con-
tinuación se proporciona la información más relevante respecto 
al funcionamiento del mecanismo, para luego exponer cuáles son 
los retos desde la maquinaria institucional en la prevención de 
violaciones de los derechos de los periodistas y así poder determi-
nar si sólo se mantiene o se restituye el disfrute de las libertades 
informativas, o bien si ni siquiera eso y no se mejora.

1. Estructura orgánica del mecanismo

El mecanismo está integrado por tres órganos: la Junta de Go-
bierno, un Consejo Consultivo y una Coordinación Ejecutiva 
Nacional. 

227  Informe conjunto del relator especial de Naciones Unidas sobre la Promoción 
y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión y el relator especial 
para la Libertad de Expresión  de la cidh sobre la misión México…, párrs. 43, 45, 
55 y 46.
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A. La Junta de Gobierno 

La Junta de Gobierno es la instancia que toma decisiones para la pre-
vención y protección de periodistas. Está integrada por nueve miem-
bros: un representante de la Secretaría de Gobernación, uno de la Pro-
curaduría General de la República, uno de la Secretaría de Seguridad 
Pública, uno de la Secretaría de Relaciones Exteriores, uno de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos y cuatro del Consejo 
Consultivo, elegidos de entre sus miembros. Entre las atribuciones de 
esta junta cabe estacar dos: 1) determinar, decretar, evaluar, suspen-
der, y en su caso modificar las medidas preventivas y las medidas de 
protección; y 2) evaluar, suspender y en su caso modificar las medidas 
urgentes de protección (art. 8.1 y 8.2 de la lppddhp).

B. El Consejo Consultivo

Es el órgano de consulta de la Junta de Gobierno y está integrado 
por nueve consejeros que se eligen por convocatoria pública emi-
tida por la Junta de Gobierno.

C. La Coordinación Ejecutiva Nacional 

Es el órgano responsable de coordinar el funcionamiento del me-
canismo con las entidades federativas, con las dependencias de 
la administración pública federal y con organismos autónomos.

2. Financiación del mecanismo 

No hay duda de que el sistema de financiación es un factor im-
portante que permite a los órganos llevar a cabo sus competen-
cias. En este sentido, el mecanismo ha brindado medidas de 
protección “a un total de 10 colectivos de personas periodistas. 
Asimismo, desde su creación ha [otorgado] la protección a un to-
tal de 774 personas beneficiarias y actualmente 599 beneficiarios 
tienen sus medidas vigentes, de las cuales 374 son defensores y 
defensoras de derechos y 225 son periodistas”.228

228 cidh, Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 
2017, pág. 307.
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Lamentablemente, en el caso del Mecanismo de Protección se 
presentan dos problemas en el tema del financiamiento: el primero, 
la falta de transparencia del presupuesto, que dejó de aparecer como 
rubro desglosado en el Presupuesto de Egresos de la Federación a 
partir del año 2016.229 La falta de transparencia no es un asunto me-
nor, porque sin el aseguramiento del derecho de acceso a la informa-
ción disminuyen las posibilidades de frenar la corrupción. 

El segundo problema es la reducción del presupuesto del fi-
deicomiso, que es un fondo que tiene el propósito de destinar 
recursos económicos exclusivamente para la aplicación y opera-
ción de las medidas preventivas, medidas de protección y medidas 
urgentes de protección dictadas por el Mecanismo de Protección. 

De acuerdo con el siguiente cuadro, los recursos del fideicomi-
so han ido en descenso. Además, la rele declaró que en 2017 se 
le dotó de cero pesos, dato diverso al que establece la Secretaría 
de Gobernación, de 15 000 500 pesos.

Situación financiera fideicomiso 
del Mecanismo de Protección para Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas

Tabla 1. Saldo Acumulado y Ejercido del Fondo

Año Ingresos Rendimientos Ejercido Por ejercer Disponibilidad

2012 40.8 0.1 0 41.0

2013 127.5 2.9 1.3 - 170.1

2014 118.0 6.1 17.2 - 276.9

2015 102.0 8.3 54.6 - 332.7

2016 88.9 12.1 137.3 - 296.4

2017 15.5 12.1 223.2 - 100.8

2018 200.0 6.8 99.6 202.5 2.8

Cifras en miilones de pesos (MDP)

Medidas pagadas a 
diciembre 2017

Medidas por 
pagar de ene-sep 
2018 (Tabla 2)

Al 1 de octubre de 2108
= 202.5 -  Honorarios 
fiduciarios - Auditorias 

(Tabla 3)

Fuente: Secretaría de Gobernación, http://www.gob.mx/defensorasy periodistas/
articulos/fideicomiso-1032, (consultado 17 de septiembre de 2018).

229 “Bajan recursos para proteger a periodistas” [en línea], información co-
tejada con el desglose programático económico del presupuesto de egresos de 
la federación con respecto a la Secretaria de Gobernación en los años de 2016, 
2017 y 2018.
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Coincido con la rele en que el mecanismo no cuenta con re-
cursos suficientes para llevar a cabo lo que se propone, pues carece 
de transparencia en su presupuesto, en todas las estadísticas y da-
tos necesarios para el seguimiento de su aplicación.230

3. Tipos de medidas y contenido

Conviene señalar, antes de abordar los tipos de medidas, que para 
el trámite de incorporación al mecanismo sólo se aceptan las soli-
citudes que cuenten con el consentimiento del beneficiario, salvo 
que éste se encuentre impedido por causa grave. 

Hay tres tipos de medidas: preventivas, de protección y ur-
gentes de protección. Las primeras son un conjunto de acciones 
y medios a favor del beneficiario para evitar la consumación de 
agresiones. Las segundas consisten en un conjunto de acciones y 
medios de seguridad para enfrentar los riesgos y proteger los de-
rechos a la vida, la integridad, la libertad y la seguridad del bene-
ficiario. Las urgentes de protección son un conjunto de acciones y 
medios para resguardar de manera inmediata la vida, la integridad 
y la libertad del beneficiario.

Ahora bien, las medidas preventivas incluyen instructivos, ma-
nuales, cursos de autoprotección tanto individuales como colec-
tivos, y acompañamiento de observadores de derechos humanos 
y periodistas. 

Por su parte, las medidas de protección incluyen celular, radio 
o telefonía satelital; instalación de cámaras, cerraduras, luces y 
otras medidas de seguridad de instalaciones de un grupo o casa de 
personas; chaleco antibalas; detector de metales; autos blindados.

Por último, las medidas urgentes de protección son evacua-
ción, reubicación temporal, escoltas de cuerpos especializados y 
protección de inmuebles.

230 Informe conjunto del relator especial de Naciones Unidas sobre la Promoción 
y Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y de Expresión y el relator especial 
para la Libertad de Expresión  de la cidh sobre la misión México…, párr. 34 y 35.
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4. Plazo para dictar las medidas urgentes

De acuerdo con el artículo 26, fracciones i y ii, de la lppdddhp, 
en un plazo no mayor de 12 horas se emitirán las medidas urgen-
tes de protección y se pondrán en práctica.

III. Breve conclusión

En el estudio de la crisis de las libertades informativas en México 
se pone de manifiesto que el avance es mínimo, frente a una im-
punidad generalizada en las agresiones, amenazas, privación de la 
libertad, torturas, asesinatos, hostigamiento y acoso sexual a las 
mujeres periodistas. 

Por lo expuesto, resulta que el Estado mexicano cae en res-
ponsabilidad internacional por la vulneración de las libertades 
informativas y el derecho a la vida, al no frenar la impunidad de 
los asesinatos de periodistas, pues, como declara la Corteidh, la 
“investigación inadecuada del homicidio, en particular en el mar-
co contextual de la impunidad generalizada contra los homicidios 
a periodistas, constituye una violación de garantizar el derecho a 
la vida”.231 Y, además, constituye “una de las formas más violentas 
de suprimir el derecho a la libertad de expresión”.232

Por tanto, la supresión de la libertad de expresión por homi-
cidios de periodistas se produce de forma bidireccional: por un 
lado, afecta el derecho a comunicar al silenciar una voz, además 
de que puede tener “un impacto negativo en otros periodistas que 
deben cubrir los hechos de esa naturaleza, quienes pueden temer 
sufrir actos similares de violencia”; por otro lado, restringe el de-
recho a recibir información “sobre temas que les afectan, tales 
como el conflicto armado, el crimen organizado, el narcotráfico y 
la corrupción política”.233

231 Corteidh, Caso Carvajal Carvajal y otros vs. Colombia, Sentencia de 13 
de marzo de 2018, Serie C, 353, párr. 70. 

232 Ibid., párr. 75.
233  Idem.
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No hay duda de que la reducción del presupuesto de la feadle 
y el Mecanismo de Protección son la muestra de la falta de vo-
luntad y del incumplimiento del Estado mexicano de sus obliga-
ciones de proteger y garantizar las libertades informativas, lo que 
tiende a fortalecer y crear zonas de silencio. Así, hoy en México 
los periodistas no pueden ejercer libremente las libertades infor-
mativas y las personas en general no disfrutamos del derecho a 
recibir información plural y veraz. 
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CONCLUSIONES

ESCASEZ DE GARANTÍAS PARA PROTEGER 
Y GARANTIZAR LOS DERECHOS 

DE LOS PERIODISTAS EN MÉXICO 

A lo largo de este estudio hago sentir los efectos de la crisis en las 
libertades informativas que vivimos en México como una forma 
de propiciar la acción y empezar algo nuevo. 

Dicho ejercicio me conduce necesariamente a insistir en la im-
portancia de distinguir entre la libertad de expresión y el dere-
cho a la información por su objeto y requisitos. La libertad de 
expresión, stricto sensu, protege la emisión de opiniones, ideas y 
juicios de valor, y el derecho a la información de los hechos. La 
distinción entre ambos derechos ha sido abordada especialmente 
por tribunales internos como el tce y la scjn. En cambio, la Cor-
teidh, la scjn y el tce declaran que el requisito de veracidad sólo 
se exige a los hechos y no a las opiniones y juicios de valor. De 
ahí que en la exposición de las conclusiones sigamos con esta rela-
ción, porque, a mi entender, sólo así podemos enfocar adecuada-
mente la situación real de las libertades informativas en México. 

Hecha la distinción, cabe señalar que desde el desarrollo de la 
doctrina científica y jurisprudencial —en torno a la relación en-
tre democracia y libertad de expresión en sentido amplio; entre 
transparencia y rendición de cuentas, y las funciones de la opi-
nión pública u opiniones públicas— se desprende que las liberta-
des informativas son una piedra angular de la democracia, y que 
sin su garantía se desvanece y se debilita el sistema democrático.
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En cambio, la omisión o disminución de la información y la 
restricción de la libertad de expresión en sentido estricto supo-
nen la eliminación de la formación libre de la opinión pública u 
opiniones públicas, porque suprimen las ventajas obtenibles por 
el ciudadano de esa información y de la crítica que sobre ella se 
manifestará. De tal modo, también es necesario asegurar el plu-
ralismo informativo interno y externo, para dar cabida a la diver-
sidad de opiniones en los medios de comunicación y asegurar la 
existencia de fuentes diversas entre sí.

Después de insistir en que las libertades informativas son pie-
dra angular de la democracia, me deslizo por otro de los presu-
puestos del derecho a la información y la libertad de expresión 
stricto sensu: los derechos y deberes de los periodistas. Sin duda, 
el cumplimiento de este presupuesto es más problemático por 
obstáculos como la confiscación de equipo, la vigilancia ilegal, 
la comparecencia a comisarías para ser interrogados, la interfe-
rencia y puesta en peligro de sus principios éticos por parte de 
los órganos de dirección de los medios de comunicación y de las 
autoridades.

Antes de exponer las conclusiones a las que llegué en los de-
rechos de la cláusula de conciencia y el secreto profesional, con-
viene apuntar la definición de periodista que propongo, pues no 
encontré en el marco normativo ninguna que se adecuara a las 
exigencias sociales y políticas de México. Como señalé, periodista 
es toda persona física, así como cualquier medio de comunicación 
y difusión, que haga del ejercicio de las libertades de expresión 
o información su actividad principal o complementaria, ya sea 
de manera permanente o esporádica, con y sin remuneración, a 
través de cualquier medio de difusión y comunicación impreso, 
radioeléctrico, digital o imagen.

Una vez planteada la definición de periodista conviene apuntar 
en el campo de la cláusula de conciencia que la respuesta norma-
tiva es mínima en el ámbito estatal —seis entidades federativas lo 
prevén— y en el ámbito federal no hay una respuesta expresa en 
la Constitución, ni tampoco se admite en los contratos colectivos 
de trabajo de las empresas informativas. Con todo, la cláusula de 
conciencia está implícita en el artículo 6o. de la cpeum, al esta-
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blecer que el derecho a la información será garantizado por el Es-
tado y que toda persona tiene derecho a buscar, recibir y difundir 
información. Por consiguiente, es urgente que el legislador en 
el ámbito federal y estatal reconozca expresamente este derecho, 
porque de ello depende asegurar la independencia en el desem-
peño de la función profesional del periodista frente al poder de 
dirección del medio de comunicación. 

En este contexto, considero que en los medios de comunica-
ción indígenas es necesario matizar el objeto y las modalidades 
del derecho a la cláusula de conciencia, atendiendo a sus particu-
laridades.

Respecto al secreto profesional, su regulación surge con el pro-
pósito de inhibir a cualquier autoridad que pretenda intimidar a 
un periodista para que revele la identidad de su o sus fuentes de 
información. Ahora bien, al frenar las intimidaciones se avanza 
en el aseguramiento del flujo informativo, mediante el ejercicio 
libre del derecho a comunicar información, que da existencia al 
derecho a recibirla. 

Así, es necesaria una respuesta del legislador en los ámbitos 
federal y estatal que regule el secreto profesional, previendo en 
el objeto el anonimato de la fuente de información y de aquellas 
personas que tengan contacto con ella, así como de todo aquello 
de lo que se desprenda la identidad de la fuente de información. 
Esto implica también una respuesta del legislador en la parte sus-
tantiva del secreto profesional informativo en materia penal 
—tras la regresión por la abrogación del cfpp y la aprobación 
del cnpp en 2016—, para frenar que los periodistas tengan 
que defender facultad por facultad para hacer efectiva la san-
ción del delito de abuso de autoridad de los servidores públicos 
que vulneren el derecho al secreto profesional informativo.

Dejando al margen el secreto profesional para garantizar el de-
recho a comunicar información de los periodistas, para abordar 
los mecanismos de autorregulación y los derechos de las audien-
cias, se debe señalar que la resistencia de los propietarios de los 
medios de comunicación, con la connivencia de las autoridades 
—Poder Ejecutivo y Cámara de Senadores—, llevó a debilitar el 
alcance de los códigos de ética y redujo el catálogo de los derechos 
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de las audiencias. Sin embargo, la reforma de la lftr del 31 octu-
bre de 2017 fue objeto de dos acciones de inconstitucionalidad, 
150/2017 y 153/2017, que están pendientes de resolución. En 
consecuencia, con la reducción de los derechos de las audiencias 
se pretende restar fuerza a la colaboración de éstas en el asegura-
miento de las libertades informativas y los derechos de los perio-
distas.

Tomando en cuenta los argumentos expuestos en el capítulo 
cuarto, acerca de los criterios jurisprudenciales declarados por los 
mecanismos de protección internacional a los derechos humanos 
respecto a la vía penal como medio para sancionar las conductas 
ilícitas en el ejercicio de la libertad de expresión, comparto el cri-
terio de la despenalización de las conductas ilícitas y la utilización 
de medios menos restrictivos como la vía civil y la rectificación.

Cabe precisar que, frente a punibilidades tan diversas como las 
contenidas en los códigos penales de las entidades federativas, que 
penalizan los delitos de difamación, calumnia e injurias, y con 
la aplicación del principio de extraterritorialidad y la existencia 
de conceptos ambiguos que suponen una restricción indebida de 
la libertad de expresión en sentido amplio, el legislador estatal y 
federal tienen que armonizar la legislación en la línea de la despe-
nalización en todas las entidades federativas del país y derogarlo 
en el cnpp. 

Al despenalizar los delitos contra el honor con una aplicación 
general completa en los ámbitos nacional y estatal, el legislador 
contribuirá a mantener el disfrute de las libertades informativas 
en México y a frenar cualquier posibilidad de incrementar las in-
timidaciones y la autocensura.

Ahora bien, también es preciso fortalecer la vía civil en el senti-
do de fijar reglas claras para evitar montos desproporcionados en 
las indemnizaciones de los órganos de la jurisdicción civil.

La valoración del derecho de réplica como la vía idónea para la 
protección del derecho al honor y la menos restrictiva de las liber-
tades informativas me condujo a tres conclusiones: a) los poderes 
Judicial y Legislativo tuvieron una labor importante en el proceso 
de armonización legislativa en el derecho de réplica; b) el derecho de 
réplica es un mecanismo garante de la libertad de expresión en 
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sentido amplio, que permite garantizar el derecho al honor fren-
te a informaciones inexactas, por la celeridad del procedimiento 
que posibilita que las mismas personas que leyeron, escucharon o 
vieron el contenido inexacto puedan conocer la réplica; c) es per-
tinente que el legislador y el Poder Judicial, en el cumplimiento 
de su obligación de armonización legislativa, reconozcan expre-
samente que el derecho de réplica protege la rectificación y la 
respuesta, y que entre los sujetos obligados se incluyan los medios 
de comunicación digitales. 

La última prueba que pone de manifiesto la situación real del 
ejercicio de las libertades informativas por los periodistas en Mé-
xico es la violencia generalizada que sufren especialmente ellos.

Uno de los primeros elementos que marca la situación, en la 
práctica, se deriva del número de periodistas asesinados y agredi-
dos en México, las amenazas de bomba a los medios de comuni-
cación y el hostigamiento a mujeres periodistas. A esto se une una 
valoración de la feadle y del Mecanismo de Protección, del que 
se desprende la falta de estabilidad financiera. Aun en el mecanis-
mo, además de la reducción del financiamiento en el fideicomiso, 
hay falta de transparencia en su presupuesto. 

En este entorno, la estructura normativa y la maquinaria ins-
titucional resultan demasiado inconsistentes para que puedan ga-
rantizarse y protegerse la vida y las libertades informativas de los 
periodistas. Éstas sólo podrán reforzarse con una auténtica volun-
tad del aparato estatal y de los propietarios de los medios de co-
municación; de lo contrario seguiremos con respuestas parciales 
y simuladoras que continuarán debilitando y desvaneciendo el 
sistema democrático.

DERECHO libertad expresion •.indd   121 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



123

FUENTES CONSULTADAS

Bibliográficas

Álvarez, Clara Luz, Telecomunicaciones y radiodifusión en México, 
México, unam-Posgrado Derecho, 2018.

Apreza Salgado, Socorro, “El caso Mémoli vs. Argentina: Un 
ejemplo de involución en la jurisprudencia de la Corte IDH en 
materia de libertad de expresión”, en Loyola Vera, Roberto, 
Estado constitucional y democrático de derecho: Retos para nuestro 
siglo, México, Universidad Autónoma de Querétaro-Editorial 
Universitaria (Nodos), 2015.

, “La criminalización de las radios comunitarias e indíge-
nas sin concesión”, en Peñaloza, Pedro (coord.), Múltiples mi-
radas de la criminalidad, México, Inacipe, 2016.

 Veracidad y pluralismo informativo en el medio televisivo: 
Una tarea pendiente, Ediciones Universidad de Salamanca, 
2003.

Apreza Salgado, Socorro, Tapia Argüello, Sergio, y Meza Flo-
res, Jorge Humberto, Derechos Humanos, México, Porrúa, 
2017.

Arellano Toledo, Wilma, y Cetina Presuel, Rodrigo, “El dere-
cho a la información en México y EE.UU. Desarrollo normati-
vo y jurisprudencial”, en Derecho de la información. El ejercicio 
del derecho a la información y su jurisprudencia, Madrid, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, 2015.

DERECHO libertad expresion •.indd   123 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



124
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

Artículo 19, Oficina para México y Centroamérica, Democracia 
simulada, nada que aplaudir, México, Creative commons, 2018. 

Bastida Freijedo, Francisco José, Libertad de antena. El derecho a 
crear Televisión, Barcelona, Ariel, 1990.

Bel Mallen, Ignacio, “El secreto profesional periodístico”, en Bel 
Mallen, Ignacio, Correidora, Loreto, y Pilar Cousido, Al-
fonso, Derecho de la información (I) Sujetos y medios, Madrid, 
Colex, 1992. 

, “El autocontrol de la actividad informativa”, en Bel Ma-
llen, Ignacio, Correidora, Loreto, y Pilar Cousido, Alfonso 
Derecho a la Información (I). Sujetos y Medios, Madrid, Colex, 1992.

Berumen Campos, Arturo, y Ortiz Andrade, Jacqueline, Curso 
permanente de Ética, México, Porrúa, 2017.

Bonete Perales, Enrique (ed.), Ética de la comunicación audiovi-
sual, Madrid, Tecnos, 1999.

Bustos Gisbert, Rafael, “Los derechos de libre comunicación en 
una sociedad democrática (Art. 10 CEDH)”, en La Europa de 
los Derechos. Convenio Europeo de Derechos Humanos, Madrid, 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2005.

Cruz, Manuel, “Estudio Introductorio a Arendt”, en Arendt, 
Hannah, La condición humana, Barcelona, Paidós, 2003.

Davison, Philis, W. Opinión pública, en D. L. Sills, AGUILAR 
(dir.), Enciclopedia internacional de las ciencias sociales, vol.7, 
Madrid, 1975.

Díaz, E., y Ruiz, Miguel Alfonso, “Presentación”, en Díaz E. y 
Ruiz Miguel, Alfonso (eds.), Enciclopedia iberoamericana de 
filosofía política II. Teoría del Estado, Madrid, Trotta, 1996.

Eagleton, Terry, Ideología. Una introducción, Barcelona, Paidós, 
1995.

Echeverria, Bolívar, La modernidad de lo barroco, México, Edicio-
nes Eram, 2000.

El PodEr Judicial de la Federación para Jóvenes, 3a. ed., México, 
scjn, 2010

Faúndez Ledesma, H., Los límites de la libertad de expresión, México, 
unam, 2004.

Fernández Miranda Campoamor, Secreto profesional de los infor-
madores, Madrid, 1990.

DERECHO libertad expresion •.indd   124 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



125

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

Fernández Ruiz, Jorge, “Régimen jurídico de concesiones de ra-
dio y televisión”, en Responsabilidad social, autorregulación y le-
gislación en radio y televisión, México, unam-iij, 2002.

Ferrer MacGregor, Eduardo, “Interpretación conforme y con-
trol difuso de convencionalidad. El nuevo paradigma para el juez 
mexicano”, en Ferrer MacGregor, Eduardo (coord.), El control 
difuso de convencionalidad. Diálogo entre la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y los jueces nacionales, México, fundap, 2012.

Freixes Sanjuán, Teresa, Libertades informativas e integración en 
Europa, Madrid, Colex, 1996.

Frígola Vallina, J., y Escudero Moratalla, J. F., “La cláusula 
de conciencia de los profesionales de la información. Ley Or-
gánica 2/1997, de 19 de junio”, en Honor, secreto profesional y 
cláusula de conciencia en los medios de comunicación. Límites y 
aspectos jurídicos y penales, Valencia, Ediciones Revista General 
de Derecho, 1998.

García Maynez, Eduardo, Ética. Ética empírica. Ética de bienes. 
Ética formal. Ética valorativa, 26a. ed., México, Porrúa, 1990.

Habermas, Jürgen, Facticidad y validez, Valladolid-España, Trotta, 
1998.

Herrero Tejedor, Fernando, Honor, intimidad y propia imagen, 
Madrid, Colex, 1994.

Kelsen, Hans, Esencia y valor de la democracia, Barcelona, Edicio-
nes Guadarrama, 1977. 

Laguna Paz, J. C., Régimen jurídico de la televisión privada, Ma-
drid, Marcial Pons, 1994.

Laporta, F. J., “El derecho a informar y sus enemigos”, en Bonete 
Perales, Enrique (ed.), Ética de la comunicación audiovisual, 
Madrid, Tecnos, 1999.

Lucas Verdú, Pablo, Principios de ciencia política, t. ii, Madrid, 
Madrid, 1969.

Matteucci, Nicola, “Opinione pubblica”, en Enciclopedia del di-
ritto, t. xx, Giuffrè editore, 1980.

Monzón Arribas, C., La opinión pública. Teorías, conceptos y méto-
dos, Madrid, Tecnos, 1987.

Moliner, María, Diccionario de uso del español, 2a., ed., Madrid, 
Gredos, 1999.

DERECHO libertad expresion •.indd   125 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



126
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

Paz, Octavio, El ogro filantrópico, Barcelona, Seix Barral, 1979. 
Peces-Barba Martínez, Gregorio, “Ética, poder y derecho. Re-

flexiones ante el fin de siglo”, en Fernández García (ed.), Valores, 
derechos y Estado a finales del siglo xx, Madrid, Dykinson, 1996.

 “El estatuto de radiotelevisión como expresión de una 
opción constitucional”, en García Jiménez, J. (comp.), Radio-
televisión española y Constitución, Madrid, Universidad Interna-
cional Menéndez Pelayo, 1981.

Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, Tomás, “El estatuto 
de radiotelevisión como expresión de una opción constitucio-
nal”, en García Jiménez, J. (comp.), Radio-televisión española 
y Constitución, Madrid, Universidad Internacional Menéndez 
Pelayo, 1981.

Saavedra López, M., La libertad de expresión en el Estado de Dere-
cho. Entre la utopía y la realidad, Barcelona, Ariel, 1987.

Salazar, Pedro (coord.), La reforma constitucional sobre derechos 
humanos. Una guía conceptual, México, Senado de la República-
Instituto Belisario Domínguez, 2014.

Schmitt, Carl, Teoría de la Constitución, Madrid, Alianza Editorial, 
1996.

Senado, informE de la Comisión Especial sobre Contenidos Televi-
sivos, 11 de abril de 1995, Madrid, Dirección de Estudios y 
Documentación, 1996.

Urías, Joaquín, Lecciones de derecho a la información, España, Tec-
nos, 2003.

Villaverde Menéndez, Ignacio, Los derechos del público. El derecho 
a recibir información. Información del artículo 20.1.d) de la Cons-
titución Española, Madrid, Tecnos, 1995.

Hemerográficas

Aquino, Erendida, “Difamación, antimemes y los delitos contra la 
libertad de expresión que siguen vigentes en México”, Animal 
Político, 23 de enero de 2018.

Bustos Gisbert, Rafael, “Expresión e información: dos derechos 
entre la sociedad y el Estado”, Revista Catalana de Derecho Pú-
blico, núm. 21, Generalitat de Catalunya, 1996.

DERECHO libertad expresion •.indd   126 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



127

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

Carrillo, Marc, “La Ley Orgánica de la cláusula de conciencia de 
los periodistas: una garantía atenuada”, Cuadernos de Derecho 
Público, núm. 2, 1997.

, “Expresión e información: dos derechos entre la sociedad 
y el Estado”, Revista Catalana de Derecho Público, núm. 21, Ge-
neralitat de Catalunya, 1996.

Cedillo, Juan Alberto, “El Mañana de Nuevo Laredo suspende 
publicaciones por amenazas del narco”, Proceso, 1 de febrero de 
2017. 

Mendonca, Daniel, “Insolente impunidad”, abc color, 2 de no-
viembre de 2014.

Solis Leree, Beatriz, “Derechos de las audiencias”, El Cotidiano, 
núm. 158, nov-dic 2009.

Quadra-Salcedo Fernández del Castillo, Tomás, “La cláusu-
la de conciencia: un godot constitucional”, Revista Española de 
Derecho Constitucional, núm. 22, 1988.

, “La cláusula de conciencia: un godot constitucional (II)”, 
Revista Española de Derecho Constitucional, núm. 23, 1988

Solazábal Echavarría, J. J., “Opinión pública y Estado consti-
tucional”, Revista de Derecho privado y Constitución, núm. 10, 
Madrid, 1996.

Villalpando, Rubén, “Cierra el diario Norte de Juárez”, La Jorna-
da, 3 de abril de 2017.

Electrónicas

Arizmendi, Jaime, “Derogará Sinaloa Ley de Periodistas de Alto 
Riesgo”, 4 de agosto de 2014, disponible en: <http://alterna-
tivo.mx/2014/08/derogara-sinaloa-ley-de-periodistas-de-alto-
riesgo/>(consultado el 26 de junio de 2018).

“Bajan recursos para proteger a periodistas”, disponible en: <https://
www.eleconomista.com.mx/politica/Bajan-recursos-para-proteger-
a-periodistas-20180114-0091.html.> Información cotejada con el 
desglose programático económico del presupuesto de egresos de la 
federación con respecto a la Secretaria de Gobernación en los años 
de 2016, 2017 y 2018.

DERECHO libertad expresion •.indd   127 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



128
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

cencos, “Seis asesinatos y casi 200 agresiones a periodistas en 2018; 
60 fueron en contexto electoral”, disponible en <https://www.
ifex.org/mexico/2018/06/12/asesinatos-agresiones-periodistas/
es/> (consultado: 10 de septiembre de 2018). 

Federación Internacional De Periodistas, “Encuesta mundial 
de la FIP (2015)”, disponible en: <http:// media.wix.com/ugd
/0509b664574846d1adb4aed5Rd3c20b. pdf> (consultado 15 
de junio de 2018). 

“Informe conjunto del relator especial de Naciones Unidas so-
bre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de 
Opinión y de Expresión y el relator especial para la Libertad de 
Expresión de la cidh sobre la misión México”, 7 de noviem-
bre al 4 de diciembre de 1917 en <http://hchr.org.mx/images//
doc_pub/20180618_CIDH-UN-FINAL-MX_reportSPA.pdf> 
(consultado 27 de junio de 2018).

Institute For Economics & Peace, “Índice de paz México 2013. 
Midiendo el grado de paz en México a lo largo de la última dé-
cada”, disponible en:  <http://www.visionofhumanityorg/app/
uploads/2017/04/MPI17_spanish_Report_WEB_28.03.pdf> 
(consultado 30 de juio de 2018).

“Presupuesto de Egresos de la Federación”, disponible en: <http://
www.pef.hacienda.gob.mx/work/models/PEF2018/docs/17/
r17_reurgfpp.pdf> (consultado el  29 de junio de 2018).

“Presupuesto total asignado a la Fiscalía [feadle]”, disponi-
ble en: <http://pgr.gob.mx/Fiscalias/feadle/Documents/PRE-
SUPUESTO/Presupuesto.pdf> (consultado el 29 de junio de 
2018).

Redacción Animal Político, “Activista es acusada de delitos con-
tra el honor por denunciar acoso de un profesor en Michoacán”, 
10 de febrero de 2018, disponible en: <https://www.animal-
politico.com/2018/02/vinculan-activista-denunciar-acosos/> 
(consultado el 27 de julio de 2018).

Reporteros Sin Fronteras, disponible en <https://rsf.org/es/pre-
sentacion> (consultado 15 de septiembre de 2018).

DERECHO libertad expresion •.indd   128 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



129

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

Jurisprudencia 

cidh, “Declaración de Principios de Libertad de Expresión, Wash-
ington, D.C., Octubre, 2000”, disponible en <http://www.
oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.asp?artID=26&lID=2> 
(consultado el 15 de junio de 2018). 

, “Razones e interpretación de la Declaración de Prin-
cipios, párr. 36, Washington, D.C., octubre, 2000”, disponi-
ble en: <http://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.
asp?artID=132&lID=2> (consultado el 15 de junio de 2018). 

, Informe anual de la Relatoría Especial para la Libertad 
de Expresión 2017, oea/Ser.L/V/II, Doc.210/17, 31 de diciem-
bre de 2017.

, informE conjunto del relator especial de Naciones Unidas 
sobre la Promoción y Protección del Derecho a la Libertad de Opi-
nión y de Expresión y el relator especial para la Libertad de Ex-
presión de la cidh sobre la misión México 7 de noviembre al 4 de 
diciembre de 2017, disponible en: <http://hchr.org.mx/images//
doc_pub/20180618_CIDH-UN-FINAL-MX_reportSPA.pdf 
>(consultado el 27 de junio de 2018).

Comité de Derechos Humanos, Observación General Núm. 34, 
de 12 de septiembre de 2011, en CCPR/C/GC/34.

cndh, rEcomEndación núm. 39/2017, sobre el caso de 2,038 personas 
víctimas de desplazamiento interno en el estado de Sinaloa, 14 de 
diciembre de 2017.

Corteidh, Caso Carvajal Carvajal vs Colombia, Sentencia del 13 
de marzo de 2018, Serie C, 352.

, Caso Claude Reyes y otros vs Chile, Sentencia del 29 de 
septiembre de 2006, Serie C, 151.

, Caso Kimel vs Argentina, Sentencia 2 de mayo de 2008, 
Serie C, 177.

, Caso Herrera Ulloa vs Costa Rica, Sentencia de 2 de julio 
de 2004, Serie C, 107. 

, Corteidh, Caso Ivcher Bronstein vs Perú, Sentencia del 6 
de febrero de 2001, Serie C, 84.

, Caso “La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y 
otros) vs. Chile, Sentencia de 5 de febrero de 2001.

DERECHO libertad expresion •.indd   129 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



130
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

, Caso Mémoli vs. Argentina, Sentencia del 22 de agosto de 
2013, Serie C, 265.

, Caso Palamara Iribarne vs. Chile, Sentencia del 22 de 
noviembre de 2005, Serie C, 135.

, caso Perozo y otros vs. Venezuela, Sentencia del 28 de ene-
ro de 2009, Serie C, 195. 

, Caso Ricardo Canese vs. Paraguay, Sentencia del 31 de 
agosto de 2004, Serie C,111.

, Caso Ríos y otros vs. Venezuela, Sentencia del 28 de enero 
de 2009, Serie C, 194. 

, Caso Tristán Donoso vs. Panamá, Sentencia del 27 de fe-
brero de 2009, Serie C, 193.

, Caso Usón Ramírez vs. Venezuela, Sentencia del 20 de 
noviembre de 2009, Serie C, 207.

, Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 
1985, Colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos), Serie A, 
Núm. 5. 

onu, Comité de Derechos Humanos, Observación General núm. 
34, 12 de septiembre de 2011, en CCPR//GC/34.

Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, Zonas silenciadas. Regio-
nes de alta peligrosidad para ejercer la libertad de expresión, oea/
Ser.L/V/II, cidh/rele/INF.16/17, 16 de marzo de 2017.

Scjn, 24 de marzo de 2011, “Acción de inconstitucionalidad 
66/2009”, disponible en: <http://www.cndh.org.mx/sites/all/
doc/Acciones/Acc_Inc_2009_66_Demanda.pdf,> (consultado 
el 3 de agosto de 2018).

, Acción de inconstitucionalidad 150/2017.
, Acción de inconstitucionalidad 113/2015, promovida 

por la cndh, sesión del 29 de mayo de 2018, con 10 votos a 
favor y uno sin voto, basado en el Problemario.

, Acción de inconstitucionalidad 122/2015 y sus acumu-
ladas 124/2015 y 125/2015, de la décima época, sustentada por 
el Pleno de la scjn, localizable con el número de registro 27879.

, Tesis I.3o.C.607 C, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena época, t. xxv, marzo de 2007, p. 1779. 

DERECHO libertad expresion •.indd   130 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



131

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

, Tesis 1a.XLI/2015, Semanario Judicial de la Federación, 
Décima época, 13 de febrero de 2015.

, Tesis 1a.CCXX/2009, Semanario Judicial de la Federa-
ción, Novena época, t. xxx, diciembre de 2009, p. 284.

stce. 165/1987, del 27 de octubre.
, 219/1992, del 3 de diciembre.
, 6/1981, del 16 de marzo.
, 12/1982, del 31 de marzo.
, 104/1986, del 17 de julio.
, 159/1986, del 16 de diciembre.
, 168/1986, del 22 de diciembre.
, 165/1987, de 27 de octubre.
, 107/1988, del 8 de junio.
, 51/1989, del 19 de enero.
, 371/1993, 13 de diciembre.
, 46/1998, del 31 de marzo.
, 134/1999, del 15 de julio de 1999.
, 199/1999, del 8 de noviembre.
, 43/2004, 23 de marzo de 2004.
, 139/2007, del 4 de junio de 2007.
, 1/2005, del 17 de enero de 2005.

Voto concurrente del juez Sergio García Ramírez a la Sentencia de 
la Corteidh sobre el caso Kimel, 2 de mayo de 2008, Serie C, 177.

Voto conjunto parcialmente disidente de los jueces Manuel Ven-
tura Robles, Eduardo Vio Grossi y Eduardo Ferrer Mac-Gregor 
Poisot, en el Caso Mémoli vs. Argentina, Sentencia del 22 de 
agosto de 2013, Serie C, 265.

Convenciones, declaraciones y leyes

Código Penal del Estado de Colima.
Código Penal del Estado de Hidalgo.
Código Penal del Estado de Yucatán.
Código Penal del Estado de Zacatecas.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum).
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.

DERECHO libertad expresion •.indd   131 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



132
N

ue
str

os
 D

er
ec

ho
s

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 10 
de la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de derecho de réplica, D.O.F. del 30 de mayo de 2018.

Estatuto de Radio Televisión Valenciana.
Iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo en 

el Estado de Aguascalientes, de 9 de mayo de 2013.
Iniciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de 

Derechos Humanos y Periodistas del Estado de Baja California 
Sur, del 13 de mayo de 2017.

Iniciativa de Ley de Protección Integral para Proteger el Periodis-
mo del Estado de Michoacán, del 16 de junio de 2017.

Iniciativa de Ley de Protección Social y Legal para los Periodistas 
del Estado de Puebla, junio de 2010.

Iniciativa de Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo del 
Estado de Aguascalientes, del 9 de mayo de 2013.

Iniciativa de Ley para la Protección de Personas Defensoras de 
Derechos Humanos y Periodistas del Estado de Baja California 
Sur, del 13 de mayo de 2017.

Iniciativa de Ley de Periodismo de Alto Riesgo del Estado de Si-
naloa.

Ley 24/2001, del 27 de diciembre. 
Ley 63/1997.
Ley de creación de RTVV.
Ley que crea la Agencia de Noticias del Estado Mexicano.
Ley de Derechos para el Ejercicio del Periodismo en el Estado de 

Chiapas.
Ley Protección Integral del Ejercicio Periodístico para el Estado 

de Colima, en los artículos 10 a 12; 
Ley de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos y 

de Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del Periodismo.
Ley de Protección a Personas Defensoras de Derechos Humanos 

y Salvaguarda de los Derechos para el Ejercicio del Periodismo, 
del 27 de agosto de 2012.

Ley de Protección al Ejercicio del Periodismo del Estado de San 
Luis Potosí.

Ley de Propiedad Intelectual (BOE del 22 de abril de 1996).

DERECHO libertad expresion •.indd   132 30/01/19   1:33 p. m.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2018. Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 

https://www.inehrm.gob.mx/

Libro completo en: https://goo.gl/6e5PXN



133

Li
be

rt
ad

 d
e 

ex
pr

es
ió

n 
y 

de
re

ch
os

 d
e 

lo
s p

er
io

di
st

as

Derechos para el Ejercicio del Periodismo en el Estado de Hidalgo.
Ley del Secreto Profesional del Periodista en el Distrito Federal.
Ley del Secreto Profesional del Periodista del Estado de Guanajua-

to, del 21 de noviembre de 2014.
Ley del Secreto Profesional del Periodista del Estado de Guana-

juato.
Ley que establece el Secreto Profesional Periodístico del Estado de 

Querétaro.
Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Huma-

nos y Periodistas del Estado de Quintana Roo.
Ley número 158, que establece el Secreto Profesional Periodístico 

del Estado de Sonora.
Ley orgánica 2/1997
Ley reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de la cpeum, 

en materia de derecho de réplica.
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.
Preámbulo del Código Deontológico de Cataluña, Barcelona, oc-

tubre de 1992.
Real Decreto Legislativo 5/2001.
Real Decreto Legislativo 1/1995, del 24 de marzo.
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